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ESTE PETROLEO 
ES VENEZOLANO 


CARACAS / VENEZUELA ] 


En el nombre de Dios, compasivo y misericordioso: 


Es un gran honor haber sido invitado por mi amigo venezolano, 
el señor Eduardo A. Acosta H., para escribir el prólogo de su pri- 
mer libro, que comprende profundos y valiosos ensayos sobre la 
industria petrolera en Venezuela. Estos ensayos fueron preparados 
para su presentación a varios Congresos profesionales e industriales 
en Venezuela, y al Il, 111 y IV Congreso Arabe de Petróleo de 
Beirut y Alejandría, y serán de gran interés para el estudioso del 
- petróleo, en general, y particularmente para aquellos asociados a 
la industria en Venezuela y en otros países exportadores de petróleo 
del mundo. 


El ingeniero Acosta ha estado en la Industria Petrolera por mu- 
chos años, en donde comenzó por servir un corto espacio de tiempo 
en el sector privado antes de ir al servicio definitivo del sector 
oficial de su país. Ha asistido a la mayoría de los Congresos Inter- 
nacionales de Petróleo Meso-Orientales en beneficio de su pueblo, 
tales como los Congresos Arabes, y también a reuniones profesio 
nales en los Estados Unidos. El señor Acosta es uno de los más 
entusiastas sustentadores de la cooperación Arabe-Venezolana, y ha 
luchado contra aquellos que en su país consideran improductiva 
esta cooperación. Sabe que el mejor interés de Venezuela está en el 
entendimiento con los países de petróleo del mundo árabe, y esto 
le hace un amigo de confianza de los árabes. A menudo ha coadyu- 
vado con los árabes en hacerles entender los grandes beneficios que 
pueden obtener de su asociación con la Organización de los Países 
Exportadores de Petróleo (OPEP). 


Los Países Exportadores de Petróleo, que derivan la mayor parte 
de sus ingresos de éste, reconocen que la cooperación entre expor- 
- tadores y consumidores es la única garantía para su futuro eco- 
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nómico. Estos países tienen la esperanza de que, a través de esta 
cooperación, serán capaces de sacar a sus pueblos de la condición 
social primitiva en que están y llevarlos a los niveles de desarrollo 
de los países industrializados. 


Los exportadores de petróleo, tanto del Hemisferio Oriental como 
del Occidental, deben tener en cuenta de que no existe peligro en 
esta cooperación. Lo que se atribuye hoy en día a la libre compe- 
tencia no encuentra apoyo en las características del consumo mun- 
dial de petróleo, ni es justificable por la demanda constantemente 
creciente y por los usos cada vez más variados del petróleo y de 
sus derivados. La tasa anual de incremento de la demanda mundial 
de petróleo, puede fácilmente absorber la tasa de aumento de los 
campos petroleros, siempre que los países productores vigilen los 
volúmenes producidos y eviten excedentes exagerados de producción, 
de modo que la oferta no supere a la demanda. Debe señalarse, 
también, que el petróleo exportado por el Hemisferio Occidental 
complementa, sin suplantar, el crudo proveniente del Hemisferio 
Oriental, ya que tanto el petróleo pesado de Venezuela, como los 
erudos livianos del Norte de Africa y del Medio Oriente, son nece- 
sarios para satisfacer a las necesidades del mercado de Europa 
Occidental. Por esto, ambos tipos de petróleo son complementarios 
y no competitivos al ser ambos indispensables. 


Por lo tanto, nosotros los árabes en el Medio Oriente y en el Norte 
de Africa, miramos hacia un futuro de mutua colaboración entre 
nuestros países: Venezuela, Irán, Indonesia y otras regiones expor- 
tadoras de petróleo que encuentren ventajosa su incorporación a 
la OPEP, puesto que creemos que esta cooperación es de absoluta 
necesidad. 


De todo corazón, espero que este libro sea una señal de bien y una 
bendición, y que el señor Acosta continúe sus investigaciones y 
ensayos para que todos nos beneficiemos de sus experiencias. 


Que la paz y la bendición de Dios te llenen, amigo lector. 


Abdullah H. Tariki, 
Beirut, 20 de abril de 1963. 


E E (0 Ae 


INTRODUCCION DEL AUTOR 


Escribir no es fácil, pero tampoco es difícil. En una pequeña ter- 
tulia con mi buen amigo el Dr. Juan Pablo Pérez Alfonzo, a la 
cual asistía un poco como escucha uno de sus hijos, el ingeniero 
Germán Pérez Castillo, se comentaba que en Venezuela escaseaban 
las publicaciones, porque las gentes tenían miedo de hacer públicos 
sus criterios ante un afán de perfeccionismo que ahogaba toda 
iniciativa. Se decía —calcando un pensamiento ajeno— que “lo mejor 
era el peor enemigo de lo bueno” y que a esto se debía en muy 
buena parte, la inhibición que muchos sentían respecto a la escritura. 


Rumiando estas ideas, y ante el hecho de que ya había cumplido 
la inicialmente difícil tarea de escribir varios ensayos sobre temas 
petroleros diversos, decidí que era oportuno darlos a conocer en 
la esperanza de que pudieran ser leídos por muchos, para que se 
contribuyera en la discusión y análisis de las ideas expuestas, per- 
filando mejor las características de verdad que pudieran contener. 
El valor que tienen es el de llevar una gran dosis de sinceridad 
y de deseo de penetrar, para bien de la colectividad, problemas 
que se consideran importantes para el desarrollo futuro de nuestra 
Industria Petrolera. Sin esperar, pues, a perfeccionar más las ideas 
expresadas en estos trabajos, me atrevo a presentarlos a la luz 
de la crítica bajo el título de “Este Petróleo es Venezolano”. 


Debo, ante todo, amplio reconocimiento a los amigos que, con ver- 
dadero espíritu de desinterés, me han ayudado en la revisión de 
lo escrito. Sería casi imposible nombrarles uno a uno, porque han 
sido muy numerosos. Entre ellos cuento, también, a aquellos cuyas 
ideas he aprovechado en la elaboración de los ensayos, conside- 
rando que, al hacerlo, apenas si cumplo con el más elemental deber 
de justicia y equidad. Pero no puedo dejar de agradecer, de un 
modo muy especial a mis hijos Eduardo A. Acosta S. y Oswaldo 
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Acosta S., estudiantes de Periodismo de la Universidad Central, 
y a sus compañeros de labores diarias, la colaboración prestada 
en la labor de edición, revisión y distribución de este primer libro 
que, en buena parte, fue escrito para ellos y por ellos. 


Adopté la sugerencia que me hicieran de dar, a cada ensayo, un 
párrafo introductorio a manera de examen y de explicación, en el 
cual he incluido justificaciones, anécdotas y, en ocasiones, ideas 
que tratan de actualizar la materia discutida. Por su brevedad, no 
aspiro a que constituyan, por sí mismos, modificaciones sustanciales 
de lo escrito. Tengo la esperanza de hacer estas modificaciones en 
próximos trabajos y, con ellas, quizá las rectificaciones y ratifica- 
ciones a que hubiere lugar. 


Este primer libro trae, también, un prólogo escrito por un hombre 
de otras latitudes, bien conocido en los círculos petroleros inter- 
nacionales, un hombre que ha dedicado su vida a la defensa de la 
tierra y del pueblo que le vieron nacer. Un hombre que se siente 
ciudadano de la nación árabe, porque, habiendo visto la luz en las 
calientes arenas de Kuwait, es reconocido como ciudadano de Arabia 
Saudita, país al cual sirvió y sirve, oficialmente, como director de 
la Oficina de Asuntos Petroleros y Mineros y como Ministro de 
Minas y Petróleo, privadamente como consultor en Beirut, capital 
del acogedor Líbano. Con este hombre me unen estrechos lazos de 
hermandad. Juntos hemos luchado más de una batalla en favor 
de nuestros propios pueblos. En su apartamiento de El Cairo se han 
discutido toda suerte de estrategias a seguir para defender los inte- 
reses de la nación árabe, de los países mesoorientales, de Venezuela. 
El Jeque Abdullah H. Tariki tiene ganado un alto puesto entre los 
hombres del mundo que buscan el bien común antes que el interés 
propio. Esto lo reconocen amigos y enemigos. De Venezuela es bien 
conocido porque nos ha visitado muchas veces. La primera hace ya 
más de diez años, cuando nos conocimos. Posteriormente, en diver- 
sas oportunidades, todas conectadas con esa gestión en favor de la 
nación árabe que es el norte de Tariki. No resulta extraña esta 
estrecha hermandad entre un mahometano y un católico. Dentro 
del respeto mutuo a las creencias religiosas, frente a la obligación 
de reconocer plenamente a la dienidad individual y humana, cabe el 
factor común del trabajo por el bien de todos, por el pueblo, por la 
colectividad respectiva. Cuando Tariki pisa tierra venezolana, siente 
lo que sentí al hundirme en las tibias arenas del desierto árabe en 
un atardecer del mes de octubre de 1961, siente que los pueblos ára- 
bes y el pueblo venezolano, que el pueblo persa y todos los demás 
pueblos que luchan por una vida mejor, son pueblos idénticos, pro- 
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pios, son pueblos que se hermanan y se unen para la acción conjunta 
en persecución de ese ideal de felicidad. Tariki es, entonces, un ve- 
nezolano que nació hace cuarenta y cinco años, en un pequeño país 
del Oriente Medio que ahora, hombro con hombro con Venezuela, 
camina hacia una meta común de propia superación. 


En este libro el autor quiere, de otra parte, rendir tributo debido a 
los hombres públicos de Venezuela que han hecho la historia petro- 
lera del país. A Gumersindo Torres, pionero en una época en que 
parecía imposible pretender defender el patrimonio nativo. Néstor 
Luis Pérez, el zuliano que decidió en favor del país la cuestión de 
los precios del combustible residual que había sido amañado por gru- 
pos interesados; en su período como ministro, pagó Henry Linam, 
con salida del país, la osadía de manotear sobre el escritorio mi- 
nisterial. Manuel R. Egaña, como Torres, poco apreciado del inver- 
sor internacional por su decidida preferencia por el interés público; 
ministro enérgico, claro, orientador. Juan Pablo Pérez Alfonzo, el 
mayor doctrinario de la historia petrolera de Venezuela y también 
el que más apoyo popular ha tenido, creador de la nueva política pe- 
trolera nacional y columna fundamental en la formulación de la 
internacional a través de la fundación de la OPEP. Al grupo de 
primeros técnicos del año treinta, que fueron o pudieron ser mi- 
nistros pero que no lo lograron, no por falta de capacidad sino por 
factores coyunturales que no lo permitieron. Al grupo de los hombres 
actuales que se ocupan de la gestión administrativa con sinceridad | 
y honestidad, cuyos nombres se mencionarán en el futuro. Y, tam- 
bién, por qué no, a los que apenas comienzan sus afanes profesio- 
nales, a los que, con el tiempo, lograrán sublimar sus posiciones, ad- 
quiriendo la necesaria experiencia y madurez para adentrarse con 
propiedad y con sentido de verdadera colaboración en las funda- 
mentales cuestiones de la problemática petrolera y social del país. 
A todos ellos, cuyas ideas he hecho propias, el reconocimiento del 
autor por sus desvelos y afanes nacionalistas. 


Eduardo A. Acosta H. 
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¡SO DE LA CONSERVACION DEL PETROLE 
AS EN VENEZUELA 


abajo se titulaba, originalmente, “La Conservación del Petróleo 
Gas en Venezuela” y fue presentado a la Reunión Anual del 
diciembre de 1951 celebrada por la Interstate Oil Compact 
ission en Little Rock, Arkansas. Posteriormente fue revisado 
ido como ponencia del Ministerio de Minas e Hidrocarburos, 
amento Técnico de Conservación, al V Congreso Venezolano 
Ingeniería celebrado en Barquisimeto el 9 de febrero de 1954. En 
última ocasión el trabajo fue premiado con mención honorífica, 
éndose recomendado su publicación en la Revista del Colegio de 
wos de Venezuela, en los Anales del Congreso, en la Revista 
Ministerio de Minas e Hidrocarburos y en todas las publicacio- 
S petroleras que le pudieran alcanzar la mayor difusión posible. 
s, su presentación ante un Congreso Internacional. 


l origen del trabajo es de un interesante sabor anecdótico. Para 
51 se discutía en Venezuela la autoridad de la Administración 
ca para intervenir, a nombre del Estado, en los aspectos téc- 
cos de la explotación de los yacimientos petrolíferos. Las empre- 
us petroleras resistían, cuanto podían, la penetración que cada vez 
ús profundamente hacían los inspectores de hidrocarburos en este 
specto fundamentalmente técnico de la industria. Se daba en esos 
zos, continuación de las iniciativas tomadas en años anteriores, muy 
otorias en el período 1945-48, lo que podría denominarse la BATA- 
4 por la CONSERVACION. Visto que sólo un número muy peque- 
de los nuevos técnicos venezolanos de la época estudiaba, en el 
sector oficial, estos problemas, fue necesario contratar los servicios de 
bres acreditados de la Texas Railroad Commission y de la Univer- 
sidad de Texas, en las personas del ingeniero Jack Baumel y del doctor 
gorge Fancher para que colaborasen en establecer bases apropiadas 
e explotación técnica, dada su amplia experiencia sobre la materia. 
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Sin embargo, este respaldo no era suficiente para vencer la resis- 
tencia que oponía el sector privado de la industria. De aquí surgió 
la. idea entre el ingeniero Luis López Conde, entonces adjunto en el 
Departamento Técnico de Conservación y el autor, de procurar la 
incorporación de Venezuela a la Interstate Oil Compact Commission 
con el objeto de presentar en este foro los problemas de conserva- 
ción del país y obtener el respaldo necesitado. Para lograr esto 
era conveniente que la 1OCC imvitase a Venezuela a una de sus se- 
siones regulares, cosa que no era fácil de lograr a menos que dicha 
entidad conociese de antemano las intenciones de Venezuela. La 
cuestión lucía complicada por cuanto no se tenía la seguridad de 
que la Administración Pública de entonces estuviese acorde en so- 
licitar esta invitación, por lo cual se decidió que a través del doctor 
Fancher, amigo de Earl Foster, para la época Secretario Ejecutivo 
de la Comisión, se diese a conocer la conveniencia de proceder a 
invitar a Venezuela para la reunión de diciembre de 1951. Este 
contacto se realizó con todo éxito, habiéndosele remitido a Foster 
el modelo de la comunicación que debía de enviar al Ministerio de 
Minas para recabar su asistencia. Para rematar la cuestión el autor 
decidió escribir un trabajo relacionado con la Conservación del Gas 
y del Petróleo en Venezuela que pudiera servir como credencial a 
ésta para aspirar a su incorporación a la 1IOCC. Como consecuencia 
de esto, el autor fue comisionado por el despacho para ir a Little 
Rock y hacer la exposición correspondiente, gestión que realizó en 
compañía del ingeniero José Martorano B., para entonces Ministro 
Consejero para Asuntos Petroleros en la Embajada de Washington. 
El resultado de estas acrobacias dentro del Departamento Técnico 
de Conservación fue la admisión de Venezuela como Miembro Ob- 
servador de la 1OCC, dando al país la oportunidad de expresar, en 
un foro esencialmente técnico, sus ideas sobre la materia de la Con- 
servación y las prácticas utilizadas para mejorar la situación. Este 
foro ha sido de gran utilidad para el desarrollo de la Conservación 
en el país, valiendo la pena mencionar que para el año de 1951 Ve- 
nezuela utilizaba solamente un 12 por ciento del gas producido, cifra 
que se ha incrementado al 56 por ciento para fines de 1962. 
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'AS EN VENEZUELA 


Trabajo preparado por el autor y presentado por el 
Ministerio de Minas e eos Departameni 

Técnico de Conservación, al V Congreso Venezolano 
de Ingeniería. 1954. S BES 


Origen del Concepto Venezolano de la Propiedad del Subsuelo. 
Evolución de los Principios de Conservación. 


Fundamento de la Política de piaación Unificada de los Yacimientos 
Petroleros. 


Utilización del Gas en la Producción del Petróleo. 
- Programa de Conservación. 
Plan de Conservación de Venezuela. 


Conclusiones. 


1 / ORIGEN DEL CONCEPTO VENEZOLANO 
DE LA PROPIEDAD DEL SUBSUELO 


El concepto básico de la “Propiedad del Subsuelo”, reconocido por 
todas las leyes mineras venezolanas, fue heredado de las leyes espa- 
ñolas que le sirvieron de fundamento, especialmente de la conocida 
por el nombre de Ordenanza de Nueva España, que entró en vigor 
en Venezuela en el año de 1784, estableciendo el principio de que 
todos los minerales eran propiedad del Rey. 


De allí que el derecho natural de posesión de los yacimientos pe- 
trolíferos recaiga en los Estados y, como establece el artículo 15 
de la Constitución Venezolana, éstos convienen en reservar a la com- 

-petencia del Poder Nacional todo lo relativo a minas. Cada Estado 
conserva la propiedad de dichos bienes, pero las rentas obtenidas in- 
gresan al Tesoro Nacional y la administración de ellos corre a cargo 
del Ejecutivo Nacional, que la ejerce conforme a las leyes respecti- 
vas. Del mismo modo, la legislación sobre la materia de minas está 
atribuida al Poder Nacional. 


En los Estados Unidos, las leyes mineras (terrestres) se derivaron de 

las primeras leyes inglesas que gobernaban la propiedad y control 
de la tierra, las cuales reconocían la facultad de los “individuos” 
para obtener título de propiedad sobre los minerales con carácter 
de derecho real. 


Es esta una de las diferencias esenciales entre la industria petrolera 
venezolana y la industria petrolera norteamericana. 


El Estado venezolano, como propietario de los hidrocarburos que 
existen en el subsuelo, cuando otorga concesiones, por conducto del 
Poder Nacional, sólo confiere, por tiempo limitado, el derecho ex- 
clusivo de explotar y producir el petróleo y el gas que se encuentran 
en la concesión, sin que por ello deje el Ejecutivo Nacional de ser 
el responsable, en ningún momento, de la administración tanto eco- 
nómica como técnica de los yacimientos petrolíferos y gasíferos. 
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'on esto queda perfectamente delineado para el Gobierno su doble 
función de fiscal y socio de la industria petrolera. La responsabili 
dad del Ejecutivo Nacional es, pues, doble. En primer lugar, como 
administrador del patrimonio de la Nación, debe velar por la utili- 
zación más eficiente de los recursos naturales que, como el petróleo 
y el gas, son agotables. Esto sirve para justificar la observancia 
estricta de los principios de conservación del petróleo y del gas. 


En segundo término, como productora de petróleo que es, la nación 
venezolana debe tratar de que se produzca la mayor cantidad de 
etróleo y gas compatible a la vez con el aprovisionamiento racional - 
de la demanda interna y externa y con los factores económicos del 


país. s 
Ú 
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-/ EVOLUCION DE LOS PRINCIPIOS DE CONSERVACION 


O 


Los primeros principios de conservación de nuestras leyes mineras 
“aparecen, en forma rudimentaria, en el “Decreto Reglamentario del 
Carbón, Petróleo y Subtancias Similares”, de 1918, cuando estipula 
en el artículo 45 que: “El Gobierno nacional tomará las medidas pa- 
ra evitar que una explotación inadecuada cause la extinción de las 
fuentes por inundaciones subterráneas”; y en el artículo 46 que: 
“deben reducirse al mínimum las pérdidas de fluidos por escape, 
“evaporación o filtraciones”. 


Es importante hacer notar aquí, que un año después de haberse 
comenzado la explotación comercial del petróleo en Venezuela, ya 
habían hecho su aparición en la ley los principios de conservación. 
Después de haberse perforado en los Estados Unidos de Norteamé- 
“Tica el primer pozo de petróleo en 1859, en 1915 la Legislatura del 
Estado de Oklahoma promulga la primera Ley de Conservación de 
ese país, conocida por “Estatuto para la Conservación del Petróleo 
y del Gas”. 


Después del decreto venezolano de 1918, siguen encontrándose los 
principios de conservación mencionados en las leyes subsiguientes : 
el decreto del 17 de marzo de 1920 y las leyes de hidrocarburos y 
demás minerales combustibles de los años 1920 y 1921. 


En el artículo 51 de la ley de hidrocarburos del 9 de junio de 1922 


hallamos el siguiente texto: “Los concesionarios están obligados en 
SUS Casos: 


1+ A ejecutar todas las operaciones de exploración, explotación, ma- 
—nufactura o transporte ciñéndose a los principios científicos o prác- 
ticas particulares aplicados en la región. 


42 A tomar todas las medidas necesarias para evitar cualesquiera 
Otros daños que puedan resultar a los yacimientos, en perjuicio de 
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la nación o de terceros, con motivo de la perforación de pozos o de . 
su abandono, participando al Ministerio de Fomento todo lo que al 
respecto ocurriere. 


5 A ejecutar las operaciones de explotación evitando el desperdi- 
cio de los minerales explotados”. 


Estas estipulaciones, ya mejoradas, están repetidas en las leyes 
del 18 de julio de 1928, del 17 de junio de 1935; 5 de agosto de 1936, 
y del 13 de julio de 1938. Por último, en la Ley de Hidrocarburos 
y su reglamento del 13 de marzo de 1943, quedan definitivamente 
integrados de una manera general que conviene a todas las épocas, 
los principios de conservación que rigen las operaciones de la in- 
dustria petrolera al presente en los artículos 59, 68, 97, 105, 106, 
109, 116, 117, 118, -119, 121, 122, 123 y 124. 
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UI / FUNDAMENTO DE LA POLITICA DE EXPLOTACION 
UNIFICADA DE LOS YACIMIENTOS PETROLIFEROS 


Los artículos 3 y 26 de la presente Ley de Hidrocarburos dan al 
concesionario el derecho real inmueble de explorar y explotar los 
yacimientos que se encuentran en las concesiones y de extraer, den- 
tro de los límites de las correspondientes parcelas de explotación, 
las substancias concedidas y su aprovechamiento una vez extraídas. 
El espíritu de estos artículos de la ley se interpreta en el sentido de 
que sólo se concede título sobre el petróleo y el gas que existe dentro 
de la concesión, es decir, que se confiere el derecho de explotar y 
producir el petróleo y el gas que se encuentran contenidos entre los 
planos verticales hipotéticos que pasan por los límites de la conce- 
sión. Con lo cual, queda inoperante lo que se reconoce en los Esta- 
dos Unidos como “Ley de Captura”. 


Es este otro elemento del concepto de la propiedad de los hidrocar- 
buros lo que hace a la industria petrolera venezolana tan distinta de 
su congénere norteamericana, habiendo contribuido en gran parte 
a una evolución diferente de la conservación del petróleo y del gas. 


En los Estados Unidos, desde el año de 1889, la Corte Suprema del 
Estado de Pennsylvania había expresado la opinión de que: “El agua, 
el petróleo y el gas a semejanza de los animales salvajes y a diferen- 
cia de otros minerales, tienen el poder y la tendencia de escapar, 
contra la voluntad del dueño, de la concesión o parcela y siguen siendo 
de la pertenencia de éste hasta tanto se encuentren en el área sujeta 
a su control; pero cuando escapan y emigran hacia otros terrenos, 
o caen bajo el control de otra persona, el título del dueño anterior 
desaparece. Por consiguiente, la posesión de la tierra no indica 
necesariamente posesión del petróleo y del gas. Si un propietario 
perfora sus tierras y con ello llega al yacimiento común a varias 
posesiones de modo que el petróleo y el gas de la posesión vecina 
son producidos por sus pozos, el petróleo y el gas entonces pasan 
a ser propiedad del que los produjo”. Esta fue la primera declara- 
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toria del concepto legal de la Ley de Captura. Concisamente esta 
Ley puede ser definida así: “El dueño de una posesión adquiere 
título sobre el petróleo y el gas que proviene de los pozos perforados 
en ella, aun cuando pueda ser probado que parte del petróleo y del 
gas producidos provienen de posesiones vecinas”. De esa época hasta 
el presente, los Tribunales Norteamericanos no han modificado este 
concepto; esta es una de las razones por las cuales ha sido necesario, 
en dicho país, promulgar Leyes de Conservación específicas basadas 
en principios técnicos por medio de las cuales sólo se les reconoce 
a los Concesionarios coexplotadores de un mismo yacimiento, el 
volumen de petróleo que les corresponde de las reservas reales de 
sus respectivas propiedades. 


En Venezuela, teóricamente, como ya se dijo, los hidrocarburos 
contenidos originalmente dentro de los límites de una concesión 
constituyen la materia sobre la cual puede ejercer el concesionario 
su derecho de explotación y, en consecuencia, él podría impedir, 
por los medios legales, la emigración de dichos hidrocarburos hacia 
concesiones vecinas. 


Por estas razones y por su función administrativa superior el 
Estado interviene en situaciones de esta especie, tomando las pro- 
videncias que garantizan una explotación justa y racional. 


La práctica usual de cada concesionario de perforar pozos fronteros 
para proteger sus respectivos derechos, taladrados, como la técnica 
lo indica, a ambos lados de la línea limítrofe de propiedades petro- 
leras vecinas, ha tenido en los Estados Unidos la “Ley de Captura” 
como fundamento natural y, por medio de ello, se ha tratado de 
evitar el escape del petróleo de una propiedad a otra; sin embargo, 
la aplicación de este procedimiento ha resultado, no solamente en 
desperdicio considerable del petróleo y del gas por explotación des- 
ordenada de los yacimientos, sino que también ha motivado pérdidas 
económicas en razón de la perforación de pozos que, de haberse 
explotado el yacimiento en forma unificada, no hubiesen sido nece- 
sarios. Este procedimiento era, hasta cierto punto, correcto en un 
país en donde es válida la “Ley de Captura”. 


De este modo, ha habido menos desperdicio de hidrocarburos en 
Venezuela que en los Estados Unidos de Norte América, en razón 
del concepto sustentado respecto a la propiedad de los hidrocar- 
buros contenidos en el subsuelo. La tesis venezolana conduce más 
rápidamente al corolario de que la única forma de operar racional- 
mente un yacimiento petrolífero, sobre el cual tienen derecho de 
explotación varios concesionarios, está en la explotación unificada 
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a 


del mismo. Este principio se hace aplicar en todos los casos que al 
respecto se presentan en el seno de la industria petrolera venezolana. 


En estos mismos principios está la base de las normas respecto a la 


perforación en concesiones vecinas a reservas nacionales. Estas nor-- 


mas tienen por objeto, al presente, tratar de reducir al mínimum 
el posible drenaje de los hidrocarburos existentes en dichas reservas, 
provocado por la perforación de pozos en concesiones vecinas a ellas. 
Con este fin, se ha establecido la regla de que únicamente se puede 
autorizar la perforación de pozos cuando la distancia de ellos al 
límite de la reserva nacional no sea menor de dos veces el espaciado 
básico del yacimiento de que se trata o de yacimientos similares. 
Sin embargo, como en algunos casos esto no se ha considerado 
suficiente, se ha llegado hasta el expediente de prohibir totalmente 
la perforación del pozo. 


Como quiera que las soluciones mencionadas en párrafos anteriores 
no constituyen la respuesta definitiva al problema, por cuanto ellas 
no hacen compulsoria la adopción de la explotación unificada y por 
cuanto parecen cercenar en parte el derecho de perforar que tienen 
los concesionarios, necesario es adoptar una solución que armonice 
estos puntos con la facultad que la Nación tiene de impedir la 
explotación de yacimientos no cubiertos por las concesiones otor- 
gadas. Dos caminos quedan: o el Gobierno, tanto por su función 


administrativa como por ser dueño de las reservas nacionales so- * 


brantes y zonas libres, propugna un plan de explotación unificada 
entre él y los varios concesionarios limítrofes, o se decide a permitir 
la operación de terceros en las áreas afectadas e impone un plan 
de explotación unificada entre los concesionarios. 


23 


IV / UTILIZACION DEL GAS EN LA PRODUCCION DEL 
PETROLEO 


En los primeros años de la explotación de los campos petroleros 
venezolanos hubo desperdicio considerable del petróleo y del gas, 
como sucedió también en el resto de los países productores de pe- 
tróleo del mundo. Sin embargo, este período de explotación irracio- 
nal fue relativamente corto y no puede ser comparado con lo sucedi- 
do en otros países grandes productores, donde las pérdidas físicas 
de petróleo, así como también las económicas, alcanzaron niveles 
muy altos. Cabe observar aquí que en un informe rendido por el 
señor H. J. Struth, del cual se hace mención en el libro del Profesor 
L. Ch. Uren intitulado “Petroleum Production Engineering Econo- 
mics”, se estimó que hasta 1936 la industria petrolera norteameri- 
cana había experimentado una pérdida de veintiún centavos de dólar 
($ 0,21) por cada barril de petróleo producido. 


Desde 1917 hasta 1936 ó 1938, los yacimientos venezolanos fueron 
explotados con muy poca sujeción a métodos racionales de produc- 
ción. En aquella época de técnica incipiente muchos de los pozos 
produjeron sin reductor y los métodos de completamiento emplea- 
dos eran deficientes. 


Del año 1938 en adelante, empiezan a reconocerse en Venezuela las 
nuevas teorías del mecanismo de los yacimientos y de su comporta- 
miento bajo condiciones racionales de explotación. Desde esa época, 
comienza a vigilarse la presión de los yacimientos y a ejercerse el 
control de la relación gas a petróleo y agua a petróleo en la pro- 
ducción de los pozos, a fin de dar utilización más eficiente a las 
fuerzas naturales que concurren en el levantamiento del petróleo 
de los yacimientos a la superficie. Bajo el amparo de estos nuevos 
puntos de vista, comienzan a instalarse plantas para el tratamiento 
del gas producido y la obtención de los hidrocarburos contenidos 
en él, y lo que es más importante, para la reinyección a los yaci- 
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mientos a objeto de mantener la presión y de aumentar la recupe- 
ración final. Las plantas para reinyección o reciclamiento existentes 
en Venezuela son de fecha reciente, a excepción de las de Mene 
Grande, Quiriquire y Cumarebo que ya estaban en operación para 
el año de 1933. 


Por medio de estas plantas, la cantidad de gas utilizado para 1 
recuperación por medio de inyección ha llegado a ser el 7,4 por 
ciento del total del gas producido y se espera que, para fines de 
1957, por medio de las nuevas instalaciones proyectadas y aproba- 
das por el Despacho el porcentaje de utilización en este renglón 
sobrepase del 30 por ciento, es decir, alrededor de 600 millones de 
pies cúbicos por día (220.000.000.000 pies cúbicos al año). Cabe 
hacer notar aquí que el porcentaje de utilización del gas en los 
Estados Unidos, en este mismo renglón, es del 16,5 por ciento, es 
decir, unos 3.830 millones de pies cúbicos por día (1.397.000.000.000 
pies cúbicos por año). En otras palabras, la cantidad de gas que 
se estará inyectando a los yacimientos en Venezuela, dentro de los 
próximos tres años, será de casi 400 pies cúbicos por barril de 
petróleo producido para recuperar unos 500 millones de barriles 
adicionales de crudo, con lo que las reservas probadas del país 
aumentarían en un 6 por ciento aproximadamente, por este solo 
concepto. 


Indudablemente que esto representará un importante adelanto en 
la conservación del petróleo y del gas, tanto más notable por cuanto 
la utilización del gas, como agente activador de los yacimientos, 
es el empleo más racional que se le puede dar puesto que no sola- 
mente con ello se aumenta la recuperación final del petróleo, sino 
que, además, el gas queda almacenado a suficiente presión para su 
utilización futura en otras industrias; obteniéndose con ello bene- 
ficios económicos más amplios. Esto queda comprobado del examen ' 
de los datos existentes en relación a los proyectos de inyección de 
gas a los yacimientos que han sido estudiados por el Despacho. 
En un caso, por ejemplo, se observa que para una rata de inyección 
de gas de más de 100 millones de pies cúbicos por día durante 30 
años, se obtendría una recuperación adicional de petróleo de apro- 
ximadamente 230 millones de barriles, lo cual, habida consideración 
de las inversiones y de los costos de operación respectivos, daría 
una ganancia neta para los socios de la industria (Gobierno y Com- 
pañía), en este caso particular, de más de 1.400 millones de bo- 
lívares, es decir, alrededor de Bs. 1,50 de beneficio neto por cada 
1.000 pies cúbicos de gas inyectado. En otro caso, en donde la rata 
de inyección es alrededor de 32 millones de pies cúbicos por día, la 
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recuperación adicional se estima en un poco más de 30 millones 
de barriles, lo que, bajo las mismas bases de análisis establecidas 
en el primer caso, produciría una ganancia neta de 274 millones 
de bolívares o alrededor de Bs. 1,10 por cada 1.000 pies cúbicos de 
gas inyectado. 


En ambos casos, no se ha tenido en cuenta el valor del gas que 
quedará almacenado en los respectivos yacimientos. Gas que es fac- 
tible de utilización y, por tanto, poseedor de un valor real que, aún 
bajo un criterio muy conservador, podría traducirse en el futuro 
en un precio no menor de 20 céntimos de bolívar por cada 1.000 
pies cúbicos. 


Si se compara el beneficio neto obtenido a través de la reinyección 
con el que se deriva de otras industrias, tendríamos, como sucede 
con el negro humo, que el beneficio neto de esta industria en los 
Estados Unidos de Norte America es 3 ó 4 veces menor que el de 
la reinyección de gas en Venezuela. Trasladando los costos de la 
industria del negro humo de los Estados Unidos a Venezuela se 
obtendría un contraste aún mucho mayor. 


Esto no quiere decir que la utilización del gas fuera de la industria 
petrolera no sea aconsejable, sino que su empleo en los proyectos 
de reinyección a los yacimientos para aumentar la recuperación del 
petróleo es de primera consideración por cuanto con ello se reconoce 
el derecho de la industria del petróleo de utilizar primordialmente 
el gas para sus propios fines. Las industrias que utilizan gas para 
su funcionamiento deben desarrollarse en armonía con la industria 
petrolera y no en competencia con ella. Por otra parte, es muy 
conveniente procurar por todos los medios posibles que el exceso 
de gas no utilizable en la industria petrolera sea destinado y efec- 
tivamente empleado en industrias que requieran de él como materia 
prima. 
Una de las circunstancias que más debe tenerse en cuenta para la 
conservación del gas es el hecho de que, aun cuando al presente se 
utiliza este hidrocarburo únicamente en la recuperación artificial 
del petróleo o como combustible, debe observarse que los proyectos 
de inyección a los yacimientos existentes son tan extensos que por 
sí solos, harán que en algunas regiones se presente escasez de gas. 


Las reservas de gas son un renglón extremadamente importante 
para la Nación Venezolana y deben ser consideradas desde dos 
puntos de vista: uno, el del gas asociado con el petróleo, y otro, 
el del gas libre existente en yacimientos de gas propiamente dicho. 
El primero desempeña dos funciones muy importantes, o sea, la 
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“recuperación de la mayor cantidad posible del petróleo con el cua 
está asociado y, una vez llenado este fin, su empleo en el desarrollo 
industrial de las áreas circunvecinas que lo requieran. El gas libre 
es, quizás, más apropiado para llenar la segunda función, aun 
cuando en este renglón sea menos efectivo que el gas húmedo. 
Hasta el presente, alrededor del 95 por ciento de las reservas de E 
gas de Venezuela son del tipo de gas asociado con petróleo, y esta. 
situación se ha presentado por la circunstancia de que el gas ha 
venido siendo un subproducto de la producción del petróleo. Sin 
embargo, con vista de las futuras necesidades, tanto de la industria 
petrolera en los renglones de recuperación secundaria incluyendo 
reinyección y combustión, como de las industrias petroquímicas, 
debe pensarse en la búsqueda de yacimientos gasíferos. 


El corolario obligado de todas estas consideraciones, es el de que 
no puede contarse con el gas asociado con el petróleo sino hasta 
donde lo permita la explotación técnica de los yacimientos petrolí- 
feros de donde proviene; por lo cual, tanto la industria petrolera 
como las industrias que utilizan el gas como materia prima deben 
abocarse a la tarea de programar sus necesidades futuras de gas 
y de planificar, con la debida antelación, la obtención de las reser- 
vas de gas asociado y gas libre necesarias para satisfacer sus 
necesidades. 
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V / PROGRAMA DE CONSERVACION 


En párrafos anteriores, se ha delineado, en términos generales, la 
forma como debe realizarse la conservación del petróleo y del gas. 


En primer lugar, se ha mencionado el control de la presión y de la 
relación gas a petróleo y agua a petróleo las cuales, mientras más 
ajustadas a las características mecánicas de los yacimientos mayor 
recuperación primaria de petróleo ocasionarán. 


Luego, se ha indicado que la utilización del gas para la inyección a los 
yacimientos y la recuperación adicional de petróleo es el uso más 
racional que puede dársele después que el gas de petróleo ha llegado 
a la superficie. 


En tercer lugar, su empleo como combustible está íntimamente aso- 
ciado al desarrollo de la industria, que requiere de este hidrocarbu- 
ro para satisfacer sus necesidades en renglones tales como perfora- 
ción, consumo industrial y doméstico en las instalaciones y cam- 
pamentos. 


También se ha considerado hasta el presente como una utilización 
racional del gas, su tratamiento en plantas para la obtención de 
gasolina natural. Sin embargo, si estas plantas no son al mismo 
tiempo para el mantenimiento de la presión o el recielamiento de 
este hidrocarburo, sino que arrojan a la atmósfera el gas residual, 
entonces, no se le ha dado un verdadero destino útil al gas pro- 
ducido, especialmente si éste proviene de yacimientos petroleros 
irracionalmente explotados o de yacimientos de condensado. 


Respecto a los yacimientos de condensado, debe indicarse aquí que 
no se considera justificado el desperdicio de grandes volúmenes de 
gas para recuperar unos pocos barriles de líquido. La explotación 
de esta clase de yacimientos está encadenada, irremisiblemente, a la 
utilización del gas producido con el condensado, utilización que se 
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efectúa bien sea mediante el reciclamiento a los yacimientos de don- 
de proviene, bien sea para el mantenimiento de la presión en yaci- 
mientos petroleros vecinos o bien sea para su empleo en otras in- 
dustrias. 


La utilización en industrias químicas constituye, también, un uso 
válido del gas producido y debe tender la industria petrolera a fa- 
vorecer y satisfacer las necesidades de esta clase de proyectos. 


Podría llegarse más rápidamente a la conservación si, al mismo tiem- 
po, la industria petrolera venezolana llegara a desarrollar un cojín 
de producción, suficientemente amplio, que diese la necesaria flexi- 
bilidad para ajustar la producción de ciertas zonas o regiones con 
la de otras, cuando ello esté indicado por el comportamiento de los 
yacimientos que allí se exploten. Además, el exceso de producción 
potencial que pueda existir por encima de la demanda normal, per- 
mitiría también satisfacer la demanda de mercados que no caen re- 
gularmente bajo el radio de acción de la industria venezolana, pero 
que en un momento dado pueden requerir de ella petróleo para llenar 
sus necesidades. 
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VI / PLAN DE CONSERVACION DE VENEZUELA 


La mayoría de las compañías petroleras que operan en el mundo, 
consideran la conservación del petróleo y del gas como un problema 
económico únicamente. 


Sin embargo, los operadores de los yacimientos petroleros del país 
deben hacer los mayores esfuerzos por compenetrarse con los prin- 
cipios y programas de conservación que propugna la nación vene- 
zolana. La nación, por su parte, reconoce la legítima aspiración de 
las empresas de obtener ganancias que sean cónsonas con el interés 
público. 

En los Estados Unidos de Norteamérica, la Corte de Apelaciones 
Civiles del Estado de Texas dio el fallo, cuyo texto se incluye a 
continuación, en donde están plasmados los conceptos básicos de la 
conservación del petróleo y del gas en aquel país: 


“Si para prevenir el desperdicio de las fuentes de recursos naturales 
tales como el gas, fuere menester esperar hasta obtener beneficios 
indirectos e inmediatos en su explotación, no se habría modificado 
la Constitución del Estado para consagrar el principio según el cual 
la preservación y conservación de los recursos naturales son de ca- 
rácter público; ni se habrían promulgado las leyes pertinentes, ya 
que no se necesitaría aplicar ninguna acción legal a las empresas 
privadas, si la conservación fuese siempre económicamente benefi- 
ciosa. 

Muchas de nuestras leyes —salubridad, seguridad— aunque impli- 
quen pérdidas financieras, se mantienen en vigor. Las leyes de con- 
servación son similares y su jneumplimiento no puede justificarse 
con pretextos económicos”. A 
En Venezuela, por razón de que la demanda doméstica ha sido y es 
mucho menor que la disponibilidad —relación de 1 a 27 aproxima- 
damente— la conservación no ha tenido que invocar los principios 
a que alude la Corte de Apelaciones Civiles del Estado de Texas. 
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El factor económico influyente en la producción de petróleo y gas 
ha tenido que ser considerado. 


En nuestro país, la política de conservación está contenida en la si- 
guiente declaración, aparecida en la Memoria presentada por el Mi- 
nistro de Minas e Hidrocarburos al Congreso Nacional en sus se- 
siones de 1952: 


“La importancia básica de los hidrocarburos en la sociedad moderna 
presupone que la recuperación máxima y la prevención del desper- 
dicio físico del petróleo y del gas, son fines primordiales y esenciales 
en la explotación de los yacimientos. La obligación de aplicar a los 
yacimientos métodos y prácticas de explotación que sirvan para ob- 
tener la mayor recuperación posible y evitar el desperdicio físico de 
esas substancias es de interés público, debiéndose considerar dicha 
Obligación como fundamental en la industria petrolera por quienes 
laboran en ella bajo la vigilancia nacional. Dentro del actual sistema 
de comercio libre, en que toda empresa tiene el derecho de aspirar a 
ganancias legítimas, la necesidad de la obtención de la recuperación 
máxima y de la prevención del desperdicio en la explotación de los 
recursos naturales irreemplazables, requiere y hace perentoria la 
utilización de cualquier método o proceso auxiliar que aumente tal 
recuperación o prevenga dicho desperdicio físico, inclusive cuando 
estos métodos no produzcan beneficios monetarios; es decir, que en q 
la explotación actual de los yacimientos petrolíferos y gasíferos, la 4 
aplicación de métodos auxiliares tales como el mantenimiento o res- 
tauración de la presión por medio de la inyección de fluidos, el al- 
macenamiento del gas en los yacimientos para su futura utilización 
y la extracción en plantas de componentes del gas natural, aunque 
en muchos casos sólo tenga por resultado un pequeño aumento de 
la recuperación final o sirva solamente para prevenir el desperdicio 
físico de los hidrocarburos, obteniéndose apenas el reembolso del 
capital invertido y de los costos de operación, está plenamente justi- 
ficada y es obligatoria por razones de utilidad pública y de interés 
nacional. Por tanto, se considera la aplicación de tales métodos co- 
mo parte de la política de conservación del petróleo y del gas que 
auspicia la nación venezolana”. 


Con la ayuda de los principios de conservación hechos parte integral 

de la Ley de Hidrocarburos y su reglamento, de la política de con- 

servación expresada y de la aplicación de los conceptos sobre con- 

servación del petróleo y del gas que forman el presente trabajo, la 

nación venezolana ha podido ejercer el necesario control técnico-eco- 

nómico de sus yacimientos y aspira a que, en un futuro cercano, esta 
materia haya alcanzado pleno desarrello. 
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VII / CONCLUSIONES 


La conservación del petróleo y del gas está ampliamente justificada 
por razones de carácter técnico, económico y de interés nacional: 


De carácter técnico: 


El control de la relación gas a petróleo y agua a petróleo y de las 
ratas de producción, en general, tienden a producir en el yacimiento 
los siguientes efectos: 


1. Mantenimiento de la presión. 

2. Mantenimiento del gas en solución con el petróleo. 

3. Mantenimiento de la viscosidad del petróleo y de la tensión su- 
perficial en valores adecuados. 

4. Reducción de la fricción del petróleo en los poros de las forma- 
ciones que lo contienen. 

5. Valores mínimos para la saturación residual. 

6. Eliminación de las posibilidades de aislamiento de ciertas zonas 
de la formación productora por invasión de agua o canalización del 
gas. 

7. Aumento de la recuperación final de petróleo. 


De carácter económico: 


1. Aumento de las ganancias netas por aumento de la recupera- 
ción final. 

2. La explotación unificada permite fijar de antemano el espacia- 
do básico entre pozos y evita así la explotación competitiva en los 
linderos de las concesiones otorgadas a empresas diferentes, con la 
consiguiente economía en el renglón de perforación de pozos, por 
cuanto sólo se perforarían los que son esenciales para la explotación 
del yacimiento. 
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natural de los pozos y se evita, de este e el o prematu: 
de métodos de bombeo que aumentan apreciablemente los costos de 
Operación. 


De interés nacional : 


1. Por medio de estos métodos se tiende a la mejor utilización 
recursos naturales agotables que son vitales para el desarrollo téc- 
nico-económico de la Nación Venezolana. 


Por consiguiente, la Política de Conservación adoptada por el Des- 
pacho en los renglones de: 


1, Control de la relación gas a petróleo y agua a petróleo en los 
3 yacimientos. 


2. Mantenimiento de la presión. 


3. Reinyección del gas y del agua en los casos en ía ello sea acon- 
sejable. 4 


4. Unificación automática de los yacimientos explotados por más 
de un concesionario, 


se está complementando con los estudios de estos otros: 


1. Utilización del gas como combustible para fines domésticos e 
industriales. 


2. Utilización del gas como materia prima de industrias petro- 
químicas. 


3. Utilización del gas en plantas eléctricas. 


Ma Búsqueda y evaluación de reservas de gas no asociado con el 
- petróleo para complementar o suplir la demanda futura del mercad: 


5. Creación de un sistema de balance en la producción. 
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LA UNIFICACION COMO METODO DE EXPLOTACION DE 
LOS YACIMIENTOS DE HIDROCARBUROS 


Este trabajo corresponde a la época en que el autor actuó de 
Asesor Petrolero del Banco Central de Venezuela en el año de 1956. 
Fue publicado en el Boletín de esta entidad en los números 134 al 
136 del período abril-junio y, posteriormente, en forma de separata 
que el suscrito remitió a los Presidentes y Gerentes de las empresas 
petroleras que operaban entonces en el país. 


Más tarde fue presentado como ponencia al VI Congreso Venezo- 
lano de Ingeniería celebrado en la ciudad de Valencia entre el 16 
y el 23 de febrero de 1957, habiendo merecido la distinción de ser 
recomendado para su más amplia divulgación. 


Este informe estaba dirigido a conseguir, para la Unificación de 
Yacimientos, el reconocimiento que el procedimiento estaba reci- 
biendo en los Estados Unidos. La Unificación era, por aquellos días, 
aspecto muy importante de la Conservación, aunque de un carácter 
altamente controversial no fácilmente aceptada por los operadores 
en Venezuela. Para evitar la perforación de un excesivo número de 
pozos, especialmente en las líneas fronteras de áreas de explotación, 
práctica que fue característica de la industria por muchos años tanto 
en Venezuela como en otros países, por medio de la cual se buscaba 
protegerlas del drenaje provocado por la explotación en las áreas 
wecinas, la Oficina Técnica de Hidrocarburos seguía la regla de no 
permitir la perforación de pozos dentro de ciertos límites de dis- 
tancia a la línea fronteriza. Pero era evidente que esto no podía 
evitar en forma absoluta el drenaje que se provocaba entre áreas 
adyacentes, especialmente si se quería proteger las áreas de Reserva 
Nacional, Zonas Libres y Sobrantes. Por ello, se buscaba una solución 
más lógica y más definitiva como lo era la Unificación de los ya- 
cimientos, procedimiento mediante el cual se organiza la explotación 
del yacimiento bajo un solo plan que determina la participación de 
cada operador en las reservas contenidas en sus respectivas úreas. 
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El objetivo que planteaba el trabajo, en apoyo de la acción que 
venía desarrollando la Oficina Técnica de Hidrocarburos y que ya 
se había extendido a los propios Inspectores de Hidrocarburos en 
el campo, ya ha sido plenamente conseguido hoy en día cuando la 
Unificación se considera la manera normal de proceder a la explo- 
tación de yacimientos comunes de hidrocarburos. Sin embargo, queda 
todavía por afirmar el paso hacia un ángulo específico del problema, 
para que se llegue a su resolución final, como sería el de ordenar 
la Unificación de cualquier yacimiento desde el propio comienzo de 
su explotación y el de mo permitir su explotación hasta tamto se 
haya procedido en este sentido, extendiendo su aplicación a las 
instalaciones que se deban utilizar en común, para alcanzar así los 
Deneficios económicos máximos. Con todo, puede decirse que, con 
la Unificación, se cerró el ciclo que marcó a la Batalla por la Con- 
servación que comenzara a mediados de la decena del 40 al 50. Hay 
muchos nombres de ingenieros y geólogos de la Oficina Técnica de 
Hidrocarburos que han de figurar en la lista de honor de los que 
dieron esta exitosa batalla, pero de mencionarlos se correría el pe- 
ligro de dejar tamtos afuera que sería injusto hacerlo siquiera por 
omisión u olvido. Por lo demás, los Inspectores de Hidrocarburos 
dentro de la Oficina Técnica de Hidrocarburos han formado siem- 
pre un todo armónico en la vigilancia del patrimonio nacional y en 
la aplicación de métodos idóneos de explotación en los campos pe- 
troleros, y a todos debe agradecérseles, por igual, su gestión nacio- 
nalista e intachable. 
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La Unificación se podría definir como el método 
o procedimiento por medio del cual se explotaría 
un yacimiento común a varios concesionarios tra- 
tándolo como una unidad natural, haciendo ab, 
tracción de los límites de concesiones en'la super-. 
ficie y teniendo en cuenta, en los planes de desarro- 
llo y producción del yacimiento, las circunstancias 
técnico-económicas que procuren la mayor suma de 
beneficios para la colectividad. > 
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- 1 / INTRODUCCION 


El tema de la Conservación del Petróleo y del Gas ha sido uno de 
los más estudiados y debatidos en el seno de la industria petrolera 
del mundo, especialmente en los Estados Unidos de Norteamérica, 
en donde vieron la luz los primeros conceptos sobre la materia. La 
bibliografía sobre Conservación es variada y se remonta a épocas 
que comienzan a parecer remotas a la presente generación de téc- 
nicos que laboran en la industria. 


Entre los nombres más famosos que recuerda la historia del petróleo 


está el del legendario Henry L. Doherty, uno de los Directores en 


1924 del American Petroleum Institute, quien, en carta de fecha 
11 de agosto del mismo año, hizo al presidente Coolidge una bri- 
llante exposición sobre el tópico de la Conservación del Petróleo y 
del Gas. Este hombre, a pesar de ser un autodidacta en la materia, 
fue sin duda de un genio sorprendente y de una perspicacia y 
visión que superó a la de todos los técnicos de su tiempo, no sola- 
mente de geólogos e ingenieros sino también de abogados de nota, 
cuando al decir de Robert E. Harwicke, demostró mayor percepción 
en ciertos aspectos legales que el Juez Charles Evans Hughes, auto- 
rizado ponente de la opinión del API durante la histórica audiencia 
sobre Conservación sostenida en Washington el 27 de marzo de 
1926. 


Las ideas de Doherty, a quien casi se le podría llamar el padre de 
la Conservación en los Estados Unidos, rechazadas casi unánime- 
mente en 1924 durante las reuniones en Forth Worth del American 
Petroleum Institute y más tarde igualmente combatidas en Wash- 
ington en 1926, por cuanto a pesar de su innegable valor eran de- 
masiado avanzadas para la época, fueron sin embargo reconocidas 
y respaldadas públicamente por nombres importantes de la industria 
como el de James O. Lewis, del Bureau of Mines, Lester C. Uren, 
profesor de la Universidad de California, E. De Golyer y otros. 
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Doherty no sólo fue un versado teorizante sobre Conservación sino 
que, además, inició investigaciones científicas encaminadas a res- 
- paldar con hechos sús opiniones, recordándose entre otras la labor 
realizada bajo su experta dirección por Beecher y Parkhurst, que 
culminó en un importante trabajo relativo al efecto del gas disuelto 
en la viscosidad y tensión superficial del petróleo, presentado ante 
el American Petroleum Institute en 1926. 


Doherty fue un gran partidario de la explotación “Unificada” de 
los yacimientos. “La explotación unificada de un yacimiento es ne- 
cesaria para utilizar propiamente las presiones y obtener la máxima 
recuperación económica de petróleo y gas”, expresó Doherty en 1924, 
Esta idea no era completamente nueva, puesto que ya en 1916 
McMurray y Lewis habían propuesto el método y en 1918 Chester 
E. Gilbert y Joseph E. Pogue, teniendo en cuenta principios téeni- 
cos y económicos habían recomendado: “que cada unidad geológica 
quedase bajo una misma actividad de explotación para evitar la 
superproducción y el desperdicio”. Con todo, Doherty es considerado 
como el más formidable y efectivo defensor de la Explotación Uni- 
ficada y su nombre ha quedado ciertamente escrito para siempre 
en los anales de la industria petrolera norteamericana y también 
del mundo. 


La explotación Unificada es un método que fue ideado no solamente 
para contribuir a la máxima recuperación del petróleo y del gas 
contenidos en un yacimiento (o del condensado en sus casos), razón 
ya de por sí suficiente para establecer su valor desde el punto de 
vista técnico, sino que, además, procura otras ventajas que son de 
índole puramente económica como se expondrá más adelante en este 
trabajo. No cabe duda, como aquí se deja sentado, que el aspecto 
económico tiene que ser debidamente considerado en lo que respecta 
a Venezuela, debido a su condición de país netamente exportador 
de petróleo y habida cuenta de que el consumo es de unos 30 millones 
de barriles, o sea, alrededor del 4 por ciento del total de crudo 
producido anualmente (1955). Los Estados Unidos, por el contrario, 
es un país netamente importador, produciendo alrededor de 7,5 mi- 
llones de barriles diarios para un consumo de 8,7 millones de barri- 
les por día, siendo suplida la diferencia a través de importaciones. 
De aquí que en los Estados Unidos la Conservación no esté riguro- 
samente supeditada a la necesidad de demostrar que los métodos 
que se intentan aplicar para conservar el petróleo y el gas son en 
esencia económicamente beneficiosos. Esta observación viene apo- 
yada por la opinión adelantada por la Corte de Apelaciones Civiles 
del Estado de Texas, en la oportunidad de ratificar la autoridad de 
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la Comisión de Ferrocarriles (Texas Railroad Commission, organis- 

mo bajo cuya jurisdicción está la industria petrolera de Texas) 
para cerrar la producción del campo de Sour Bluff, cuando dice: 
“Si para prevenir el desperdicio de las fuentes de recursos naturales 
tales como el gas, fuere menester esperar hasta la obtención de 
beneficios directos e inmediatos en su explotación, no se habría 
modificado la Constitución del Estado para consagrar el principio 
según el cual la preservación y conservación de los recursos natu- 
rales son de carácter público; ni se habrían promulgado las. leyes 
pertinentes, ya que no se necesitaría aplicar ninguna acción legal 
a las empresas privadas, si la conservación fuese siempre econó- 
micamente beneficiosa. Muchas de nuestras leyes —Salubridad, 
Policía — aunque impliquen pérdidas financieras, se mantienen en 
vigor. Las Leyes de Conservación son similares y su incumplimien- 
to no puede justificarse bajo pretexto económico”. 


Los métodos para la Conservación del petróleo y del gas tuvieron 
origen en los Estados Unidos, donde la industria se desarrolló bajo 
condiciones muy especiales. Uno de los factores más influyentes en 
este desarrollo lo constituyó el principio reconocido por la Corte 
Suprema del Estado de Pennsylvania en 1889 de que los hidro- 
carburos “a semejanza de los animales salvajes y a diferencia de 
otros minerales, tienen la tendencia y el poder de escapar, contra 
la voluntad del dueño, de su propiedad y continúan siendo de su 
pertenencia mientras se hallen en el área sometida a su control, 
pero cuando emigran a otros terrenos, o caen bajo el control de 
otra persona, el título del dueño anterior desaparece. Por tanto, la 
posesión de la tierra no involucra necesariamente la posesión de los 
hidrocarburos. Si un propietario taladra sus tierras y llega al yaci- 
miento común a varias propiedades de modo que los hidrocarburos 
de la parcela vecina son producidos por estos pOzos, el petróleo y 
el gas pasan a ser propiedad del que los produjo”. Famoso concepto 
legal este de la Ley de Captura. 


Bajo esta premisa no podía existir la conservación del petróleo y 
del gas. Como consecuencia de la tesis de la Corte Suprema de 
Pennsylvania y aún antes, en 1859, después de descubierto el Pozo 
Drake, aunque entonces por razones de competencia, se caracteriza 
la industria petrolera norteamericana durante el período 1889 hasta 
1933, por una carrera desenfrenada hacia la producción de la ma- 
yor cantidad posible de petróleo sin dar debida consideración a la 
demanda del mercado ni tener en cuenta el formidable desperdicio 
de petróleo y gas que ocurría tanto en el subsuelo. como en la, 
superficie. Los programas de desarrollo de los nuevos campos con- 
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sistían en perforar pozos con'la mayor rapidez posible, a fin de 
disponer de salidas para el petróleo encerrado en los yacimientos, 
perforación que se hacía sin orden ni concierto, sin seguir un espa- 
ciado básico entre los pozos. Muchos de éstos eran taladrados a lo 
largo de las líneas limítrofes entre concesiones con el objeto de 
impedir el drenaje de los hidrocarburos hacia las propiedades ve- 
cinas (consecuencia de la Ley de Captura), de suerte que la densidad 
de pozos en estas áreas era considerablemente mayor. Hoy en día 
quedan estupendos ejemplos de esta orgía de perforación en campos 
como el de Kilgore, en el Estado de Texas, en donde casi se puede 
pasar caminando de la plataforma de un pozo al vecino. Las con- 
secuencias de esta situación fueron altamente perjudiciales para 
la Industria, por cuanto causaron enormes pérdidas económicas. 
Como ejemplo clásico de estos resultados se puede citar el campo de 
Shuler, en el Estado de Arkansas, en donde con una caída de 
presión de 1.923 libras sólo se habían producido alrededor de 16,5 
millones de barriles en el corto período de cuatro años de produc- 
ción, es decir, que se había disipado el 55 por ciento de la presión 
del yacimiento (3.548 libras de presión original) para producir 
solamente el 11 por ciento del petróleo in situ, cuando más tarde 
se comprobó que mediante la utilización de métodos de explotación 
apropiados, la recuperación final de petróleo podría haber sido 
mayor del 65 por ciento del volumen original estimado. 


Otro factor de gran resonancia en la industria norteamericana fue 
el del concepto de la propiedad del subsuelo y de los minerales que 
se encuentran en él. En los Estados Unidos existen tierras de pro- 
piedad privada sobre las cuales el dueño ejerce derecho de posesión 
absoluta, tanto sobre la superficie como sobre el subsuelo, de acuer- 
do con la tesis del Derecho Romano que daba la posesión desde el 
cielo hasta el infierno. Al lado de estas tierras de propiedad privada 
están también las estadales y las federales, de cuyos subsuelos son 
propietarios los Estados de la Unión y la nación separadamente. 
Esta situación reconocía la existencia independiente del derecho de 
propiedad individual y estadal sobre los hidrocarburos, derechos 
que en muchos casos eran y todavía siguen siendo, considerados 
como privativos sobre el interés federal. Esta fue una de las mayo- 
res dificultades confrontadas por las ideas de Doherty sobre Con- 
servación del petróleo y del gas, por cuanto el Estado Norteameri- 
cano todavía en 1926 no se consideraba competente para regular 
la producción del petróleo en tierras privadas con base a la Cons- 
titución, ni tampoco para imponer la Unificación, porque ésta podría 
ser combatida con el argumento de constituir una violación de las 
leyes anti-monopolio. 


a situación caótica de la industria norteamericana se prolongó 
por largos años, cubriendo desde el descubrimiento del petróleo en 

1859 en el famoso pozo Drake hasta varios años después de la 
carta de Doherty a Coolidge en 1924, es decir, 65 o más años del 
mayor de los desperdicios que recuerda la historia del petróleo. 
- Más tarde se le dio público reconocimiento a las teorías de Doherty, 
las cuales comenzaron a ser aplicadas con resultados que son con- 
siderados hoy en día como realmente sorprendentes, especialmente 
en lo referente a la Explotación Unificada de los yacimientos. 


11 / LA EXPLOTACION UNIFICADA EN LOS 
ESTADOS UNIDOS 


1. Origen 


Antes de 1924 y a excepción de uno que otro trabajo técnico sobre 
la Unificación, poca atención le había prestado la industria petro- 
lera norteamericana a esta materia, especialmente los operadores 
de campos y tierras petrolíferas. Hasta entonces se había aceptado 
y puesto en práctica la tesis de la Ley de Captura, sin que se diese 
ninguna consideración al desperdicio de los hidrocarburos en la 
superficie y en el subsuelo, sin que se tomasen en cuenta los famo- 
sos “derechos correlativos” de los propietarios vecinos, ni se pres- 
tase atención al mantenimiento de la presión de los yacimientos 
para aumentar la recuperación final del petróleo, ni al desarrollo 
de los yacimientos bajo un plan racional que contemplase la perfo- 
ración del número de pozos justamente necesario para mantener los 
costos respectivos a un nivel adecuado. 


Esta seria situación condujo entonces a Henry E. Doherty a escribir 
y enviar la siguiente carta al presidente Coolidge: “... Desde hace 
mucho tiempo vengo observando, con gran alarma, la rapidez con 
que estamos agotando las reservas petroleras del pS. ll 
chocante agotamiento de nuestras reservas petroleras no se debe a 
la facilidad con que hallamos nuevos yacimientos, sino principal- 
mente al hecho de que, bajo el imperio de nuestras desafortunadas 
leyes, tan pronto se descubre un nuevo yacimiento debemos inme- 
diatamente devastarlo. Ningún otro tipo de propiedad, o producto 
de una propiedad, está sujeto a leyes similares, excepto los anima- 
les y aves silvestres, y lo que ha pasado a éstos le está aconteciendo 
ahora al petróleo...”. “El descubrimiento de un yacimiento petro- 
lífero implica que cada propietario de tierras o arrendatario de 
ellas se crea con derecho a extraer todo el petróleo que pueda del 
yacimiento común, y siempre existe una carrera desenfrenada para 
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traer el petróleo 'a la superficie antes de que otro se lo apropie, 
sin tener en cuenta para nada las necesidades del mercado”. “Nues- 
tros métodos actuales causan necesariamente desperdicio. En algu- 
nos casos no recuperamos más del 10 por ciento del petróleo con- 
tenido en la arena, y prácticamente se desperdicia todo el gas natu- 
ral que lo acompaña”. “Quisiera convencer a una Comisión Guber- 
namental inteligente e imparcial de lo siguiente: 


1. Que nuestros métodos actuales constituyen, desde todo punto 
de vista, un desperdicio salvaje. 


2. Que el primer paso hacia la Conservación debe ser la determi- 
nación del derecho de propiedad del petróleo con base en un prin- 
cipio distinto al de la Ley de Captura. 


3. Que si modificamos nuestras leyes sobre petróleo y gas para 
asemejarlas a las que rigen la propiedad general, estos hidrocar- 
buros podrán ser repartidos entre los propietarios con un grado 
mayor de equidad. 


4. Que si llegamos a desarrollar nuestros yacimientos sin prisas 
innecesarias, podremos recuperar por lo menos, un volumen doble 
de petróleo del que ahora se obtiene y llevarlo a la superficie sin 
costo de bombeo, simplemente impidiendo el desperdicio del gas”. 
“... Ningún plan de Conservación puede tener éxito si no aboli- 
mos el sistema actual, por medio del cual el petróleo pertenece a 
la persona que pueda capturarlo...” 


Esta admirable carta a Coolidge es en realidad el punto de partida 
de la Conservación en los Estados Unidos. Ante la fuerza de los 
razonamientos de Doherty, el Presidente creó la Federal Oil Con- 
servation Board diez días después de haber sido rechazadas las 
ideas de Doherty en la reunión del Directorio del API celebrada 
en Forth Worth el 10 de diciembre de 1924, Esta Comisión fue 
encargada de investigar los métodos de explotación utilizados por 
la nación para la conservación de su petróleo. 


Por dos años, a partir de 1924, la Comisión se abocó a la ejecución 
de la tarea que se le había asignado, hasta que sus actividades 
culminaron en la celebración de las famosas audiencias públicas 
sostenidas en Washington los días 10 y 11 de febrero de 1926. A 
estas memorables asambleas asistieron hombres importantes del 
tren de gobierno y de la industria, entre ellos los Ministros del 
Interior, de la Guerra y del Comercio, el Director de Levantamien- 
tos Geológicos, los presidentes de varios consorcios petroleros po- 
derosos y el propio Doherty, para discutir la situación de la indus- 
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tria petrolera en cuanto a potencialidad de reservas y a eficiencia 
de los métodos de explotación que estaban en uso. 


Alrededor de tres meses después, el Juez Charles Evan Hughes, a 
nombre del API, nuevamente hizo oposición a las teorías y reco- 
mendaciones de Doherty, mediante escrito presentado ante la 
FOCB. La contestación de Doherty, tardó otros meses más y Hard- 
wicke, en su obra “Antitrust Laws, et al. v. Unit Operation”, la 
califica de documento extraordinario por la fuerza de sus razona- 
mientos y de su lenguaje. A partir de este momento, la opinión 
gubernamental e inclusive la de algunos sectores técnicos, se inclinó 
abiertamente por Doherty, desembocándose finalmente en las si- 
guientes declaraciones extractadas del informe N* IV de la Federal 
Oil Conservation Board rendido en mayo de 1930: “De los varios 
métodos cooperativos que han sido discutidos y ensayados, el plan 
de explotación unificada, por consentimiento general, parece ser el 
que más se ha recomendado a sí mismo”. “La unidad natural de 
los depósitos petrolíferos es el yacimiento, grande o pequeño, y la 
operación unificada no es, en esencia, mi más ni menos que la 
aceptación de las leyes de la naturaleza para trabajar en armonía 
con ellas”. 


““... La idea de la Unificación en la explotación del petróleo habrá 
de triunfar, puesto que la unidad natural es el yacimiento petrolí- 
fero. El hombre podrá trazar líneas limítrofes de propiedades, for- 
mando un tablero de ajedrez para que jueguen los buscadores de 
títulos de tierras y los abogados, pero la naturaleza ya ha puesto 
un límite a los yacimientos del subsuelo que habrán de descubrir 
los geólogos y usar los ingenieros en el desarrollo de estos escondi- 
dos recursos. La Operación Unificada es un paso de regreso a la 
naturaleza...”. “Justicia para todos los propietarios y beneficios 
para el público resultarán de la observancia de las leyes económicas 
y de la naturaleza que reconocen como unidad natural al yacimien- 
to petrolífero...”. 


Estas declaraciones fueron en principio aceptadas por aquellos di- 
rigentes de la industria que más oposición habían hecho a Doherty, 
por cuanto comprendieron que era absolutamente necesario hacer 
un esfuerzo mancomunado para remediar e impedir la superproduc- 
ción del petróleo y el desperdicio consiguiente de esta substancia 
y del gas natural y sus perniciosos efectos sobre el precio del pe- 
tróleo. En 1920, el precio de este hidrocarburo había descendido 
de 3,06 dólares a 1,60' dólares por barril (promedio). 


Doherty alcanzó la mayor de sus victorias cuando, en 1929, la 
Mesa Directiva del American Petroleum Institute, el más formi- 
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dable de sus oponentes y también el menos imparcial, respaldó, 
"mediante resolución al efecto, el plan de Explotación Unificada y 
de Prevención del Desperdicio que Doherty había imaginado, 
creando, además, una Comisión permanente que cooperase con orga- 
nismos similares en la promoción de la Explotación Unificada. 


Con todo, a pesar de que los sectores técnicos dirigentes de la 
industria se habían convencido de la necesidad de aplicar prácticas 
de Conservación en la explotación del petróleo y del gas y de que 
los Estados productores habían comenzado a aplicar normas para 
el prorrateo de la producción de los pozos, el desperdicio continuó 
entuándose con el descubrimiento de la enorme producción del 
po de East Texas y de otros yacimientos que llevaron los niveles 
e producción a cifras extraordinariamente altas. Ya para esa época, 
titud de pequeños operadores habían entrado a formar parte 
e la industria, prestando poca o ninguna atención a las prácticas 
e explotación recomendadas por las oficinas federales y estadales 
a las recomendaciones de la misma industria ; como fue el caso 
e Oklahoma y Texas, donde a pesar de las actividades de control 
e la Oklahoma Corporation Commission y de la Texas Railroad 
mmission, muchos operadores producían clandestinamente a má- 
capacidad, en franca violación de las leyes estadales. Para 
ediar esta situación el Gobierno Federal creó en 1933 la Junta 
Administradora del Petróleo (Petroleum Administrative Board), 
cuya labor era la de asesorar al Administrador de la Industria 
tetrolera en la aplicación de la Sección 9 (c) de la NIRA (National 
ndustry Recovery Act) del mismo año, que autorizaba al Presi- 
e de los Estados Unidos para prohibir el transporte del petróleo 
F derivados de un Estado a otro cuando dichas substancias hubiesen 
ido producidas en violación de las disposiciones estadales sobre el 
ateo de la producción. Con todo, a pesar de la nueva ley, de 
poderes del Presidente de los Estados Unidos y de la Junta 
mistradora, muchos productores continuaron explotando sus 
acimientos tercamente en contraposición a las autoridades federa- 
y estadales y a las leyes respectivas, especialmente en el men- 
ado campo de East Texas, motivando en muchos casos la apli- 
tión de la ley marcial, hasta hacer que el precio del crudo pro- 

do allí llegase a ser de apenas 10 centavos de dólar por barril, 
precio más bajo de toda la historia del petróleo en los Estados 


situación se agravó más todavía cuando la Corte Suprema de 
Estados Unidos, en los casos de la Panama Ref. Co. y de la 
izon Pet. Co. opinó que la Sección 9 (c) de la NIRA era anti- 
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constitucional por delegar ilegalmente poderes legislativos al Presi- 
dente. Sin embargo, en 1935, el Congreso de los Estados Unidos 
aprobó la Ley Connally que hacía ilegal el transporte entre estados 
de petróleo producido contra las disposiciones estadales sobre el 
prorrateo de la producción. A partir de aquí, la perforación des- 
ordenada de los campos y el desperdicio cesaron casi por completo. 
Como corolario de esto, el interés que había despertado el plan de 
explotación unificada de los yacimiento propuesto por Doherty para 
detener el desperdicio, fue casi totalmente dejado de lado. 


2. Desarrollo 


La idea de la Explotación Unificada de los yacimientos propuesta 
por Doherty en varias oportunidades a partir de 1924, no era ab- 
solutamente nueva ni tampoco atentatoria para los operadores, 
puesto que aun desde el comienzo de la industria la ambición de 
todo operador había sido la de ser dueño único de un yacimiento 
entero para así poder perforarlo y explotarlo de acuerdo con sus 
propias ideas, sin tener que preocuparse por competidores que le 
obligasen a seguir un ritmo acelerado de perforación y producción 
para impedir el drenaje de sus reservas. Cabe mencionar, sin em- 
bargo, que para aquella época la idea de unificar no se apoyaba 
en la función ejercida por el gas y el agua en la producción del 
petróleo ni en sus efectos sobre la recuperación final, materias que 
eran entonces poco conocidas, sino más bien en los beneficios eco- 
nómicos resultantes de perforar un número menor de pozos para 
drenar el yacimiento y de evitar la desvalorización del petróleo 
causada por la superproducción, como sucediera en East Texas en 
1933. 


En 1916, William F. McMurray y James O. Lewis, del “US Bureau 
of Mines”, habían señalado el desperdicio resultante de la perfora- 
ción y producción desordenada de los yacimientos, recomendando 
la “explotación unificada obligatoria” como medio para detener 
estas prácticas desastrosas. 


En 1918, Chester E. Gilbert y Joseph E. Pogue, teniendo en cuenta 
principios técnicos y económicos, habían sugerido “la explotación 
unificada de las tierras petroleras, al menos para que cada unidad 
geológica quedase bajo idéntico plan de explotación, evitándose así 
la superproducción y el desperdicio”. 


La controversia entre Doherty y el American Petroleum Institute, 
que culminó en Washington en 1926 con la ponencia presentada por 
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Charles Evans Hughes a nombre del Instituto antes nombrado, puso 
de manifiesto dos corrientes: la defendida por Doherty, que pro- 
pugnaba la autoridad del Gobierno Federal para hacer compulsoria 
la Explotación Unificada, inclusive en tierras estadales o de pro- 
piedad privada; y la de Hughes y del API que impugnaba dicha 
autoridad. 


Los primeros abogados interesados en la unificación comprendieron 
las dificultades que opondrían las leyes antimonopolio federales y 
estadales a la celebración de acuerdos de explotación unificada, lo 
cual fue confirmado más tarde en un estudio realizado por el de- 
nominado “Comité de los Cinco” del API en 1927. Por su parte, la 
“Federal Oil Conservation Board”, a través de su “Comité de los 
Nueve”, contribuyó notablemente a la solución del problema en un 
informe publicado en 1928, en donde recomendaba, entre otras co- 
sas, las siguientes: 


1. Promulgación de legislación federal apropiada que estipulase 
claramente la validez de los convenios de explotación considerados 
a la luz de las leyes antimonopolio; legislación que permitiese, ade- 
más, en épocas de superproducción, la restricción de la producción. 


2. Legislación similar para los estados productores. 


3. Detenida investigación del desperdicio del gas natural y promul- 
gación de leyes que lo impidiesen. 


- El informe del Comité de los Nueve establecía muy claramente la 
diferencia entre los “Convenios Cooperativos del Desarrollo y Ope- 
ración” y los “Acuerdos para la Restricción de la Producción” en lo 
referente a su posible contradicción con las leyes antimonopolio, 
considerando que los primeros no constituían violación de dichas 
leyes, mientras que los segundos ameritaban legislación especial que 
aclarase la situación y eliminase el temor de violación que influía 
enormemente en el ánimo de los operadores. 


Para 1929 el Directorio del API, mediante resolución al respecto, 
ya había públicamente apoyado la idea de la explotación unificada 
y la prevención del desperdicio, creando al mismo tiempo un comité 
permanente que se abocó con sus similares a la promoción de la 
explotación unificada. En el mismo año, el “Comité para la Conser- 
vación de los Recursos Mineros” presentó un informe sobre las ac- 
tividades de los productores de petróleo y sobre las leyes que podían 
regirla. Este período de estudios se prolongó hasta 1931 con la pre- 
sentación de un trabajo elaborado por Earl Oliver, Director del 
Comité para la Explotación Unificada de Yacimientos Petrolíferos 
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del AIME (American Institute of Mining and Metallurgical Engi- 
neers), en donde se declaraba que la explotación unificada de los 
yacimientos era el remedio para la superproducción y el desperdi- 
cio, haciéndose necesaria la aprobación de leyes que permitiesen su 
aplicación como método de explotación. 


El AIME celebró también reuniones en 1930 y 1931, y durante las 
discusiones sostenidas, se notó el cambio de actitud respecto al con- 
trol de la explotación de los campos petroleros por parte de los es- 
tados, poniéndose de manifiesto, además, que las condiciones de la 
industria habían seguido empeorando desde la primera clarinada 
de peligro dada en 1924, en cuanto a prácticas desordenadas de ex- 
plotación se refiere, sin que se hubiese hecho mucho progreso hacia 
la solución del problema por medio de acuerdos voluntarios de uni- 
ficación entre los coexplotadores, recurso que había sido conside- 
rado como ideal y muy preferible a la unificación compulsoria. 


Durante estas reuniones, W. P. Z. German, consultor jurídico de la 
Skelly Oil Co., declaró enfáticamente, apoyándose en argumentos 
válidos y en abundantes precedentes judiciales, que los estados te- 
nían poder para exigir la explotación unificada de los yacimientos 
petroleros, punto en el cual difería de Doherty que colocaba dicha 
autoridad en el poder federal. Las ideas de German encontraron 
gran apoyo en los directivos de la industria que, confrontados con 
la necesidad de imponer restricciones que evitasen el desperdicio del 
petróleo y su desvalorización, preferían el control estadal al fede- 
ral, culminando esta etapa con la promulgación en 1930 de sendas 
disposiciones en Oklahoma y Texas, a través de la Oklahoma Cor- 
poration Commission y de la Texas Railroad Commission respecti- 
vamente, cuyo objeto era restringir substancialmente la produc- 
ción de los respectivos estados y proceder a la distribución de la 
producción permisible (allowable) entre los operadores existentes. 


De 1931 a 1943, la mayoría de los estados productores aprobaron 
estatutos de conservación e iniciaron programas de regulación y 
restricción similares a los de Oklahoma y Texas, siendo esta polí- 
tica ratificada más tarde por decisiones de las Cortes. Los estatu- 
tos, en general, permitían que la Oficina Reguladora del Estado 
fijase la producción permisible (allowable) de los campos sujetos 
a su jurisdicción, distribuyendo, además, la cuota de esta produc- 
ción que había de corresponder a los distintos productores y a los 
pozos. En algunos casos, el control del Estado se extendía hasta ma- 
terias tales como ubicación de los pozos que se intentaba perforar, 
a los métodos de perforación y completamiento de los mismos y a 
muchas otras actividades de los operadores. Como resultado de esta 
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situación disminuyó el interés en la explotación unificada, puesto 
que ya se disponía de un modo de combatir el desperdicio sin tener 
que recurrir a un expediente que parecía más peligroso. 


Con todo, el movimiento en soporte de la explotación unificada no 
murió completamente gracias al carácter de imposición que adqui- 
rieron las órdenes emanadas de las Oficinas Estadales de Control 
que se hicieron odiosas a los operadores, por lo que más tarde éstos 
se orientaron un poco más hacia la celebración de convenios volun- 
tarios de explotación unificada para escapar un poco al control es- 
tadal. 


Desde el punto de vista federal no había antes de 1930 en los Esta- 
dos Unidos ningún estatuto que autorizase o permitiese la explota- 
ción unificada de tierras baldías (nacionales o públicas). En dicho 
año, el Congreso norteamericano aprobó una ley de emergencia, que 
apenas duró seis meses, por medio de la cual se pudo realizar la 
explotación unificada del Domo Norte del campo de Kettleman Hills 
en California. Esta actitud del Congreso fue la reacción experimen- 
tada en el seno de este cuerpo a las investigaciones comenzadas por 
Henry L. Doherty en 1924, cuando en su exposición al presidente 
Coolidge expresó que “la explotación unificada de un yacimiento 
era necesaria para utilizar eficientemente las presiones del yaci- 
miento y obtener la máxima recuperación de petróleo y gas de él”. 
En 1931, el Congreso promulgó un estatuto permanente que permi- 
tía la unificación de las tierras federales, estatuto que fue una copia 
fiel de la ley de 1930. Esta nueva ley ha sido modificada dos veces 
y sirvió de base para la que está actualmente en vigencia en Esta- 
dos Unidos; sin embargo, después 'de su promulgación y debido al 
conflicto que se produjo entre el control federal y el control estadal, 
se celebraron pocos convenios de unificación a pesar de los esfuerzos 
hechos por las autoridades federales para apoyar a la ley del 31. 
La mayoría de los convenios que fueron propuestos bajo presión 
del Gobierno Federal, fracasaron porque no permitían un control 
efectivo de los yacimientos, puesto que los operadores de tierras 
privadas o estadales rehusaron participar en convenios sujetos al 
control federal. 


Aunque la ley de 1931 sólo permitía la autorización, por parte del 
Ministro del Interior de los Estados Unidos, de convenios de unifi- 
cación, dicho departamento halló la manera de convertir este per- 
miso en mandato por medio de contratos encaminados al efecto, ma- 
niobra que fue combatida por algunos integrantes de la industria. 
Con todo, la posición del ministro fue sostenida en la Corte en los 
casos de U.S. A. vs. Midwest Oil Co. y U.S. A. vs. Ohio Oil Co. 


$1 


Más tarde, como se dijo, el Congreso modificó la sección 14 de la 
Ley de Concesiones, incluyendo en ella estipulaciones que daban al 
Ministro del Interior el poder de requerir o exigir, en todas las con- 
cesiones otorgadas a partir de la promulgación de la nueva ley, la 
unificación, por convenios o acuerdos, según el plan recomendado 
por el ministro a tal efecto con miras a salvaguardar el interés 
público. La ley de 1935 permitía, por otra parte, “extender las con- 
cesiones por cierto número de años, siempre que el concesionario 
se obligase a explotarlas de acuerdo con los planes de unificación 
preparados por el ministro y autorizando a éste para fijar las ratas 
de producción del área sujeta a convenio”. Con este apoyo se lleva- 
ron a cabo muchos acuerdos de unificación que tuvieron el defecto 
de no cubrir completamente a los yacimientos, debido a la ausencia' 
en dichos convenios de los propietarios de tierras privadas y de los 
explotadores de tierras estadales. Esta situación se prolongó hasta 
1946, siendo el control federal el principal obstáculo a la celebra- 
ción de convenios de unificación que arroparan a yacimientos en- 
teros, ya que los estados productores principales, a excepción de 
California y Wyoming, ya habían adoptado leyes de conservación 
que permitían controlar las ratas de producción de los pozos y de los 
yacimientos. 


Con todo, en esa época la única dificultad que impedía la completa 
unificación de los yacimientos era la resistencia, por parte de los 
explotadores de tierras petrolíferas de propiedad privada o estatal, 
a dejarse controlar por el poder federal. 


En 1933, después de la elección de Franklin D. Roosevelt, la Federal 
Oil Conservation Board, fue sustituida por la Petroleum Adminis- 
tration Board quien continuó asistiendo al administrador general 
en la aplicación de la Sección 9 (c) de la NIRA hasta 1935, cuando 
la Corte Suprema de los Estados Unidos, en el caso de Scketcher, 
también conocido por el de “Sick-Chicken”, declaró inconstitucional 
a la Ley Nacional sobre Recuperación Industrial (NIRA). En el 
mismo año fue aprobado el “Código para la Justa Competencia den- 
tro de la Industria Petrolera (Code of Fair Competition for the 
Petroleum Industry), cuya importancia estriba en lo estipulado en 
la sección 7, de donde parece brotar la raíz del control federal sobre 
los programas de desarrollo de nuevos yacimientos considerados co- 
mo una unidad, que es una especie de explotación unificada compul- 
soria. De acuerdo con el Código FCIP, el Ministro del Interior era 
al mismo tiempo administrador general, de aquí que, bajo sus aus- 
picios se modificara en 1935 la “Ley sobre Concesiones Mineras” 
(Mineral Leasing Act) para que en ella se incluyere el derecho de 
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obligar al desarrollo de las tierras del dominio público concedidas 
después de 1925 según un plan de explotación cooperativa o unifi- 
cada aprobado o formulado por el Ministro. 


Las bases del control federal y del control estadal y la conveniencia 
del uno sobre el otro, fue materia de tres series de audiencias pú- 
blicas entre 1931 y 1943 en el seno de comisiones del Congreso 
estadounidense. Muchos de los peritos asistentes a estas audiencias 
discutieron la explotación unificada, pudiendo decirse que el con- 
senso general fue el siguiente: 


1. Que la explotación unificada es, comúnmente, el método ideal 
para desarrollar económica y eficientemente un yacimiento petrolí- 
fero. 


2. Que se debería estimular la celebración de acuerdos para esta 
clase de operación, promulgándose leyes que los autorizasen, elimi- 
nando el temor de violación de las leyes antimonopolio. (Ley Sherman, 
1890; Ley Clayton 1914 y Ley de la Comisión de Comercio Federal, 
1914). ; 


Desde 1930 hasta 1940, la tesis de la explotación unificada quedó 
un poco en olvido; sin embargo, durante la década es notable la 
declaración hecha por J. Edgar Pew, entonces Vicepresidente de la 
Sun Oil Company y uno de los más decididos opositores de Doherty, 
durante las sesiones de la División de Producción del API celebrada 
en noviembre de 1931. Esta declaración se podría concretar así: 


1. La explotación unificada debía ser practicada en todo nuevo 
desarrollo (campo o área) y aplicada en los campos viejos tan pronto 
como fuera posible, allanándose por medio de leyes estadales, las 
dificultades que pudiesen surgir. 


2. El dueño de la superficie sólo tiene derecho a la proporción 
que le corresponde del petróleo del yacimiento común y este prin- 
cipio debe ser reconocido por las leyes de los estados productores. 


A partir de estas declaraciones y de otras por W. P. Z. German, 
Oscar Sutro, etc., se llegó a una nueva tesis sobre la explotación 
de los yacimientos petrolíferos contrapuesta a la Ley de Captura, 
que se denominó “El Nuevo Concepto”, y el API creó entonces una 
Comisión para el estudio de un programa que utilizase los nuevos 
principios enunciados. El Comité rindió un informe sobre la materia 
en 1932, declarando en él que la “Explotación Unificada” “era la 
mejor manera de explotar un yacimiento, puesto que permitía a los 
operadores determinar las características físicas del yacimiento en 
forma ordenada y científica y la adopción de un programa de des- 
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arrollo y producción adaptado a las condiciones del yacimiento que 
ajustase, además, los derechos y participaciones de los copropieta- 
rios”. Con todo, hasta 1943 la industria, en su mayor parte, con- 
tinuó ocupándose de hallar la solución a través de restricciones en 
la producción que permitieran a cada quien recuperar los hidro- 
carburos contenidos en sus propiedades. 


Entre 1941 y 1943, “la Oficina de Coordinación de Petróleo para 
la Defensa Nacional”, creada en 1941 y más tarde (1942) denomi- 
nada “Administración del Petróleo para la Guerra”, recomendó con 
urgencia la adopción de la Explotación Unificada como método ideal 
para operar eficiente y económicamente con un empleo mínimo de 
materiales y al mismo tiempo utilizó métodos indirectos para inducir 
a los operadores a explotar sus yacimientos en forma unitaria, 
como sucedió especialmente en el caso de yacimientos de condensado. 
La autorización federal para usar ciertos materiales en Operaciones 
de perforación y producción, por ejemplo, fue utilizada con gran 
éxito como método indirecto para obligar a los operadores a la 
unificación de sus yacimientos, como ocurrió en el campo de Katy 
en el Municipio de Harris en Texas. 


En 1946 se aprobó la Ley de O'Mahoney-Hatch y Fernández que 
reemplazó a la de 1935, ley actualmente vigente. Esta nueva ley 
era ejecutoria en el sentido de que autorizaba al Ministro del Inte- 
rior a exigir a los concesionarios de tierras federales, la explotación 
de sus concesiones según el plan cooperativo o de unificación que el 
Ministro prescribía; además, autorizaba al Ministro para delegar 
en personas, comisiones o entidades estadales que juzgara conve- 
nientes, el poder de controlar las operaciones, exploración y des- 
arrollo y las ratas de producción de los yacimientos objeto del plan 
de unificación. Esta fue la avenida que permitió a las tierras 
privadas y estadales librarse del miedo al control federal. 


Desde la segunda guerra mundial comenzó a revivir el interés por 
la “unificación”, tanto entre los operadores como entre los abogados, 
pero no ya con la intención de restringir la producción sino de 
prever e impedir el desperdicio de los hidrocarburos, proteger y 
aumentar la recuperación final de petróleo y gas. La explotación 
unificada ha encontrado en los yacimientos de condensado su más 
común aplicación, por cuanto la recirculación en este tipo de ya- 
cimiento no puede ser lograda eficiente y económicamente a menos 
que se haga caso omiso de los linderos entre concesiones. Lo mismo 
se puede decir de los yacimientos de petróleo negro, en donde la 
recuperación secundaria requiere la inyección de flúidos como gas 
o agua. Los objetivos de la Unificación anotados por James D. 


SL 


Voorhees, en un artículo que publicó en 1951, pueden ser resumidos 
así: 

1. Reduce considerablemente los costos de desarrollo al disminuir 
el número de pozos que deben ser perforados para extraer el petró- 
leo de un yacimiento, eliminando la duplicación de servicios inci- 
dentales a la producción (estaciones de almacenaje y flujo; líneas 
de distribución; plantas para la manufactura de gasolina, propano 
y butano, y para la inyección de gas O agua, etc.). 


2. Aumenta apreciablemente la recuperación final al permitir el 
control de la producción que se obtiene por métodos primarios y 
secundarios, mediante la aplicación de prácticas eficientes de explo- 
tación (utilización correcta de la energía del yacimiento, manteni- 
miento de la presión, etc.). 


El resultado final de la lucha meritoriamente comenzada por Doher- 
ty en la aplicación de la Unificación a la explotación de los yaci- 
mientos es, en la actualidad, la adopción de dicho método por tres 
vías: 

1. Voluntariamente. 


2. Compulsoriamente, a través de los mandatos de los organismos 
autorizados por los estatutos respectivos para exigir la unificación 
a fin de evitar el desperdicio y proteger los derechos correlativos 


de los explotadores. 


3. Compulsoriamente, a través de organismos que tengan autori- 
dad para aprobar acuerdos voluntarios no requeridos por la ley. 


A] presente, algunos estados de la Unión Norteamericana tienen 
Unificación Compulsoria del tipo señalado en (2) aplicable a zonas 
de área limitada. Entre ellos se encuentran Louisiana, Missisippi, 
Oklahoma, New Mexico, Arkansas, Michigan, Florida, North Caro- 
lina, Indiana, Tennesee, Colorado, Washington y Wyoming. En los 
estados de Alabama, Arkansas, Florida, Georgia, Louisiana, Okla- 
homa y Washington existen también estatutos que estipulan la Uni- 
ficación Compulsoria en áreas de mayor extensión. 

Entre los poseedores de estatutos en donde la Unificación se efectúa 
por la vía (3) se hallan: California, Missisippi, New Mexico, Wyom- 
ing, Montana... z 

Hoy en día los estatutos estadales que autorizan la unificación, 


unidos a la Ley Federal de 1946, permiten la unificación de tierras 
federales y estadales, inclusive las de propiedad privada. 
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Definición y Características 


La Mid-Continent Oil and Gas Association define la Unificación 
—en su aspecto legal— así: “Es la práctica de consolidar los dere- 
chos individuales de propiedad y control existentes sobre un yaci- 
miento petrolífero o gasífero, repartiendo el área en unidades inse- 
parables del todo, cuyos propietarios se obliguen mediante las esti- 
pulaciones del caso a desarrollar y operar por medio de un agente, 
apoderado o comité que representa a todos los propietarios del inte- 
rés único e indivisible así creado. Esta definición es aceptada por 
Robert E. Hardwicke en su libro “Antitrust Laws”, et. al., V. Unit 
Operation of Oil or Gas Pools”, publicado por el AIME (American 
Institute of Mechanical Engineers) en 1948. 


M. Darwin Kirk, en su artículo “Content of Royalty Owners and 
Operators” Unitization Agreements”, opina que “los convenios de 
Unificación tienen por objeto llevar a cabo el desarrollo y operación 
de las numerosas propiedades o concesiones separadas que cubren 
a un mismo yacimiento como si éstas constituyeran una propiedad 
o concesión única que cubriese al yacimiento en cuestión”. 


David T. Searls, en un trabajo titulado “Antitrust and other statu- 
tory Restrictions of Unit Agreements”, expresa que la “Unificación 
consiste en el desarrollo mancomunado o cooperativo de un yaci- 
miento entero o de una gran parte de él tomado como una unidad, 
objetivo que se logra por medio de la asignación de unidades inse- 
parables del área que cubre al yacimiento, o bien, por la aceptación 
de un porcentaje dado de la producción total de éste”. 


De estas definiciones la más completa parece ser la de Mid-Continent 
Oil and Gas Association, aun cuando todas contienen un factor 
común como es el de reconocer la naturaleza indivisible del yaci- 
miento que, por reaccionar en todo momento como una unidad, 
tiene que ser explotado (perforado y operado) de acuerdo con la 
ley natural que lo ha formado así. “Desde el punto de vista téenico 
esto es lo absolutamente esencial”. Sin embargo, en los Estados - 
Unidos era casi axiomático reconocer que la Unificación de un ya- 
cimiento involucraba la transferencia de los derechos de propiedad 
o derechos de explotación de las tierras o concesiones que lo cubrían, 
y con esto se distinguía de los términos Desarrollo Unificado o 
Explotación Unificada que se aplicaba más a los métodos de des- 
arrollo y explotación del yacimiento que siguen a la transferencia 
de títulos o Unificación. De la definición de David T. Searls se 
obtiene, por otra parte, la impresión de que no siempre es necesario 
transferir estos derechos, por cuanto se habla en ella del “desarrollo 
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cooperativo del yacimiento”; esto hasta hace poco no era realmente 
considerado como Unificación, sino más bien, como un “Plan Coo- 
+perativo para el Desarrollo y Operación” del área. Se pensaba, por 
aquel entonces, que el Desarrollo Unificado y la Explotación Unifi- 
cada se diferenciaban del Plan Cooperativo de Desarrollo y Opera- 
ción en que este último no requería la transferencia de los derechos 
de propiedad o de explotación, sino que cada quien había de retener 
sus títulos, acordándose las partes en cuanto a un plan común de 
desarrollo y explotación del yacimiento. Los acuerdos más modernos 
de Unificación que se celebran ahora en los Estados Unidos evitan 
la transferencia de títulos o derechos para hacerlos más factibles. 


La necesidad de transferir los derechos de propiedad o de explota- 
ción o de condicionar estos últimos, generalmente obliga a las partes 
interesadas a celebrar contratos o convenios de unificación, en los 
cuales se hacen las estipulaciones características de este tipo de 
operación. . 


Al presente se conocen en Norteamérica los siguientes tipos de con- 
venios de unificación : 


1. Los que tienen por objeto operaciones de Recuperación Secun- 
daria que se aplican a campos o yacimientos marginales que han 
pasado de la etapa de recuperación primaria y están, por tanto, 
en vías de agotamiento. En estos casos, por lo regular, ya se han 
experimentado grandes pérdidas en el subsuelo y la unificación tiene 
apenas el carácter de una operación conjunta de recuperación resi- 
dual (salvage value). El método es aplicable debido a que la recu- 
peración del petróleo remanente debe hacerse a través de la inyec- 
ción de algún flúido apropiado, de suerte que la producción de los 
pozos ha de ser regulada para que la operación pueda tener éxito. 
De este modo, algunos pozos son cerrados y otros producidos, y la 
producción obtenida de estos últimos es luego repartida proporcio- 
nalmente entre los participantes del convenio de unificación. Estos 
convenios son de fácil ejecución entre los interesados ya que, gene- 
ralmente, se conocen bien las características físicas del yacimiento, 
tales como tamaño, situación de petróleo y gas, saturación, distri- 
bución de las reservas en el subsuelo, etc.; por consiguiente, es rela- 
tivamente fácil determinar las participaciones (equities) de los con- 
tratantes, que es una materia de las más espinosas en esta clase 
de negocios. 


O y IE 
2. Convenios que cubren yacimientos descubiertos en época relati- 
vamente reciente y que han sido completamente desarrollados me- 
diante la perforación de pozos de explotación sobre un espaciado 
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básico dado y perfectamente delineados mediante taladros efectua- 
dos a lo largo del perímetro del yacimiento. En estos casos, se ha 
probado que la recuperación final es función del mantenimiento de 
la presión, bien que se trate de un empuje de agua, de gas de 
cresta o de gas en solución o de una combinación de ellos. La 
segregación gravitacional pura y simple no quedaría incluida en 
este caso, porque la recuperación con o sin unificación sería prác- 
ticamente la misma. Sin embargo, este tipo de producción siempre 
se presenta combinado con otros empujes, por lo que también en 
esta parte queda sujeto al comportamiento de la presión del yaci- 
miento. Además, aun en el caso de segregación gravitacional pura, 
el mantenimiento de la presión sostendría las ratas de producción 
de los pozos de flujo natural por un período de tiempo mayor, con 
lo que se obtendría la ganancia económica de acelerar la recupera- 
ción, evitándose la deducción del interés sobre producción diferida, 
que en casos es muy sustancial, y el costo de bombeo de parte de la 
producción que se obtendría por flujo natural. 


En este tipo de unificación, el ingeniero busca el modo de detener 
la caída de la presión mediante la inyección de flúidos al yacimien- 
to, por lo que casi siempre las partes interesadas tienen prisa por 
llegar a un acuerdo que permita aplicar prontamente las medidas 
del caso. Estos convenios no presentan dificultades, ya que se cono- 
cen con exactitud las características del yacimiento relativas a ta- 
maño, etc., y con el tipo (1) de Unificación se llega rápidamente a 
la determinación de las participaciones. Por lo regular, no es nece- 
sario introducir en el contrato ninguna provisión que tome en cuenta 
cambios posteriores en la participación sobre las reservas, debidas 
a la posible utilización de datos más precisos sobre el yacimiento 
obtenidos después. 


3. Unificación de yacimientos parcialmente desarrollados y de des- 
cubrimiento reciente. Estos yacimientos no están completamente 
perforados, de suerte que sus límites no son bien conocidos, así como 
tampoco sus características mecánicas y físicas. En estos casos la 
explotación unificada produce mayores beneficios, por cuanto ha 
habido menos pérdidas de presión en el yacimiento para la época 
en que se intenta aplicar la unificación y porque éste no ha estado 
sometido a prácticas de explotación que, de haber existido, podrían 
producir un aumento de la saturación residual. En este caso los 
convenios de unificación estipulan la perforación de acuerdo con 
un espaciado básico para el yacimiento común y contienen cláusulas 
que permiten reajustar posteriormente las participaciones asignadas 
a las partes interesadas en el momento de la celebración del contrato 


58 


de unificación. El convenio también prevé el caso de parcelas o con- 
cesiones que deseen agregarse a la unificación en razón de hallarse 
posteriormente cubriendo al mismo yacimiento, en cuyo caso se mo- 
difican las participaciones, tanto en las reservas del yacimiento como 
en los costos de producción, etc. 


4. Unificación de yacimientos recién descubiertos, acordándose las 
partes interesadas sobre puntos tales como participación de reservas 
de petróleo y gas, programa de perforación, control de producción, 
instalación de plantas para el mantenimiento de la presión y la 
recirculación en los casos en que esto sea necesario, etc. Por lo 
general, se hace una primera evaluación de las reservas y de las 
participaciones con la condición expresa de revisarlas posterior- 
mente cuando el yacimiento esté mejor desarrollado y sea más 
conocido. Este tipo de convenio se conoce con el nombre de “Plan 
Benton”, por haber sido utilizado por primera vez en el Campo 
de Benton, en Bossier, Louisiana. 


En cuanto a los términos de los convenios de unificación en los 
Estados Unidos, pueden ser resumidos así: 


1. Propósitos generales. 
2. Artículos. 


2.1 Definición de los términos técnicos empleados, tales como: área 
unificada, yacimiento unificado, hidrocarburos unificados, gas, pe- 
tróleo, concesionarios, concesiones, operador, acre-pie, pozo produc- 
tor, mantenimiento de presión, recirculación, etc. 


2.2 Unificación y sus características. Método por medio del cual 
cada concesionario cede o no a los otros una participación indivisible 
en los hidrocarburos contenidos en su parcela en la proporción de- 
terminada para cada uno. En el caso de no hacerse cesión, cada 
concesionario conserva sus títulos de propiedad y derechos de ex- 
plotación, lo que parece ser una característica especial del plan 
Benton. 


2.3 Bases de la participación con indicación de la fórmula usada 
para determinarla. Algunas de estas fórmulas son: 


a) cien por ciento de los acres-pie de formación productora exis- 
tente encima del contacto agua-petróleo. 


b) valor de los hidrocarburos económicamente recuperables (Plan. 
Benton). 


e) cien por ciento de la superficie que cubre la parte productora 
del área unificada, etc. 3 


En los casos de unificación mencionados en (1) y (2) las participa- 
ciones, una vez determinadas y asignadas, no pueden ser cambiadas 
posteriormente. En el caso (3) de la Unificación en yacimientos 
parcialmente desarrollados, la participación puede ser alterada y 
modificada por un comité usualmente formado de expertos en la 
materia. En el Plan Benton (4), se hace una primera estimación 
de las participaciones la cual, después de cierto período de desarrollo 
y Operación, se ratifica o rectifica según el caso, para mantenerse así 
hasta el término del convenio, haciéndose retroactiva a la fecha de 
celebración de éste. 


2.4 Fechas de comienzo y terminación del convenio. 


2.5 Pozos y equipos, distribución de los ya existentes en lo referente 
a costos, etc. En casos, algunos concesionarios contribuyen más en 
pozos y equipo a la Unificación que la participación que les corres- 
ponde, desventaja que puede ser compensada en la fórmula de par- 
ticipación. 

No se admite, generalmente, como gastos del área Unificada las 
cantidades pagadas por concepto de adquisición de propiedades -o 
concesiones. Los costos intangibles de perforación pueden ser o no 
acreditables. La información técnica obtenida en exploraciones, la- 
boratorios, perforación, etc., pasa a ser propiedad de la Unidad sin 
compensación para los poseedores de ella. Equipo del tipo de tube- 
rías de producción, torres, tanques, separadores, unidades de bombeo, 
oleoductos y líneas de distribución, línea de agua y gas, máquinas, 
motores, etc., son reconocidos al costo original menos la depreciación 
del caso. Las estructuras metálicas, almacenes, casas, oficinas, se 
reciben al costo o a un porcentaje de él y son así acreditables. 


La cantidad total acreditable a cada concesionario es luego compu- 
tada, y si resulta menor que su participación ha de cubrirse la 
diferencia mediante el pago proporcional, y estas cantidades son 
distribuidas entre los que han contribuido en exceso de su partici- 
pación. 

2.6 Dirección. Delegación de poderes para actuar en una oficina 
central o Directorio. Cada concesionario nombra a su representante 
en el Directorio, el cual, a su vez, encarga de las operaciones de 
explotación técnica a un Comité Asesor que, de no estar de acuerdo 
en el modo de efectuar la explotación, debe referirse al Directorio 
para rectificación o ratificación. 


2.7 Distribución de los costos y gastos que se hacen en proporción 
a la participación de cada concesionario en los hidrocarburos del 
subsuelo. 


60. 


Propiedad de la Producción que es repartida en proporción a la 
articipación de los concesionarios. Puede ser recibida en especie 
negociada libremente por cada concesionario, a menos que el 
etróleo y el gas sean requeridos en ciertas fases de la explotación 
del área unificada, tales como plantas de gasolina o de inyección, etc. 


2.9 Varios. 

) Responsabilidad de los concesionarios respecto a los poseedores 
e regalías. 

b) Estipulación para permitir la explotación en el área unificada, 
e otros yacimientos no incluidos en el convenio. 


e) Cumplimiento de las normas establecidas por las oficinas de 
control sobre explotación de yacimientos, etc. 


d) Causas de fuerza mayor. 

2.10 Accesorios. 

Mapa del Area Unificada. 

Descripción del área unificada. 

Lista y descripción de las concesiones. 
Lista y participaciones de cada concesión. 


Lista de las concesiones otorgadas que forman el área unifica- 
da y de las que no están otorgadas, pero que cubren el mismo yaci- 
miento, con indicación del dueño, del concesionario y sus participa- 
ciones y de los dueños de regalías y sus participaciones. 


4. Resultados: 


Las ventajas que se atribuyen ahora a la Explotación Unificada 
en los Estados Unidos son más amplias que las que se apuntaban 
en tiempos de Doherty. Dichas ventajas, por ser básicas para la 
comprobación de la conveniencia de la Explotación Unificada, serán 
expuestas aquí en detalle. 


A) Recuperación final de petróleo y gas mayor a través de una 
explotación más eficiente del yacimiento, y mayor utilización del gas. 


En efecto, en un yacimiento virgen, el gas natural, el petróleo y 
el agua se encuentran encerrados a cierta presión original, ocupando 
cada uno de estos flúidos el lugar y volumen que les corresponde en 
el yacimiento, de acuerdo con sus características físicas propias y 
las correspondientes al yacimiento. En muchos casos, la presión del 
yacimiento, cuando es controlada y dirigida, puede expeler un por- 


61 


centaje apreciable del petróleo contenido en el yacimiento por vía 
de los pozos productores por flujo natural existentes, sin que sea 
necesario utilizar para ello equipo o unidades de bombeo. Es obvio 
que la recuperación más eficiente se obtiene a través de los pozos 
situados en la zona de petróleo del yacimiento, ya que por ellos 
no podrá salir el gas o el agua sin empujar al petróleo (ex- 
cepción hecha de los casos puros de gas en solución). Este método 
de extracción no es aplicable si no existe un plan unificado de 
explotación que arrope a todo el yacimiento. Esto en cuanto a la 
producción primaria se refiere. 


En lo relativo a la recuperación secundaria, la unificación es con- 
dición “sine qua non” para poderla aplicar con efectividad, por 
cuanto la inyección de los flúidos usados comúnmente en esta clase 
de operación, agua o gas, requiere que exista un balance determi- 
nado y fijo (calculado de acuerdo con las características físicas del 
yacimiento y de los hidrocarburos que contiene) entre los volúmenes 
de inyección y los de extracción, a fin de obtener la mayor eficien- 
cia posible en la operación. Además, en todos los casos se requiere 
el control de la producción de los flúidos de inyección y del petróleo 
producido por los pozos durante esta segunda fase de la explotación 
para que mediante la observación continua de la variación de los 
niveles agua-petróleo y gas-petróleo, se controle el avance de estos 
frentes en todo el yacimiento, haciéndolo uniforme a través del 
cierre de los pozos que puedan ocasionar desperdicio de los flúidos 
de inyección y fluctuación de los niveles de contacto que harían 
cambiar el valor de la saturación residual. 


En lo relativo a la utilización del gas se puede decir que: 


1. Todo el gas húmedo que existe podría ser tratado en plantas 
ad-hoc para la obtención de las fracciones más pesadas. 


2. El gas seco proveniente de tales plantas podría ser usado a un 
costo menor en las operaciones de perforación, de compresión, de 
bombeo, de generación de energía eléctrica, de inyección, etc. 


3. El gas remanente no utilizable en el sitio de las operaciones del 
área unificada, podría ser vendido a terceras personas. 


B) Ventajas económicas en las operaciones de desarrollo y produc- 
ción del yacimiento 


La adopción de un programa de perforación único que permita 
delinear la estructura y determinar la extensión del yacimiento con 
un mínimum de pozos resulta incuestionablemente más económico. 
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Los primeros pozos exploratorios podrían ser perforados en cuatro 
direcciones distintas tomando al pozo descubridor como punto de 
referencia. Por otra parte, el espaciado básico amplio apoyado en 
métodos apropiados de mantenimiento de presión, al reducir el nú- 
mero de pozos requeridos en el yacimiento, reduce también los 
costos de extracción del petróleo, ya que los pozos fluirán a ratas 
mayores con una declinación menor, con lo que la producción acu- 
mulada por flujo natural será mayor y a más bajo costo, y por ser 
más rápida, ahorra el interés que habría de cargarse a la producción 
diferida. El espaciado largo permitirá más tarde la perforación de 
pozos de explotación intermedios, cuando esto sea necesario; en cam- 
bio, el espaciado corto, característico de los yacimientos sometidos 
a explotación competitiva, de resultar anti-económico no puede ya 
ser modificado. 


A continuación se resumen algunas ventajas económicas resultantes 
de la Unificación en los renglones de desarrollo y producción: 


1. Se evita la duplicación innecesaria de información del tipo geo- 
lógico (algunas veces geofísico), legal, topográfico, etc., y con ello 
el costo correspondiente. 


2. Perforación del número de pozos exploratorios necesarios para 
delinear económicamente la estructura. 


3. Perforación del número de pozos de explotación requeridos para 
producir económicamente el petróleo. 


4. Contratación de la perforación a un costo menor. 


5. Financiación más económica, a un riesgo menor y un interés 
más adecuado. 


6. Homogeneización de equipos resultante en un mantenimiento 
menor. 


7. Compra de materiales a un precio más razonable y en cantida- 
des más ajustadas a las necesidades. 


8. Reducción del costo de instalación de tanques de almacena- 
miento y de operación de las estaciones de flujo y almacenamiento, 
etc. 


9. Se evita la duplicación de sistemas de tuberías de gas y petróleo 
y los costos respectivos. 


10. Reducción en los costos de instalación y operación de los ta- 
lleres y almacenes comunes. 
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11. Igual para las plantas de tratamiento del gas, de manteni- 
miento de presión, de recirculación, etc. 


12. Servicios comunes de carreteras, cloacas, acueductos, luz, telé- 
fono, con “disminución de los costos respectivos de construcción, 
mantenimiento y operación de los mismos. 


13. Instalación de campamentos a un costo menor de construcción 
y Operación, resultando también en mejores condiciones de vida para 
el personal. 


14. Facilita el empleo de buenos técnicos y en número suficiente 
para atender a las necesidades de la explotación. 


C) Beneficios para los pequeños operadores 


1. Les permite participar en justa proporción en el petróleo con- 
tenido en el yacimiento. 


2. Les evita gastos inútiles de perforación. Además, no les obliga 
a seguir un ritmo de perforación muchas veces fuera del alcance 
de sus recursos económicos. 


3. Les protege de las maniobras de los grandes operadores que 
podrían estar interesados en obligarles a vender. 


D) Historia de la explotación del campo de Cromwell en Oklahoma, 
Estados Unidos de América 


Este campo fue descubierto en noviembre de 1922 por medio de 
un pozo que produjo gas. El segundo pozo, perforado en octubre 
de 1923, produjo petróleo a la rata de 350 Bls. día en la parte 
baja de la arena, después de lo cual el campo fue rápidamente 
desarrollado hasta alcanzar una producción de 62.391 barriles dia- 
rios en agosto de 1924 de 75 pozos, con un promedio de 850 barriles 
por día por pozo. Para enero de 1930 se habían producido 39 mi- 
llones de barriles y se habían perforado 423 pozos productores y 
51 pozos secos. La recuperación por flujo natural remanente para 
esa época se estimó en 16 millones, para una recuperación natural 
de 55 millones de barriles, es decir, 92.500 barriles por pozo pro- 
ductor y 6.000 barriles por acre. La recuperación final, incluyendo 
la producción por bombeo y medios secundarios, se calculó en 130 
millones de barriles equivalentes a 9.800 barriles por acre. 


La zona productora era de arenas, calizas y lutitas de porosidad 
irregular con un promedio de 150 pies de espesor. La profundidad 
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promedio de los pozos fue de 3.500 pies. Se halló gas libre en la 
cresta indicando condición de saturación. 


La explotación competitiva del yacimiento causó los siguientes 
efectos inmediatos: 


1. Disipación de grandes volúmenes de gas. 


2. Disminución de la presión en la zona de gas con emigración 
del petróleo hacia ella y aumento proporcional de la saturación 
residual, estimándose que alrededor del 80 por ciento del petróleo 
emigrado hacia la zona de gas se hizo irrecuperable. De la escasa 
información recogida en Cromwell durante la explotación compe- 
titiva se calcula que el petróleo perdido es de alrededor del 33 por 
ciento del crudo recuperable calculado en 20 por ciento del petróleo 
“in situ”. La recuperación natural por mantenimiento de presión 
habría aumentado en 1/3, estimándose que la recuperación final 
podría haber sido doble de la obtenida, es decir, 18.000 barriles por 
acre en vez de 9.800. 


De haberse unificado el yacimiento se habrían obtenido los siguien- 
tes resultados : 


1. Programa de perforación exploratoria para delinear el yaci- 
miento constante de 30 pozos (11 de los cuales habrían sido secos). 
Este programa se habría terminado en un plazo de 18 meses, es 
decir, a mediados de 1924, 


2. Programa de perforación de pozos de explotación a un espaciado 
básico variable entre 40 y 20 acres para ciertas zonas del área de 
regalías en las partes bajas del yacimiento. En general, el espaciado 
habría sido de 10 acres saltándose pozos intermedios para llegar a 
20 acres en los casos de zonas del área de baja saturación. 


El resultado habría sido la perforación de 286 pozos, de los cuales 
11 habrían sido secos, contra 474 perforados mediante el programa 
de perforación competitiva, de los cuales 51 fueron inicialmente 
secos y 72 más abandonados al poco tiempo. 


3. La parte gasífera del yacimiento habría sido desarrollada len- 
tamente, cerrándose los pozos de alta relación gas-petróleo y pro- 
duciéndose los pozos bajos en la estructura. El conocimiento de las 
reservas de gas y de las necesidades del yacimiento habrían permi- 
tido estudiar la posibilidad de vender gas y de tender un gasducto, 
y también de instalar una planta para la inyección del yacimiento. 
Las reservas de gas originales de Cromwell se estimaron en 200 
mil millones de pies cúbicos, de los cuales 40 mil millones eran de 
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gas seco. El consumo del campo en sus operaciones más el desper- 
dicio inevitable en toda operación de explotación (gas de muy baja 
presión no utilizable económicamente) habría sido de unos 50 mil 
millones, quedando 150 mil millones para utilización. El valor de 
esta reserva, calculado con base a 8 centavos de dólar los 1.000 pies 
cúbicos, sería de $ 12 millones, lo que agregado a los 18 millones 
asignados como valor al contenido de gasolina del gas húmedo (1,5 
GPM a 6 centavos de dólar) daría un total de $30 millones. La 
explotación competitiva produjo alrededor de 5 a 10 millones menos 
en estos renglones. 


4. El costo de perforación de los pozos más el costo de equiparlos 
para producción, habría sido del 20 por ciento menos en el caso de 
la operación unificada, disminuyendo el costo por pozo de $52.500 
a $ 42.000, con una economía de 10.500 dólares por pozo. En térmi- 
nos de barril producido se habría economizado el 40 por ciento de 
los costos de producción, es decir, 18 centavos de dólar por barril 
en vez de 30 centavos. 


Los resultados económicos de la explotación competitiva vs. la po- 
sible explotación unificada, habrían sido así: 
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RESULTADOS COMPARATIVOS EN EL CAMPO DE CROMWELL 


EXPLOTACION 

Competitiva Unificada Diferencia 
OZ SECC  oe 51 11 = 40: 
Pozos productores e 423 191 — 232 
Total de pozos ..... E 474 202 — 212 
Cosho' POr POZO SECO cocmrscarccana o $35.000 $28.000 — 7.000 
Costo por pozo productor incluyendo 
todo el equipo necesario para producir 
E O ISO $52.500 $42.000 — 10.500 
Costo total de desarrollo ... $24.000.000 $8.500.000 —15.500.000 
Recuperación de crudo, bles. 48.000.000 80.000.000 -+-32.000.000 * 
Valor de la producción calculada a ra- 
AD RAS O IO $89.000.000 $148.000.000 $59.000.000 
Gas vendido (MPC) . No conocido 125.000.000 — 
Valor del gas vendido .. . No conocido  $10.000.000 = 
Gasolina obtenida (gal.) .. +. No conocido 350.000.000 = 
Valor bruto de la gasolina .......... No conocido  $21.000.000 — 
Costo unitario de producción del petróleo $0.30 $0.15 $0.15 
Costo total de producción ............ $14.400.000  $12.000.000  $2.400.000 
Costo de producción y venta del gas y 
dela gasolina oo. era para aras aa No conocido No conocido — 
Entradas por concepto del petróleo .. $89.000.000 $148.000.000 $59.000.000 
IDE CCIONEsS ura cae das se lala $38.400.000  $20.500.000 $17.900.000 
cidad netas ui tar ale Eo isa $50.600.000 $128.500.000 $76.900.000 
Entradas por concepto de gas y gasolina = $9.000.000  $9.000.000 - 
Ditiidadi total aaa sala el $50.600.000 $137.500.000 $85.900.000 


Aumento de la utilidad en la explotación unificada sobre la explota- 
ción competitiva de 171,7 por ciento. Es de observarse que el caso 
estudiado supuso unificación completa del área por medio de conso- 
lidación de los tenedores de títulos de concesiones y de derechos de 


regalías. 
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5. Resultados Generales en los Estados Unidos 


En el estudio realizado por W. L. Horner, del Core Laboratories 
Inc., se observa que para el 1% de enero de 1955 se habían celebrado 
convenios para la explotación unificada en dieciséis Estados de la 
Unión Norteamericana. Esta cifra de por sí no es realmente nota- 
ble, pero sí lo son los resultados expresados en el cuadro que se da 
a continuación: 


Reservas Orig. 


Producción 1954 In-Situ 
Estado Convenios (Bls.) (M. Bls.) 
Arkansas li 5.231.983 279.157 
California .. 12 40.228.000 4.213.700 
Tilinois .... 32 7.951.700 1.001.010 
Indiana 15 725.000 38.000 
Kansas 19 3.484.940 302,864 
Louisiana 83 28.260.667 1.448.132 
Oklahoma 38 20.064.079 2.441.449 
TEL vda 48 70.957.019 6.185.565 
NOM aaa 12 22.911.000 2.174.750 
A ooo IAEA 12 8.613.200 551.850 
Botas 278 208.427.588 18.636.477 
Pet. Recuperable sin % Pet. Recuperable con % 
unificación del petróleo unificación del petróleo 

Estado (1.000 bls.) In-Situ (1.000 bls.) In-Situ 
Arkansas . 98.092 35,1 162.777 58,3 
California 987.770 23,4 1.758.000 41,7 
Jllinois ..... 290.807 29,1 540.035 53,9 
Indiana ..... 6.200 16,3 15.200 40,0 
ERAMSaS aaa 66.436 21,9 123.001 40,6 
Louisiana 518.626 35,8 809.746 55,9 
Oklahoma 572.696 23,5 943.117 38,6 
eras 1.677.824 27,1 3.022.877 48,9 
Wyoming 770.400 35,4 1.040.300 47,8 
Otros noes 138.330 25,0 222.111 40,2 
Total 5.127.181 27,5 8.637.164 46,3 
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RESERVAS PARA 1-1-55 


Estado 


Arkansas e... .......s ENS 66.514 
California de 861.754 
Tilimois -...ore rro 255.125 
Indiana 8.400 
Kansas 40.301 
A 476.073 
Oklahoma .....oomorrrrrrrrrros 425.915 
Texas .....-- 2.487.322 
Wyoming --- 529.005 
OÉLOS cromo o.... HBO ADO HO UEO 121:485 

Otal alta 5.270.984 


Otros: Incluye a Colorado, Kentucky, Michigan, Mississippi, Montana, New 
Mexico y West Virginia. 


Se observa en el cuadro anterior que las reservas de petróleo recu- 
perables a través de la explotación unificada son mayores en 3.510 
millones de barriles que las obtenibles por medio de la explotación 
competitiva, es decir, un 70 por ciento más grandes. El valor bruto 
de dicha reserva adicional recuperable podría colocarse conservado- 
ramente en unos 7 mil millones de dólares. Es decir, que la unifica- 
ción de aproximadamente el 9 por ciento de la producción de los 
Estados Unidos ha incrementado las reservas recuperables en alre- 
dedor del 10 por ciento. Debe notarse en este punto que sólo se está 
haciendo énfasis en los resultados obtenidos en la recuperación de 
petróleo de los yacimientos unificados, sin hacer mención de las otras 
ventajas económicas enumeradas en secciones anteriores que tienen 
también gran importancia, como se mostró en el caso del campo de 
Cromwell. Ante estas convincentes cifras es difícil argumentar que 
la unificación no ha sido apropiada ni conveniente en la explota- 
ción de los yacimientos de petróleo y gas de los Estados Unidos de 
Norteamérica, desde un punto de vista técnico-económico. 


69 


A A o 


LA UNIFICACIÓN EN VENEZUELA 


Hasta el presente nada se había escrito ni publicado en los medios 
petroleros venezolanos relativo a la “Unificación”, aunque el proce- 
dimiento ha sido en cierta forma utilizado por la industria en las 
operaciones de perforación, desarrollo y subsecuente explotación de 
algunos yacimientos, si bien con las características que el medio 
nacional le ha comunicado. De aquí que, inclusive dentro de los sec- 
tores privados más preocupados de la industria, no exista una idea 
clara sobre la materia, interpretándose la unificación en la forma 
ortodoxa que ha tenido en los Estados Unidos de Norteamérica, y 
dando por” descontado que su aplicación en Venezuela tendría que 
encuadrarse dentro de las normas técnico-jurídicas que la caracteri- 
zam en aquel país. Este criterio ha sido lo suficientemente erróneo 
como para crear dentro de la industria un clima de temor y de opo- 
sición a la unificación, explicable hasta cierto punto en los Estados 
Unidos, en donde el concepto constitucional del derecho individual 
y de los derechos estadales hace que se tema el excesivo control fe- 
deral, por creerse que éste pueda llegar en algún momento a preva- 
lecer sobre los otros o a menoscabar su valor. 


En Venezuela, la unificación ha de tener matices y fundamentos 
diferentes, y características que la hagan aplicable y aun deseable 
desde un punto de vista nacional, especialmente si se recuerda que 
en este caso particular del petróleo venezolano, el interés público, 
por ser siempre la nación propietaria de la riqueza del subsuelo, 
debe ser satisfecho antes que el interés individual, aun en medio de 
los justos derechos que a este último se le hayan otorgado en cir- 
cunstancias especiales (Ley de Hidrocarburos). En el caso especí- 
fico de concesiones petroleras del tipo de las que contempla la Ley 
de Hidrocarburos, la persona o entidad que solicita y obtiene dichas 
concesiones, adquiere también la responsabilidad ineludible de ex- 
plotarlas con el máximum de eficiencia y el mínimum de daño para 
los yacimientos de petróleo y gas que en ellas existan, por cuanto 
dichos yacimientos son patrimonio de la nación sobre los cuales la 
Administración tiene el derecho de velar y conservar para la ob- 
tención de la mayor suma de beneficios posibles. La nación, al otor- 
gar sus yacimientos petrolíferos en concesiones no pierde la propie- 
dad de ellos, sino que sólo confiere el derecho temporal de explotar- 
los siempre que dicha explotación quede circunscrita dentro de las 
normas técnicas más aconsejables y convenientes utilizadas por la 
industria en el mundo y, naturalmente, siempre que resulte en be- 
neficio de la colectividad que es su fin último. Por tanto, en este 
caso el interés público priva sobre el interés individual. 
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Ni en la presente Ley de Hidrocarburos, ni en ninguna de las que 
la precedieron, se contempla específicamente el caso de la unifica- 
ción de los yacimientos. En el artículo 59, ordinal 1* de la ley vi- 
gente, se estipula, en forma general, que las operaciones de explo- 
ración, explotación, manufactura o refinación y transporte, deben 
efectuarse ciñéndose a los principios técnicos aplicables. Un poco 
más adelante, en el artículo 62, se encuentra que los titulares de 
concesiones de explotación deben notificar al despacho de Minas e 
Hidrocarburos los convenios o contratos que celebren entre sí para 
la explotación de sus concesiones. De suerte que parecería que, en 
principio, la celebración de convenios de unificación es discrecional, 
pero quedando a juicio de las oficinas competentes en la Administra- 
ción Pública, por disposición del artículo 59, ordinal N* 1, la conve- 

“niencia de su aplicabilidad en casos determinados. 


El origen de la unificación en Venezuela tiene que ubicarse necesa- 
riamente en los Estados Unidos en cuanto a la idea en sí, por cuanto 
fue allí donde nació como se explicara en capítulo anterior. Del mis- 
mo modo, los convenios o acuerdos celebrados hasta la fecha en el 
país, siguen las bases utilizadas en sus similares de Norteamérica, 
aunque la mayoría de ellos tienen la particularidad de hacer elección 
domiciliaria en ciudades de los Estados Unidos, sometiéndose las par- 
tes a la jurisdicción de los tribunales y cortes respectivas. 


Cabe mencionar en este punto que esta situación podría tener im- 
portancia relativa en los casos que hayan de ser resueltos judicial- 
mente, porque si bien es verdad que la adopción de un domicilio 
extranjero para resolver cuestiones contractuales puras no puede 
alterar en ninguna forma la soberanía venezolana ni modifica sus 
leyes, prácticamente las materias que se susciten por esta causa pue- 
den repercutir sobre conceptos relacionados íntimamente con la uni- 
ficación o explotación unitaria, en lo cual sí tendría el Estado ve- 
nezolano un interés directo. 


También podría darse el caso de que en los tribunales extranjeros 
se reviertan decisiones de los tribunales venezolanos con jurisdicción, 
y que las partes litigantes acepten estas nuevas decisiones por haber 
convenido en ello de antemano, como convienen en muchos o en la 
mayoría de los actuales acuerdos. Es elaro, sin embargo, que ningu- 
na sentencia extranjera podrá ejecutarse en Venezuela en contra de 
una decisión previa de un tribunal venezolano, pero sí se podría 
aceptar en principio la decisión del tribunal venezolano y ejecutar- 
la en el país, y después reajustar las diferencias de los litigantes 
en el exterior y ejecutar allí la sentencia del tribunal respectivo. 
Esto en el supuesto de que los tribunales venezolanos conociesen del 
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caso, lo que posiblemente no ocurriría, por cuanto las partes litigan- 
tes acudirán directamente a dirimir sus diferencias en los tribunales 
extranjeros que hubieren previamente acordado. 


Para obviar esta dificultad y para disipar cualquier duda que pueda 
quedar respecto a si se está menospreciando la soberanía de la na- 
ción venezolana o desdeñando la competencia de sus tribunales, se- 
ría conveniente que en los acuerdos o contratos que se celebren para 
la explotación de concesiones en el país, se escoja domicilio judicial 
dentro de los confines del territorio venezolano, cuando se afecten 
materias que atañen al interés nacional. 


El concepto de unificación en Venezuela se ha venido utilizando o 
empleando en su significado más amplio, denominándose con él al 
método de explotar un yacimiento unitariamente. Este es el punto 
de contacto efectivo que tiene con la unificación en los Estados Uni- 
dos, es decir, la consideración del yacimiento como una unidad na- 
tural. 


En Venezuela quizás convendría definir la unificación “como el mé- 
todo o procedimiento por medio del cual se explotaría un yacimiento 
común a varios concesionarios tratándolo como una unidad natural 
y haciendo abstracción de los límites de concesiones en la superficie 
y teniendo en cuenta en los planes de desarrollo y producción del 
yacimiento, las circunstancias técnico-económicas que procuren la 
mayor suma de beneficios para la colectividad”. Se observa que una 
unificación de este tipo no obligaría a la transferencia de los dere- 
chos de explotación otorgados por la ley, por cuanto su caracterís- 
tica esencial sería la aplicación de un plan único de explotación al 
yacimiento considerado como una unidad natural aunque sí impli- 
caría que los concesionarios habrían de condicionar estos derechos 
en beneficio del bien colectivo'y aun del propio. La unificación, 
concebida en esta forma, se parecería más al Plan de Desarrollo y 
Explotación norteamericano, aunque debe recordarse que las nuevas 
fórmulas de unificación que se están adoptando en los Estados Unidos 
evitan la transferencia de títulos o derechos, haciéndola más flexi- 
ble y deseable para las partes interesadas. 


La tesis venezolana sobre la unificación podría contener los siguien- 
tes requisitos esenciales : 


1. Tratamiento del yacimiento como unidad natural. 


2. Planificación del desarrollo y producción del yacimiento con 
base a las características geológicas y mecánicas de éste, es decir, 
aplicación de un plan único de explotación que redunde en la mayor 
suma de ventajas económicas y técnicas. 
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3. Determinación de la participación de cada concesionario en: las 
reservas de hidrocarburos contenidas en sus respectivas concesio- 
nes, así como también en los costos de desarrollo y subsiguiente ex- 
plotación de los yacimientos. 


Sería muy de desear que las partes interesadas en la unificación pu- 
diesen llegar a convenir en estos puntos primordiales sin necesidad 
de contratos o acuerdos escritos; sin embargo, en la práctica esto 
es materialmente imposible, por lo que es necesario recurrir a la 
celebración de tales convenios o acuerdos, respaldados por los re- 
presentantes de las partes interesadas y debidamente legalizados. 


De los requisitos anotados en líneas anteriores como indispensables 
en la Unificación, uno de los más difíciles de satisfacer es el rela- 
tivo a la determinación de las participaciones en las reservas de 
petróleo y gas contenidas en las concesiones. En todos los casos, 
tanto en los Estados Unidos como en Venezuela, es aquí donde 
más tropiezos se ha experimentado, llegándose inclusive al fra- 
caso total de las negociaciones entre concesionarios, como sucediera, 
por ejemplo, en el caso de algunos yacimientos en los campos de 
Guara y Guico, en el Estado Anzoátegui. Es claro que estas situa- 
ciones resultan en perjuicio tanto para la nación como para los mis- 
mos concesionarios, y no pueden ser permitidos so pena de incurrir 
en el desperdicio de los hidrocarburos, lo que es contrario al espí- 
ritu de ley y a la política de conservación del Estado venezolano. 
Una vez resuelto el problema de las participaciones, la Unificación 
es casi siempre deseable para las partes interesadas. En conse- 
cuencia, es aquí en donde más vigilancia se ha de tener con el fin 
de llevar las negociaciones a buen término. 


Los convenios de explotación que celebren los concesionarios entre 
sí, deben ser notificados por éstos al Despacho respectivo, por man- 
dato de lo estipulado en el artículo 62 de la ley. Con todo, los 
acuerdos de unificación serían discrecionales en cuanto a que su 
aprobación definitiva y aun el modo de efectuarse parecen ser de 
la competencia de la Administración Pública (Art. 59, ordinal 5* 
de la Ley), por ser ésta el verdadero propietario y por admitirse 
en el presente trabajo que, en lo relativo al petróleo y a ciertos 
minerales, el interés público es privativo sobre el interés particular, 
aun a pesar de los derechos que a este último le hayan reconocido 
ciertas leyes específicas. No se insinúa en este punto que la indus- 
tria privada no puede “motu proprio” celebrar convenios o acuer- 
dos de unificación, lo que es y continuará siendo altamente enco- 
miable y deseable, sino que tales convenios, inclusive los que se 
realicen por recomendación directa de la Administración Pública, 
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están sujetos a revisión y aprobación final por pe de las oficinas 
gubernamentales de control competentes. 


Del seno de la industria privada han nacido contratos de Unifi- 
cación de importancia, como son los celebrados entre algunas em- 
presas para la explotación de grandes extensiones de concesiones 
en el Estado Anzoátegui. Desde 1929 se vienen realizando entre 
los concesionarios diversos tipos de convenios, desde los denomi- 
nados de Mancomunidad, pasando por los de Operación y Desarro- 
llo, hasta llegar a los de Explotación Unificada. 


La industria venezolana se ha caracterizado por un factor muy 
peculiar en lo que a Unificación de Yacimientos se refiere, por 
cuanto el otorgamiento de grandes extensiones de concesiones a una 
misma empresa ha traído como consecuencia el descubrimiento de 
yacimientos enteros en estas tierras, quedando dichos yacimientos 
bajo el control único de una sola empresa. Esto se podría denomi- 
nar Unificación Natural de los yacimientos. Casos como éste se 
encuentran en yacimientos del Mioceno y del Eoceno del Distrito 
Bolívar del Estado Zulia. 


Los convenios de Unificación más modernos realizados en el país 
son los de Chimire y Oritupano ya mencionados. El de Chimire se 
efectuó en un yacimiento que ya había sido descubierto y cuya ex- 
plotación se encontraba algo adelantada, habiéndose producido las 
conversaciones preliminares entre las partes interesadas por inicia- 
tiva de la Administración Pública a través de las oficinas respec- 
tivas. El de Oritupano corresponde a concesiones no desarrolladas 
y es por esto más completo y fue debido a la iniciativa privada. 


La situación en Venezuela, en cuanto a la Unificación de los yaci- 
mientos, habida cuenta de la Unificación Natural existente y de los 
varios convenios celebrados entre los concesionarios, no tiene ca- 
rácter de urgente problema nacional; con todo, quedan todavía mu- 
chos yacimientos por unificar y es posible que en el futuro, a 
través de nuevas negociaciones, se produzca la entrada al país 
de nuevos operadores que, a través de sus actividades, llegarán al 
descubrimiento y explotación de muchos otros yacimientos, por 
lo que es conveniente aclarar el significado y las consecuencias 
de la Unificación, para que de su cabal interpretación nazca el 
deseo de su aplicación. Por otra parte, vale la pena explicar algunos 
conceptos que, aparentemente, están un tanto oscuros en el seno 
de la industria. 


Se ha afirmado, por ejemplo, en ocasiones, que la determinación 
de la participación de los concesionarios en los hidrocarburos del 
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yacimiento se efectúa en los Estados Unidos con base a la recu- 
peración que cada uno de ellos obtendría si no se unificase el 
yacimiento. Esto sería indudablemente reconocer la Ley de Captura, 
es decir, retroceder al punto en donde Doherty comenzó sus dis- 
cusiones sobre conservación en la histórica sesión del API en Forth 
Worth en 1924 y olvidar completamente todos los argumentos y las 
luchas de Doherty y de los que le apoyaron y que, finalmente, triun- 
faron decisivamente. La Ley de Captura no es ni siquiera recono- 
cida hoy en día en los Estados Unidos desde un punto de vista 
práctico y para combatirla, los Estados y la nación americana han 
adoptado estatutos y leyes especiales de conservación. Además, en 
Venezuela esta base de determinación de las participaciones es ab- 
solutamente inaceptable e inadmisible a la luz de las disposiciones 
de la Ley de Hidrocarburos, en donde la Ley de Captura no-en- 
cuentra el menor fundamento legal. La Ley de Hidrocarburos, en 
sus artículos 3 y 26, da al concesionario el derecho de explotar los 
yacimientos que se encuentren en las concesiones otorgadas, y de 
extraer, dentro de los límites de las correspondientes parcelas, los 
hidrocarburos concedidos. En consecuencia, únicamente se está con- 
cediendo el título sobre los hidrocarburos que estén contenidos en- 
tre los planos verticales hipotéticos que pasan por los límites de 
la concesión, según tesis sustentada por el Despacho de Minas e 
Hidrocarburos *. Es, por tanto, aparente que la determinación de 
las participaciones, que es el problema crucial de la Unificación, y 
por esto debe fundamentarse sobre una base muy equitativa, no 
puede apoyarse sobre el concepto de la Ley de Captura ni sobre 
el de la explotación competitiva, porque entonces no se estarían 
protegiendo los derechos correlativos de los concesionarios, ni si- 
guiendo los postulados de la Ley en los artículos 3 y 26. 


Se ha agregado al argumento anterior el razonamiento de que la 
Unificación, desde el punto de vista individual, envuelve ciertos 
riesgos para los concesionarios, porque es posible que alguno de 
ellos quede obligado por él convenio respectivo a aceptar una par- 
ticipación menor de la que realmente le correspondería. Razón tam- 
bién falaz, puesto que en el caso de la explotación competitiva, 
ningún concesionario, a menos que ocupe una posición favorable en 
la estructura del yacimiento en el subsuelo, puede garantizar que 
extraerá todo el petróleo y el gas contenidos en sus concesiones 
antes de que sea drenado por los pozos de los concesionarios veci- 
nos. El hecho de Unificar la explotación casi siempre significa, 
por el contrario, un aumento en la recuperación final del yaci- 
miento, con lo que cada concesionario obtendría un aumento pro-> 
porcional del petróleo que en derecho le correspondería. Esto sin 
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tomar para nada en cuenta todos aquellos otros factores económi- 
cos que tienen ingerencia y cuya influencia beneficiosa fuera dis- 
cutida en capítulo anterior. 


Se objeta también en la industria, que los concesionarios, al no te- 
ner una posición financiera similar, necesitan ajustar las operacio- 
nes a sus necesidades del momento, por lo que la Unificación coar- 
taría esta libertad e inclusive pondría algunos operadores en si- 
tuación difícil, haciéndoles quizá experimentar pérdidas financie- 
ras. De este argumento se podrían extraer dos raíces, una que se 
arraiga en las necesidades del mercado petrolero propio de cada 
concesionario, y la otra que llega al costo de operación. Es cierto 
que actuando independientemente cada concesionario regularía la 
producción de sus yacimientos, de acuerdo con los requerimientos 
de su mercado; por esto es también factible, dentro de la Unifi- 
cación, siempre que las partes convengan, en los casos que así lo 
requieran, modificar las ratas de extracción del yacimiento en con- 
cordancia con las tasas de producción eficiente. En los convenios 
de Unificación se puede, además, prever situaciones de este tipo 
que permitan el intercambio de hidrocarburos entre los participan- 
tes de la Unidad, incluyendo, si posible, otros yacimientos extra- 
ños a la Unidad, dándosele así a los participantes del convenio la 
necesaria flexibilidad para la satisfacción de sus mercados. En 
relación a los costos de operación, no cabe duda que algunos con- 
cesionarios pueden explotar su petróleo a un costo menor que otros, 
y que, de no tomarse las medidas del caso, el costo de operación 
de la Unidad podría ser oneroso para estos operadores. Aparente- 
mente, esta dificultad podría ser subsanada si se encargase de las 
operaciones de explotación de la Unidad al concesionario de costo 
más bajo, o si se conviene en un costo que sea razonable y acep- 
table para los participantes de la Unificación. 


Por último, se arguye que la Unificación es únicamente necesaria 
en los casos en que se requiera la inyección de gas o agua al yaci- 
miento para aumentar o mantener la presión y así incrementar la 
recuperación final de los hidrocarburos. Este razonamiento ignora 
por completo las otras ventajas económicas que se derivan de la 
Unificación y que fueron mencionadas en el capítulo correspon- 
diente; además, hace caso omiso de los derechos correlativos de los 
otros concesionarios garantizados en la Ley, por cuanto la explo- 
tación competitiva de un yacimiento común a varios operadores, 
puede y casi siempre de hecho resulta en perjuicio notorio de los 
que están desfavorablemente ubicados en la estructura al no per- 
mitirles la recuperación total de los hidrocarburos existentes den- 
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tro de los límites de sus concesiones. Ejemplos de este tipo los 
hay en Venezuela en varias regiones, siendo el más conocido el de 
algunos yacimientos del Distrito Bolívar del Estado Zulia. 


Conclusiones : 


En la parte referente a Venezuela se habrá notado que no se ha re- 
planteado el origen, la evolución y los argumentos en favor de la 
Unificación, en tanto detalle como se hiciera en el capítulo dedi- 
cado a los Estados Unidos, por considerarse que estas etapas estu- 
vieron suficientemente discutidas y demostradas en esa oportuni- 
dad, y porque es evidente que las ventajas técnico-económicas que 
se derivan del método son igualmente aplicables en Venezuela. Sin 
embargo, sí se pretendió en este último capítulo explicar las carac- 
" terísticas especiales del país y de su industria petrolera, para que 

la Unificación pueda ser conformada a esta situación y debida- 
mente aplicada. Con todo, sería relativamente fácil, con base a los 
métodos de análisis utilizados en los Estados Unidos, demostrar las 
ventajas que la Unificación habría procurado en algunos casos es- 
pecíficos del medio venezolano. 
Debe recalcarse que lo fundamental de la Unificación como método 
de explotación es el hecho de que se trate a los yacimientos como 
la unidad natural que son y someterlos a un plan único de explo- 
tación. El modo de llegar a esta finalidad puede ser distinto en 
cada caso, siempre que se logren los objetivos siguientes: 

1. Obtener la máxima recuperación de los hidrocarburos con- 

tenidos en el subsuelo. 
2. Lograr la mayor suma de beneficios económicos para la co- 
lectividad. 

Como modus operandi de la Unificación de los yacimientos se podría 
escoger entre la alternativa de dar a los concesionarios la oportuni- 
dad de llegar “motu proprio” a los respectivos acuerdos o convenios, 
aunque este procedimiento ha probado ser muy lento y muchas 
veces infructuoso. Por otra parte, podría hacerse la Unificación 
obligatoria y aplicarse desde el mismo momento en que se averigile 
que un yacimiento es común a varios concesionarios o aún antes 
(caso de Oritupano), ya que la Administración Pública está auto- 
rizada para ello por la Ley de Hidrocarburos. Podría también 
utilizarse una combinación de ambos métodos, quedando al arbitrio 
de la Administración escoger el momento en que se deba hacer 
compulsoria la Unificación. 
Posiblemente, el procedimiento más aconsejable sea el señalado en 
tercer término. 
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A CORPORACION VENEZOLANA DEL PETROLEO 


Este trabajo se publica en la forma original del autor, y correspondió 
la época en que éste fue Director de la Oficina Técnica de Hidro- 
buros entre marzo de 1959 y setiembre de 1961. Su presentación 
e hecha con motivo de la celebración del Segundo Congreso Arabe 
Petróleo en octubre de 1960, en Beyrut, Líbano, como ilustran 
mas de las fotografías contenidas en este capítulo, y el texto 
correspondiente a esta presentación fue escrito en colaboración con 
el Dr. Julio C. Arreaza, Consultor Jurídico del Ministerio de Minas 
E Hidrocarburos. 


trabajo de Beyrut fue reproducido por la Imprenta Nacional en 
61 por orden de la Secretaría General de la Presidencia de la Re- 
blica, inexplicablemente, sin que se mencionaran en el folleto el 
bre de los autores y sin que se solicitara de éstos la debida autori- 
ón. 

e la época en que fuera escrito se han mejorado y modificado 
unos de los criterios expuestos y, de rehacerse el trabajo, con- 
diría entonces variaciones importantes, especialmente en lo que 
se refiere a “la política de no más concesiones”, de “la mayor par- 
ici, pación de la nación en los beneficios de la industria petrolera” 
“de la función de la Corporación”. Estas adiciones no caben en 
, oportunidad, aunque han sido expuestas en ponencia del autor 
dl Congreso de Profesionales y Técnicos de Copei e Independientes 
cial Cristianos intitulada “Fundamentos de una Política Petrolera 
acional para Venezuela” y en el Programa del Partido Copei ema- 
o de la X Convención Nacional. 


fue la segunda ocasión en que Venezuela estuvo presente en 
or petrolero del mundo árabe. La primera vez ocurrió en El 
, en 1959, lugar donde se produjo el famoso “pacto de caba- - 
0 que más tarde llevó a la creación de la OPEP. Se escribía, 
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por aquellos días, la nueva historia de la política internacional del 
petróleo. Ya había ocurrido la revolución egipcia y estaba en mar- 
cha la de otros países de la nación árabe. Los venezolanos llegá- 
bamos, así, a un mundo que, a pesar de la distancia geográfica y 
de su idioma e idiosincrasias propias, se asemejaba tanto a lo nues- 
tro, que no fue difícil adentrarse en el corazón de las gentes. Ve- 
nezuela acababa de encontrarse con otros pueblos del mundo que 
también habían sufrido el expolio de sus riquezas, pero que ahora 
estaban decididos a defender su patrimonio y a cambiar el curso 
de los acontecimientos. Muchos nombres muy controversiales que- 
darán para la historia: Pérez Alfonzo, Abdullah Tariki, Moham- 
med. Salman, Mohammed Selim, El Sayed Omar, Rouhani, Kamel, 
Al-Watari, Mahmoud Abuzeid, pero nadie les podrá arrebatar el mé- 
rito de haber sido los iniciadores de la “nueva política”, porque sería 
mezquino hacerlo. Los países de la nación árabe y del Irán, los países 
del Medio Oriente y Venezuela han visto el paso de estos hombres 
y de otros que se han venido agregando: Ibnu Sutowo, de Indonesia; 
Geroushi, de Libia; y los que faltan de países petroleros, como Trini- 
dad, Nigeria y Argelia. Esta fue la vanguardia de los técnicos que 
cambió la faz del comercio petrolero internacional para dar una 
posición equitativa a los países productores menos desarrollados. Con 
ellos, comenzó un trascendental cambio político del siglo XX. 
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1 / ANTECEDENTES HISTORICOS 


El 15 de marzo de 1854, Venezuela sanciona su primer Código de 
Minas. El 15 de setiembre del mismo año se otorga una concesión 
de asfalto a D. B. Hellyer en lo que fue el primer otorgamiento 
de esta clase hecho a un particular. En 1863, “un petrolero yanki” 
solicitó por primera vez una concesión de petróleo en Venezuela; 
sin embargo, este tipo de concesión fue dada a un venezolano, Ma- 
nuel Olavarría, el 2 de febrero de 1866. En el articulado del tí- 
tulo de esta concesión existe la estipulación, muy pintoresca por 
cierto, de que el concesionario “había de poner luces de kerosene 
en las calles de Cumaná y Maturín y relojes en las torres de las 
iglesias y, además, debía construir un puente sobre el río Manza- 
nares”. El concesionario entregaría, por otra parte, al Gobierno 
una suma equivalente a 6.000 dólares en moneda actual. Aparte de 
éstas entonces importantes ventajas especiales, el señor Manuel Ola- 
varría debía pagar a las autoridades una regalía del 17 por ciento. 
Antes de 1866, época de la concesión Olavarría, y más precisamen- 
te en agosto de 1859, el Coronel Drake descubría petróleo en los 
Estados Unidos, en las cercanías de un pueblito denominado Titus- 
ville, en el Estado de Pensilvania. En Venezuela, la explotación 
comercial, en muy pequeña escala, tuvo su origen en el movimiento 
sísmico de Cúcuta, que provocó una filtración de petróleo que bro- 
taba de una grieta en una hacienda de Manuel Pulido, cerca de 
Rubio, en el Occidente del país. El hallazgo de este petróleo se 
realiza el 27 de agosto de 1875, y por extraña coincidencia, se des- 
cubre petróleo en los Estados Unidos y en Venezuela el mismo día 
del mismo mes. 


1. La Compañía Nacional Minera Petrolia del Táchira. Después del 
terremoto de Cúcuta y del descubrimiento de petróleo en Rubio, se 
necesitaron tres años para formar la Compañía Minera Petrolia 
del Táchira, que nace el 12 de octubre de 1878, después que su fun- 
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dador y mayor accionista Manuel Pulido obtiene para la Compañía 
una concesión por cincuenta años. 


Es interesante observar que la primera compañía petrolera esta- 
blecida en el país fue netamente venezolana. No es fácil precisar 
las razones que expliquen el fracaso de la Compañía Minera Pe- 
trolia del Táchira; pero con toda seguridad no se podrá atribuir 
enteramente aquél al elemento humano que la formó. Hemos de 
pensar que sus hombres sabían poco menos que los de otras latitu- 
des sobre el negocio petrolero, puesto que la industria era todavía 
muy joven. Además, la historia nos dice que la compañía hizo es- 
fuerzos, enviando personal al extranjero para su entrenamiento y 
para procurarse equipo de trabajo. Concretamente, al comenzar 
las operaciones, Pedro Rafael Rincones, uno de sus socios, viaja a 
Pensilvania en 1879, de donde regresa con un equipo de perfora- 
ción. Después de las enormes dificultades de transporte encontra- 
das para llevar este equipo, pieza por pieza a lomo de mula hasta 
la concesión, se abandona debido a un accidente sufrido en la mecha 
de perforar, que no pudo ser reparada. De aquí que para sus ope- 
raciones de explotación, las calicatas se hicieron a fuerza de pico 
y pala. El petróleo que manaba de ellas era entonces recogido en 
baldes o bidones y transportado a la refinería para su transfor- 
mación en productos, de los cuales la gasolina era desperdiciada por 
no tener entonces una demanda específica. Cuatro años después de 
su fundación, el capital invertido llega a los Bs. 122.000 —US dó- 
lares 40.000, en moneda actual— que para la época constituía una 
suma apreciable. La Compañía fue la primera en explotar, refinar 
y mercadear el petróleo y sus productos, aunque la magnitud de sus 
operaciones fue realmente pequeña y localizada regionalmente, por 
lo que apenas tiene un valor histórico que pone de manifiesto cómo 
se escapó de manos venezolanas, por cuestiones circunstanciales, 
una oportunidad de explotar por sí mismas sus recursos petroleros. 
La causa principal del fracaso de esta empresa debe buscarse en 
la situación general del país para la época. La economía entonces 
pivoteaba sobre la agricultura y la cría, y el país no se había dado 
cuenta de la importancia del petróleo como base del desarrollo in- 
dustrial y económico de las naciones. Los gobiernos venezolanos 
eran parroquialistas, es decir, de visión estrecha y miope. Por esto, 
la Compañía Minera Petrolia del Táchira, no podía esperar com- 
prensión o ayuda de ellos. De haberla encontrado, la explotación 
de nuestra principal riqueza estaría en manos venezolanas. A pe- 
sar de lo rudimentario de las operaciones de la Compañía, ésta pudo 
competir durante cierto tiempo en su área de influencia con gru- 
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pos poderosos como el de la Standard Oil y el de la Shell. Al final, 
sin embargo, la compañía prácticamente desaparece casi por inani- 
ción, en 1934, después de expirar la concesión. Más tarde, ésta pasó 
a manos del Grupo Shell, que tampoco tuvo éxito en su explota- 
ción y que, finalmente, la abandonó. 


En el sitio de “La Alquitrana”, el Gobierno de Venezuela cons- 
truirá un monumento nacional como homenaje al espíritu de ini- 
ciativa y de esfuerzo que caracterizó a los forjadores de la Com- 
pañía Petrolia del Táchira, pero que también será un recordatorio 
que sirva de estímulo a la recién creada Corporación Venezolana 
del Petróleo. 


2. El Capital foráneo en la Industria Petrolera Venezolana y la 
utilización de la Renta Petrolera en el Desarrollo Económico del 
país.—Como en todas las regiones del mundo en donde se presu- 
mía la existencia del petróleo por las manifestaciones superficiales 
del mismo en manaderos y filtraciones y por las características geo- 
lógicas estudiadas, el capital de ultramar, generalmente de origen 
inglés, interesado en esta materia prima, en algunas oportunidades 
y en ciertas regiones del mundo asociado con holandés y francés y el 
estadounidense, compitieron también en Venezuela tratando de ase- 
gurarse abundantes reservas de la codiciada substancia mineral. 


En 1887, “The New York and Bermúdez Co.”, subsidiaria de la 
General Asphalt of Philadelphia, comenzó a explotar el lago de 
asfalto de Guanoco, que había sido objeto de la concesión otor- 
gada en 1883 a Horacio Hamilton. Años más tarde, debido a que 
el Gobierno de Venezuela consideró que esta empresa había sido 
cómplice de la rebelión armada del General Matos, expropió las 
concesiones de la compañía. Posteriormente, el Gobierno del dicta- 
dor Gómez, urgido de dinero, rehabilitó la concesión de la General 
Asphalt, que luego, en 1910, obtuvo una concesión petrolera en el 
mismo sitio del lago de Guanoco, transferida a una empresa sub- 
sidiaria denominada “La Bermúdez, Co.”. 


Con todo, para finales de la primera guerra mundial, compañías 
británico-holandesas llevaban la delantera y tenían en su poder casi 
la totalidad de las concesiones petroleras vigentes para entonces. 
En esa época, ni el Gobierno Americano, ni las compañías ameri- 
canas estaban realmente preocupadas por obtener concesiones pe- 
troleras en el extranjero, ya que hasta la disolución del “trust” de 
la Standard, en 1911, las compañías petroleras de Estados Unidos 
apoyaban la tesis del control del transporte y de la distribución. 
Sin embargo, después del esfuerzo bélico de la primera guerra 
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mundial, los Estados Unidos se encontraron con que su contribución 
al consumo mundial de esa época había excedido notablemente a 
sus posibilidades petroleras. Esta fue quizá la razón primordial que 
empujó a este país a procurarse el control de las fuentes de .pro- 
ducción. Esta nueva táctica hizo que el capital norteamericano co- 
menzara a penetrar en Venezuela aún antes de 1918. Algunas com- 
pañías norteamericanas obtuvieron concesiones en ese año, aunque 
las compañías anglo-holandesas tenían entonces una superficie de 
concesiones de alrededor de un total de 30.500.000 Has. En 1919 
se recrudece la lucha entre las compañías norteamericanas y las 
anglo-holandesas en momentos en que Venezuela prepara su Ley 
Petrolera de 1920, que fue luego duramente combatida por las em- 
presas. 


Después de modificada la Ley de 1920 y promulgadas las de 1921 
y 22, el capital foráneo pensó haber obtenido suficiente incentivo 
para instalarse en el país. En 1919, la empresa norteamericana 
“The Maracaibo Oil Exploration” compra la mayoría de las con- 
cesiones otorgadas en 1919. En 1920, 176 concesiones otorgadas a 
particulares en Venezuela, fueron vendidas a compañías norteame- 
ricanas. De ahí en adelante, estas firmas obtuvieron suficiente nú- 
mero de concesiones como para establecerse firmemente en el país. 
Para el año 20, la producción de petróleo era de 461.546 barriles, 
sin que se tenga información sobre la producción de gas, la cual 
se podría estimar en unos 900.000.000 pies cúbicos. Sin embargo, 
ya para 1928 se superaba la marca de los 100 millones de barriles 
anuales y la de los 200 millones en 1939. 


En 1945, terminada la segunda guerra mundial, la producción so- 
brepasó los 200 millones de barriles, cuando la mayoría de los ex- 
pertos vaticinaban un descenso. En 1947 se produjeron 434 millo- 
nes y 3 años después 546 millones de barriles. En 1957 se subió 
al nivel de los 1.000 millones con el cierre de Suez y la crisis con- 
siguiente, nivel que no fue alcanzado nuevamente sino en 1959 y 
posteriormente en 1960. Para entonces, el capital extranjero en Ve- 
nezuela continuaba controlando todas las tierras petroleras en ex- 
plotación con una inversión neta de más de 12.000 millones de 
bolívares y una producción acumulada, coincidencialmente, también 
de más de 12.000 millones de barriles. 


Es de notar que para el año de 1959, las empresas explotadoras, 
con reservas probadas equivalentes al 6 por 100 del total mundial, 
cubrían alrededor del 14 por ciento de la demanda en evidente des- 
proporción. Esta situación anormal, al ser examinada por el Go- 
bierno Nacional, originó una directriz de política petrolera, cuya 


EJA 


finalidad fue la de ajustar la producción a las reservas, teniendo 
en cuenta las necesidades presupuestarias del país. Así se deter- 
minó que el aumento anual recomendable para la producción era 
del orden del 4 al 4,5 por ciento, con base a las condiciones predo- 
minantes. 


Aún a través de un análisis rápido como el anterior, se llega a la 
conclusión de que el capital foráneo llegado a Venezuela para in- 
vertir en el petróleo ha tenido como meta básica su propio interés, 
Cuando el país estaba desprovisto de Leyes que lo protegiesen debi- 
damente, tanto en el campo impositivo como en el laboral, las em- 
presas petroleras hicieron poco motu-proprio por aumentar la par- 
ticipación del Estado Venezolano y mejorar el nivel de vida de los 
trabajadores. Solamente después de la promulgación de la Ley del 
Trabajo, en 1936, y de la Ley del Impuesto sobre la Renta, en 1942, 
empezaron las empresas muy lentamente a darse cuenta de que en 
Venezuela comenzaba a apuntar la madurez política y administrativa. 
Del lado de la nación venezolana se puede decir que, en términos 
generales, los fabulosos ingresos provenientes del petróleo, calcula- 
dos en 27 mil millones de bolívares, no han sido utilizados en su 
mayor parte para desarrollar una nación cuya economía no depen- 
diera exclusivamente del petróleo. Esta situación comienza ahora a 
cambiar en el país, y se están tomando medidas que garanticen el 
desarrollo económico y social sobre bases estables y firmes. 


3. Etapas de Política Petrolera en Venezuela.—El desarrollo pe- 
trolero de Venezuela recorre una serie de etapas que se caracterizan 
por cuestiones tan fundamentales como las Leyes Petroleras sobre 
la materia y las políticas aplicadas. En esta forma, el período previo 
se apoya esencialmente sobre el concepto de que los yacimientos 
mineros pertenecen a la nación, contenido en las Ordenanzas de 
Minería de Nueva España vigentes en Venezuela para 1784, en las 
disposiciones del Decreto del Libertador de octubre de 1829, que 
ratificó la Resolución del Congreso de Venezuela del año 1832. Este. 
fundamento legal es de naturaleza netamente regalista, cuyas ca- 
racterísticas eran: la propiedad de las minas por parte del Estado; 
el principio que obliga al Estado al otorgamiento de la mina en 
concesión al primero que la solicitase en denuncio y que parecía dar- 
les en cierta forma la propiedad de las mismas; y, por último, el 
principio de participación del Estado en los beneficios de la explo- 
tación. La Legislación Venezolana hasta el año de 1904 puede de- 
cirse que es del tipo regalista. 


El pensamiento de los Gobiernos hasta el año señalado, apenas sí 
estaba dirigido a obtener una determinada participación de los be- 
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neficios que se pudiesen derivar de los minerales explotados. Para 
entonces, la economía venezolana descansaba sobre la agricultura 
y la cría y sobre el comercio de estos productos, de suerte que poco 
se conocía de la importancia que tenían los hidrocarburos en el des- 
arrollo industrial y económico de los pueblos. El período de des- 
arrollo viene jalonado por el Código de Minas de 1904, donde está 
el origen del sistema dominial, cuyos principios quedaron ratifi- 
cados en la Ley de 1909. En este sistema, los puntos esenciales son: 
las minas continúan siendo propiedad del Estado; el derecho real 
de explotación de ciertos minerales, especialmente los hidrocarbu- 
ros, se otorga por medio de concesiones en forma facultativa en 
función del interés nacional; a más de la participación que deba 
corresponder al Estado por la explotación de las substancias otorga- 
das en concesión, éste va a mantener estrecha vigilancia sobre las 
concesiones otorgadas a fin de evitar perjuicios a la Nación y a 
terceros durante la explotación de lo que puede llamarse su patri- 
monio minero. 


Los principios del sistema dominial fueron ratificados en forma 
definitiva por el Código de 1915, en donde se declaró que los hidro- 
carburos que no pertenezcan a particulares eran substancias inalie- 
nables, es decir, que el Estado no podía desprenderse de la propiedad 
de ellos. Ya en ese mismo Código también se habla de la Adminis- 
tración directa por parte del Estado. Jalón importante de este 
segundo período es la primera Ley sobre Hidrocarburos y demás 
Minerales Combustibles de 1920, en donde se separan definitivamente 
la Legislación Minera de la Petrolera. 


Desde 1922 y en las Leyes sucesivas se consagra el sistema dominial 
en forma definitiva, siendo la Ley de 1943 modificada en 1955, la 
que está en vigencia al presente. 


Durante este período se observan en la política petrolera tres si- 
tuaciones : 


a) La de los regímenes que sólo se limitan a obtener de los con- 
cesionarios una participación determinada. En esta etapa Gumer- 
sindo Torres, autor de la Ley de 1920, concibe la idea de obtener 
mayores participaciones para la Nación y los medios para el estableci- 
miento de un impuesto especial que grave las ganancias de las 
empresas cuando sean mayores del 12 por ciento del capital inver- 
tido. Estas ideas no cristalizaron totalmente. 


b) Etapa que sigue a la muerte del dictador Gómez bajo los Go- 
biernos de López Contreras y de Medina Angarita, cuando surgen 
los otros dos pilares del sistema petrolero venezolano, que son: 
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La Ley del Trabajo de 1936 y la Ley del Impuesto sobre la Renta 
de 1942. Ya entonces se conoce mejor el valor de los hidrocarburos, 
pero el país no está en condiciones sociales ni económicas como 
para provocar un cambio drástico de política petrolera. Hasta en- 
tonces la mayor preocupación del Gobierno Venezolano era la de 
fiscalizar debidamente el petróleo producido. Con la Ley de 1938, 
durante la Administración de López Contreras, los Ministros de 
Fomento de la época, doctores Néstor Luis Pérez y Manuel R. 
Egaña, intentan nuevamente reorientar la política en beneficio ma- 
yor del Estado, pero la Ley, calificada de “adefesio” por las Com- 
pañías, queda prácticamente archivada hasta 1943 sin que se otor- 
guen nuevas concesiones. Con la Ley de Hidrocarburos del 43 se 
convierten casi todas las concesiones vigentes surgidas bajo el im- 
perio de Leyes anteriores y se arreglan las diferencias que existían 
entre las Compañías y el Gobierno, pero esto al precio costoso de 
renovar todas las concesiones por un período de 40 años más. Sin 
duda éste fue un grave error de la Nación Venezolana. 


e) En la tercera etapa el Estado Venezolano comienza a preocu- 
parse por la administración de un recurso natural no renovable de 
la importancia de los hidrocarburos. Esta preocupación se hace 
patente en el período 45 y 48, durante el Gobierno Revolucionario 
de Rómulo Betancourt y del Gobierno Constitucional del Presidente 
Gallegos cuando Venezuela, a través de sus voceros autorizados, el 
actual Ministro de Minas e Hidrocarburos, entonces Ministro de 
Fomento, expone su decisión sobre la conveniencia de administrar 
mejor los hidrocarburos conservándolos y utilizándolos en forma 
eficiente y yendo, posiblemente, a la explotación directa por medio 
de una corporación estatal. 


Cuando ya esta política empieza a ser entendida y cuando el Go- 
bierno se prepara para echar las bases y ponerla en práctica, surge 
un movimiento armado regresionista que echa por tierra los funda- 
mentos de política petrolera inteligente que la Nación Venezolana 
wenía desarrollando y vuelve a los métodos de otorgamiento de con- 
cesiones. En esa oportunidad se comete el segundo error grave por 
parte de Venezuela al otorgar en los años 56 y 57 nuevas conce- 
siones en el Lago de Maracaibo, que eran las primicias que tenía 
reservada la nación para su corporación estatal. 


Con este acto Venezuela se desprende de ricos yacimientos y se 
sientan bases para una situación de competencia en el mercado que 
va a resultar en perjuicio de la estructura de los precios interna- 
cionales del petróleo. Este último otorgamiento de concesiones real- 
mente no tuvo otra finalidad que la de proveer urgentemente de 
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fondos monetarios a un Gobierno usurpador, dispendioso y malba- 
ratador que estaba en bancarrota moral y económica encubierta por 
una engañosa situación de bonanza. 


Para su buena fortuna Venezuela logra desprenderse de los concul- 
cadores del poder público y comienza con el Gobierno Provisional 
de 1958 y con el Constitucional electo en diciembre del mismo año, 
la última etapa en el desarrollo de su industria petrolera. Esta 
etapa viene caracterizada por los siguientes postulados: 


a) Modificación del sistema impositivo de Venezuela en lo refe- 
rente a la participación en las rentas o ganancias netas. 


b) No otorgamiento de más concesiones. 


c) Limitaciones de la producción a niveles cónsonos con las reser- 
vas existentes. 


d) Mantenimiento de los precios del petróleo en el mercado inter- 
nacional. 


e) Agilización de la administración de los recursos petroleros por 
parte del Estado mediante la reorganización de organismos que 
existían para tal fin y a través de la creación de otros nuevos de 
asesoría y control administrativos. Entre estos últimos, el Consejo 
Nacional de Energía y la Comisión Coordinadora para la Conser- 
vación y el Comercio de los Hidrocarburos. 


f) Creación de un organismo estatal para la explotación directa 
de la riqueza petrolera. Con esto Venezuela quiere superar la etapa 
del 60/40 y entrar a participar totalmente en los beneficios de su 
industria más importante. 


g) Desde el punto de vista laboral, apoyando las aspiraciones 
justas de los Sindicatos de Trabajadores Petroleros en relación al 
mejoramiento de sus condiciones de trabajo en la industria. 


h) Formación de un Compacto Internacional entre los países ex- 
portadores netos para alcanzar los objetivos señalados en las letras 
c), d) y e). 


El primer postulado se realiza con la modificación de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta en diciembre de 1958. En marzo de 1959 
se crea la Comisión Coordinadora y en abril del mismo año Vene- 
zuela asiste como observador al Primer Congreso Petrolero Arabe 
celebrado en El Cairo en donde se delinean las bases iniciales del 
Compacto Internacional. El 11 de septiembre de 1959 se crea el 
Consejo Nacional de Energía y el 19 de abril de 1960 se decreta 
la Corporación Venezolana del Petróleo. 
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4. Institutos Similares en otros Países del Mundo 


Existe una empresa cuasi-estatal, la British Petroleum, en la cual 
el Gobierno Inglés tiene la mayoría de las acciones. La idea de la 
participación del Gobierno Inglés en esta empresa se le debe a 
Winston Churchill, quien en 1914 era Primer Lord del Almiran- 
tazgo Británico y opinó que el Gobierno de su país debía tener 
participación en la empresa entonces conocida por el nombre de la 
Anglo Persian Oil Co., que más tarde se denominó Anglo Iranian 
Oil Co. La British Petroleum controla el 50 por ciento de la pro--' 
ducción de Iraq y un porcentaje apreciable de la producción de 
otros países del Oriente Medio. 


En orden cronológico, las empresas estatales existentes son: 


a) PETROLEOS MEJICANOS, que nace cuando el Gobierno de Méjico 
expropia en 1938 a las compañías que operaban dentro de su terri- 
torio. La producción de PEMEX es de alrededor de 300.000 barriles 
diarios de petróleo y 1.036 millones de pies cúbicos de gas por día. 
Sus entradas anuales para el año 1958 fueron del orden de 4.120 
millones de pesos mejicanos y. contribuye con el 10 por ciento al pro- 
ducto nacional bruto de la nación mejicana. A pesar de las circunstan- 
cias especiales que rodearon la aparición de PEMEX puede decirse que 
buena parte del desarrollo económico e industrial del país se debe 
directa o indirectamente a las actividades de PEMEX, 


b) YACIMIENTOS PETROLIFEROS FISCALES, de Argentina, con una 
producción de 106.000 barriles diarios. 


Cc) PETROLEOS BRASILEROS, con 76.000 barriles diarios. 


d) YACIMIENTOS PETROLIFEROS FISCALES BOLIVIANOS, con 8.400 ba- 
rriles diarios. 


e) ENTE NAZIONALE IDROCARBURI, en Italia, con 15.500 barriles 
diarios y concesiones en el Irán, Egipto y la Zona Neutral de 
Kuwait. 


f) ECOPETROLEUM, en Colombia, con 28.000 lescciles diarios. 

g) THE GENERAL PETROLEUM CO., en Egipto, con 21.300 barriles 
diarios; y 

h) LA NATIONAL IRANIAN OIL CO. 


En resumen, se observa que existen 16 compañías estatales en el 
mundo con una producción de 604.200 barriles diarios, de suerte 
que la Corporación Venezolana del Petróleo será la número 17. 


11 / JUSTIFICACIÓN 


En párrafos anteriores se explicó que el Estado Venezolano en el 
período 1945-48 propugnó la formación de una Compañía Nacional 
de Petróleo. El balance hecho en aquella época mostraba que la 
principal riqueza del país estaba enteramente en manos de capital 
extranjero. Después del desgraciado paréntesis político que termina 
en enero del 58, el Estado Venezolano encuentra que la situación 
respecto al control de su industria ha empeorado. El volumen de 
las reservas petroleras bajo el control de las compañías extranjeras, 
se ha duplicado en la década del 49 al 59. Además, encuentra el 
nuevo Gobierno que las primicias de sus depósitos petroleros han sido 
otorgadas en concesión en los años del 56 al 57, arrebatando así 
francas posibilidades de éxito a la explotación directa que se pro- 
yectaba. 


Bajo el nuevo pensamiento político-económico que forma la tesis 
petrolera de la Nación venezolana, se analiza la situación y se 
concluye que ésta hace perentoria la creación de la Corporación 
Venezolana del Petróleo y así lo resuelve por medio de Decreto del 
19 de abril de 1960. 


Para llegar a esta conclusión se hacen consideraciones de tipo legal, 
económicas y políticas, de las cuales se resumen seguidamente las 
más importantes. 


a) Los hidrocarburos son patrimonio de la Nación venezolana. 


b) Los hidrocarburos son materia básica para el desarrollo econó- 
mico e industrial de Venezuela. 


c) Conviene al interés público el no otorgamiento de concesiones. 


d) El Estado debe tender a una mayor participación en los bene- 
ficios de la industria petrolera. 
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e) La Corporación Venezolana del Petróleo tendrá una función 
normalizadora en la conservación del petróleo y del gas. 


f) Solución al problema del drenaje de yacimientos no otorgados 
en concesiones. Unificación de yacimientos comunes. 


g) La preparación de técnicos y expertos para el servicio del 
Estado. 


h) El Estado tiene la facultad legal de ejercer por sí mismo la 
explotación directa. 


1. Los Hidrocarburos son Patrimonio de la Nación Venezolana 


Desde la aplicación de la Ordenanza de Nueva España hasta el 
presente la Legislación Venezolana no ha variado el concepto de 
que los yacimientos mineros y de hidrocarburos son propiedad de 
la Nación. Con el cambio del sistema regalista al dominial, se mo- 
difica el concepto de que los hidrocarburos puedan ser objeto de 
denuncio y de que por consiguiente el Estado está obligado a con- 
cederlos, sino que será facultativo de éste el otorgamiento del dere- 
cho real de explotación de los mismos. 


En ambos casos siempre queda claramente establecido que los hidro- 
carburos son patrimonio de la Nación y que, por tanto, sus bene- 
ficios deberán ser utilizados en una forma tal que alcancen por 
igual a todos los niveles sociales que forman el país. Como conse- 
cuencia de esto y por el carácter propio de los hidrocarburos que 
les da importancia predominante en la economía nacional, el Estado 
tiene que vigilar muy especialmente su explotación y desarrollo. 


Hasta el presente, con la excepción anotada al comienzo de este 
trabajo, la industria petrolera ha estado exclusivamente operada 
por compañías extranjeras y el Estado se ha limitado a recibir una 
participación en los beneficios de la explotación de los hidrocarbu- 
ros, supervisando y fiscalizando las operaciones de estas empresas. 
Es cierto que la situación actual, en cuanto al control de la indus- 
tria por capital foráneo se refiere, se explica como se ha indicado, 
por el hecho de que Venezuela no disponía en épocas anteriores del 
capital necesario para este tipo de industria, porque los Gobiernos 
del pasado desconocían la importancia que adquiriría el petróleo y 
el gas en el desarrollo económico mundial y porque la economía 
venezolana había sido tradicionalmente agrícola y ganadera. 


En el momento presente encontramos un panorama político y econó- 
mico básicamente modificado. El Gobierno, que ya es representante 
legítimo del pueblo, conoce el valor económico de los hidrocarburos 
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y sabe medir la necesidad de que la Nación tenga el absoluto con- 
trol de la industria. A través de modificaciones sucesivas de la 
Ley de Impuesto sobre la Renta, la Nación venezolana ha llegado 
a Obtener una participación tal que reduce el rendimiento del capital 
privado invertido en la industria a un 14 por ciento (año 1959). 
En este sentido pareciera como si se hubiese logrado el máximum 
de participación dentro del régimen de concesiones y que fuera difí- 
cil llegar a más dentro de esta situación. Analizando las otras al- 
ternativas que pueden presentarse, se llega a la conclusión de que 
ninguna puede ser más ventajosa que la explotación directa. Este 
tipo de operación axiomáticamente da al Estado el ciento por ciento 
de los beneficios de la explotación de los hidrocarburos; por tanto, 
no acepta comparaciones con cualquier otra modalidad de negocia- 
ción que se efectúe dentro del marco de referencia de lo que ya 
parece ser anacrónico régimen de concesiones. 


Por otra parte, Venezuela ya se encuentra dentro de la etapa final 
de transición en su desarrollo económico e industrial y esto la 
obliga a mantener el control de las industrias básicas para propen- 
der al desarrollo de otras industrias que van a depender de las pri- 
meras. Parece lo más justo que materiales básicos escasos como el 
petróleo y el hierro sean explotados por empresas estadales las cua- 
les deberán pasar a manos de los consumidores y productores cuando 
éstos estén capacitados para ejercer la función requerida que retribuya 
al interés colectivo. Además, el desarrollo de estas industrias bási- 
cas del petróleo, del transporte y distribución del gas, de la insta- 
lación de plantas de refinación del hierro, de la electrificación, 
requieren capitales tan grandes que no es posible todavía encon- 
trarlos en el sector privado del conglomerado venezolano. Su im- 
portancia, por lo demás, le dan características de monopolio. 


Estas consideraciones llevan finalmente a la ratificación decisiva 
por parte del Gobierno de su voluntad de establecer una empresa 
estatal petrolera que satisfaga las aspiraciones y las necesidades 
sociales del medio y que contribuya a llevarlo a la fase de desarrollo 
que le haga abandonar para siempre la posición de país sub- 
desarrollado. 


2. Los Hidrocarburos son materia Básica para el Desarrollo 
de Venezuela 


Esta afirmación es probablemente axiomática. Con todo vale la 
pena destacar algunas cifras para dar idea de la magnitud de la 
industria petrolera dentro de la economía doméstica. 
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Antes de hacer estas demostraciones, conviene recordar que desde 
un punto de vista mundial, las necesidades energéticas expresadas 
en millones de toneladas de carbón, probablemente pasarán de 3.600 
de producción bruta en 1952 (1.276 consumo neto) a 9.650 (3.375 
neto) en 1975 y a 30.000 (10.500 neto) en el año 2.000. Durante el 
mismo período la población posiblemente aumentará de 2.524 millo- 
nes a 3.825 millones y a 5.000 millones. En esta forma el consumo 
neto por habitante en toneladas variaría de 1,43 a 2,5 y 5,95. Dis- 
eriminado el valor total del consumo de energía, según el tipo de 
consumo en usos industriales, domésticos, de transporte y agricul- 
tura, encontramos que el aumento mayor se efectuará en los rubros 
1* y 3%. La demanda para el consumo industrial subirá de 2.050 
(725 neta) a 6.400 (2.250 neta) y a 21.300 (7.500 neta), es decir, 
un incremento porcentual del 300 por ciento entre 1952 y 1975 y 
más o menos del mismo orden entre 1975 y el año 2.000. En suma, 
una demanda 10 veces mayor entre 1952 y el año 2.000. En el 
renglón de transporte, los aumentos serán de la misma magnitud. 
La suma de ambos renglones muestra incrementos de aproximada- 
mente el 7 por ciento entre los años señalados con respecto a la 
utilización total. Conviene indicar que hay una relación estrecha 
entre el consumo de energía y la producción de un país. En América 
del Sur, por ejemplo, siguiendo los cálculos de Angelópoulus, en su 
obra intitulada “¿Unirá el Atomo al Mundo?”, encontramos que para 
un consumo de energía del 3,7 por ciento del total mundial la pro- 
ducción es del 4,4 por ciento en el año de 1950. 


En el cuadro que sigue se muestra, además, la situación con res- 
pecto a Asia, Africa y Oceanía, la Unión Soviética, Europa y Amé- 
rica del Norte; 


TABLA 1 


Consumo de 
Región Energía Producción Población 


4,4 % 6,8 Yo 

ER 12,9 % 52,7 Y 

Africa y Australia . 24 o 4,2 % 8,1 % 
Unión Soviética 12,4 % 8,4 % 
Europa 25,8 Yo 16,5 % 
Norte América 40,4 % 6,9 Yo 


El cuadro que sigue se refiere a la producción de diferentes tipos 
de energía, para los años 1937, 1957 y 1975, este último estimado: 


TABLA II 
Año Carbón Petróleo Gas Lignito Hidroeléctrica Nuclear 
1937 66,5 20,2 5,8 4,0 3,5 = 
1957 39,8 34,3 14,8 4,3 6,8 nil 
1975 35,4 41,0 15,0 nil 2,0 6,6 


Se observa que la participación del petróleo y del gas en la pro- 
ducción de energía pasa del 26 por ciento en 1937 al 49 por ciento 
en 1957 y al 56 por ciento en 1975, de acuerdo con las estimaciones 
de Guyol B. Nathaniel, The Role of Petroleum in World Energy 
Supplies. 


Debe notarse que para fines de 1959 la producción de petróleo 
solamente era de 19,5 millones de barriles diarios, estimándose que 
para 1975 llegue a los 45 millones. Para fines de 1957, en términos 
de toneladas de carbón, la producción de petróleo y gas fue de unos 
1.600 millones; para 1975 los cálculos estimativos dan como cifra 
de producción de estas fuentes de energía la cantidad de 4.134 
millones de toneladas. Se va notando cada vez más la mayor de- 
pendencia del consumo de energía del mundo del petróleo y del gas. 
La concentración y consumo de energía en el mundo parece no 
guardar relación con la concentración de población, como lo muestra 
la tabla correspondiente incluida anteriormente. Como lo lógico sería 
la existencia de una relación directa entre ambos factores cabe 
suponer que el consumo en los países que tratan de salir de la etapa 
primitiva de desarrollo para entrar en la de transición e indus- 
trialización, variará substancialmente las estimaciones de consumo 
en el mundo, lo que conduciría a la ampliación de las fuentes tra- 
dicionales de producción de energía ya mencionadas, e inclusive, al 
descubrimiento de nuevas fuentes que permitan cubrir la demanda. 


En lo que respecta a Venezuela, el consumo total de energía en 
términos de toneladas de carbón ha variado de 4 millones en 1948 
a algo más de 15 millones en 1958 con un aumento neto del 400 por 
cien. De este consumo total corresponden al petróleo y al gas 
3.600.000 toneladas en 1948, es decir, el 90 por ciento, cifra que 
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sube a 15.140.000 toneladas en 1958, que constituye prácticamente 
el 100 por ciento. 


Se observa el papel preponderante del petróleo y del gas en el con- 
sumo de energía del país, y a juzgar por las características que 
califican al medio venezolano y al futuro desarrollo industrial, se 
espera que sea solamente la energía hidroeléctrica, a más del pe- 
tróleo y el gas, la que experimente aumentos de consideración. El 
consumo de energía del país pivoteará sobre las disponibilidades de 
petróleo, gas y energía hidroeléctrica. 


Todas estas observaciones sobre consumo de energía en el mundo y 
dentro de Venezuela, nos lleva al conocimiento exacto de la impor- 
tancia básica de los hidrocarburos en el desarrollo económico e 
industrial. De ahí la necesidad de que el Estado administre y con- 
trole mejor su industria y procure que a través de la explotación 
directa se llegue a un mejor aprovechamiento de estos recursos 
naturales. Por otra parte, la independencia política del país está 
irremisiblemente ligada a su independencia económica y no podrá 
consolidarse la una sin la otra. 


3. Política de “no más concesiones” 


Como uno de los primeros lineamientos de política petrolera del 
Gobierno Constitucional de 1959 está el de “no más concesiones”. 
Esta piedra angular de política petrolera tiene sus raíces en el 
período 45-48 y quizás aún antes, cuando se le hizo oposición a la 
Ley de Hidrocarburos de 1943 en el Congreso de entonces. 


En otro capítulo de este trabajo se anotó que posiblemente un serio 
error de la nación venezolana fue la renovación por 40 años más 
de las concesiones convertidas a la Ley de Hidrocarburos del 43. 
Ya entonces parecía ilógico pensar que pudiese llegar Venezuela 
al año 1983 sin estar capacitada para manejar su industria aunque 
fuera en forma parcial. 


Por haberse efectuado la conversión bajo estas bases y duplicado 
el área de concesiones de 1943 a 1945, y por otras razones de 
índole económica, la negociación no fue suficientemente buena. De 
aquí que en el Congreso Nacional los estudiosos de la materia critica- 
ron severamente esta medida. En el período 45-48, ya en plan de go- 
bierno, las mismas personas que objetaron la conversión del 43 
ponen en ejecución el postulado de “no más concesiones”. Sin em- 
bargo, el hito dictatorial del decenio 48-58 rompe los moldes de este 
postulado y el Gobierno usurpador otorga concesiones en el terri- 
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torio de Venezuela, especialmente en el Lago de Maracaibo, con- 
cesiones cuyas reservas petroleras comprobadas pasan hoy en día 
de los 2.000 millones de barriles, o sea, el 12 por ciento del total. 


La situación queda agravada por el hecho de que buena parte de 
estas concesiones caen bajo el control de algunas compañías de 
menor importancia sin mercados para el petróleo descubierto y, así, 
se echan las bases para una futura dislocación del mercado y de los 
precios del petróleo al forzar estas empresas la entrada de su pro- 
ducción en el consumo internacional, especialmente en los Estados 
Unidos. El perjuicio causado se refleja, pues, en dos aspectos: 
1) el de privar a la futura empresa estatal de las mejores áreas 
de que podía disponer para entrar con paso seguro en el negocio del 
petróleo; 2) el dislocamiento del mercado y de los precios que tiene 
como secuela de la caída de éstos en 1958 y 1959 en escala mundial 
y nuevamente en agosto de 1960, en el Medio Oriente. 


El principio de “no más concesiones” del Gobierno Nacional no es 
una concepción caprichosa. Para llegar a él se detiene a estudiar 
la situación de las concesiones en manos de las compañías operado- 
ras y su significación dentro del fenómeno económico petrolero. 
Encuentra que a fines de 1959 la superficie de concesiones es de 
aproximadamente 5.800.000 Has., reducidas a unos 5 millones en 
1960, con unas reservas fiscales de petróleo de más de 17.000 millones 
de barriles y unas reservas de gas de más de 33 billones de pies cúbi- 
cos, equivalente en términos de energía calorífica a unos 6.000 mi- 
llones de barriles. El total de reservas de petróleo y gas es, pues, 
del orden de los 23.000 millones de barriles. Estas reservas han 
sido siempre calculadas en una forma muy conservadora, y es po- 
sible que su magnitud esté más bien cercana o supere a los 30.000 
millones de barriles. Por otra parte, el área probada es de aproxi- 
madamente 465.000 Has., que constituye el 10 por ciento del área 
total de concesiones vigentes, de las cuales 125.000 no están some- 
tidas a actividades de explotación. 


Las 340.000 Has. restantes tienen una producción potencial calcu- 
lada entre 3.500.000 y 3.700.000 barriles diarios y las inversiones 
netas o activo de las empresas que operan en esta extensa superficie 
son del orden de los 12.000 millones de bolívares. 


Todas estas cifras, que son una comprobación palmaria del grado 
de control alcanzado por las empresas extranjeras sobre la industria 
petrolera venezolana, reafirman al Gobierno nacional en su política 
de “no más concesiones”. Se arguye que según la tesis de la “libre 
empresa” y dentro del libre juego de las leyes de desarrollo eco- 
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nómico, el Estado debe dejar a la iniciativa privada el mejoramien- 
to del medio económico. Esta tesis fue aplicada en los Estados Uni- 
dos de Norteamérica en época pasada con gran éxito, pero también 
con grandes sacrificios económicos y sociales. Sin embargo, en 0ca- 
siones trató el Estado norteamericano de ser socio principal de al- 
gunas de las aventuras petroleras de ese país en el exterior como 
en el caso de la California-Arabian Standard Oil, Co. Hoy en día, 
el Estado norteamericano ejerce un vasto control sobre muchas de 
sus industrias, especialmente la petrolera, como lo comprueba el 
programa obligatorio de restricciones a la importación y las leyes 
de conservación que se aplican a la explotación del petróleo en mu- 
chos Estados de la Unión. 


Por otra parte, la tesis de la “libre empresa” que podría continuar 
teniendo vigencia en Estados Unidos debido a que los capitales que 
controlan su industria son nativos del país, no reviste esta misma 
característica en Venezuela. Resulta inconcebible entonces que un 
recurso natural no renovable como el petróleo esté dirigido, orien- 
tado e influenciado mayormente por capitales extranjeros que casi 
siempre buscan primordialmente su propio interés o el de los países 
en donde se originaron. No puede acusarse al Estado venezolano de 
intervencionista en la industria petrolera. De los cuarenta y 'seis 
años de vida de ésta, si se cuenta a partir del descubrimiento co- 
mercial de petróleo en el campo de Mene Grande en 1914, sólo por 
cortos períodos de tiempo ha podido el Estado influenciar el des- 
arrollo de esta industria. En momentos en que la actividad industrial, 
dentro de las fronteras nacionales y en el mundo. ponen de mani- 
fiesto las cuantiosas necesidades energéticas, es no solamente lógico 
sino prudente que el Estado venezolano comience a explotar directa- 
mente su máxima riqueza para poderle imprimir una reorientación 
que esté basada en los superiores y mejores intereses de la nación. 


4. Mayor participación del Estado en los beneficios 
de la Industria Petrolera. 


Con la Ley de Hidrocarburos del año 1943 se modifica el régimen 
legal de las concesiones entonces vigentes en Venezuela. La conver- 
sión se hace a cambio del sacrificio que constituye renovar todas las 
concesiones existentes por cuarenta años más hasta 1983 y, al mismo 
tiempo, se aumenta la regalía del 12 1/2 por ciento estipulado en la 
Ley de 1938 al 16 2/3 por ciento establecidas en la Ley de Impuesto 
Sobre la Renta y los recaudos por otros conceptos, apenas dan a la 
nación una participación del 27,2 por ciento del total de los ingre- 
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sos petroleros brutos. A través de los años de 1943 al 1960 esta ci- 
fra experimenta altibajos pronunciados como se muestran en la ta- 
bla que sigue, en donde también se indica la participación del Es- 
tado venezolano en términos porcentuales sobre la unidad de la in- 
dustria. 


Por eso, parece más ilustrativo analizar los ingresos petroleros de 
Venezuela por períodos. Así encontramos que en el período 1940 al 
44 el Estado recibe un 32,87 por ciento del producto bruto de la in- 
dustria petrolera. En el período 45-48, cuando se hacen modificacio- 
nes substanciales a la Ley. de Impuesto Sobre la Renta y con ella se 
llega al denominado Impuesto Adicional o 50-50, la participación 
sube al 35,86 por ciento. En los años del 49 al 57 la política petro- 
lera venezolana sufre un debilitamiento pronunciado causado por 
la actitud despreocupada de la dictadura y la participación baja al 
29,6 por ciento. Por último, en el período que comprende los años 
58 y 59 y debido a la nueva modificación que se le hace a la Ley de 
Impuesto Sobre la Renta en diciembre de 1958, los ingresos petrole- 
ros de Venezuela van de nuevo al alza hasta llegar a un nivel del 
39,4 por ciento. En el año 1958 se adoptó la fórmula 60-40 que subs- 
tituye al 50-50 de 1947; sin embargo, vale la pena notar que estas 
fórmulas no han funcionado así sino que su aplicación ha producido 
resultados más favorables aún para la nación como se observa en la 
Tabla II. 


Para completar la perspectiva se incluye el Cuadro IV donde se ob- 
serva el rendimiento del capital invertido por el sector privado de 
la industria, que va desde un valor mínimo de algo más del 13 por 
ciento en 1949 y 1959 a un valor máximo superior al 32 por ciento 
alcanzado en 1957. 
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TABLA III 


Participación - Participación 


en relación con en relación con 
el ingreso bruto el beneficio neto 
/ 
27,2 = 
27,4 SS 
36,2 = 
33,2 ES 
35,0 52 
1948 37,6 55 
1949 30,8 60 
1950 25,7 51 
1951 30,5 55 
1952 31,0 55 
z 1953 32,0 54 
É 1954 27,0 53 
o 1955 26,7 52 
3 1956 28,2 52 
7 1957 33,3 52 
a 1958 36,6 65 
1959 39,3 68 
3 1960 . 37,3 S 68 
bo 1961 39,7 66 
1962 41,9 67 
> TABLA IV 
; Rendimiento 
Año - del capital 
% 
1947 22,85 
1948 25,45 
1949 13,72 
1950 > 17,08 
1951 20,54 
1952 20,55 
1953 19,40 
3 1954 21,00 
1955 > 25,45 
1956 29,32 
1957 32,33 
1958 17,02 
1959 13,44 z 
1960 11,96 - 
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De lo anterior se concluye que, al buscarse una mayor participación, 
el Estado tiene que orientarse hacia la explotación directa que le da el 
100 por ciento de la renta producida y evite la salida del capital 
formado. 


5. Función Normalizadora de la Corporación 


Mucho se ha opinado públicamente en Venezuela en relación a la 
creación de la Corporación Venezolana del Petróleo. El sector pri- 
vado de la industria petrolera en oportunidades se ha expresado en 
desacuerdo con la idea cuando en forma indirecta ha expresado que 
atribuye a la política de “no más concesiones” el efecto de haber 
disminuido las actividades de la industria petrolera en sectores tales 
como el de la exploración y el de la perforación de pozos. 


Esta oportunidad es propicia para aclarar que, si bien es incuestio- 
nable que la política mencionada tiene un cierto efecto deprimente y 
de contracción de las actividades exploratorias en lo que se refiere a 
la geología de superficie y geología del subsuelo, no lo es en la misma 
medida en lo concerniente a la perforación de pozos exploratorios. 
Como se sabe, las inversiones en los primeros renglones son menos 
cuantiosas que en el segundo. La perforación de pozos exploratorios 
tiene todavía amplias posibilidades puesto que, aún teniendo en cuen- 
ta la renuncia de concesiones del año 1960, quedaría en general por 
perforar el área equivalente al 90 por ciento de la superficie actual 
de concesiones que es aproximadamente de cuatro y medio millones 
de hectáreas. 


Debe reconocerse, sin embargo, que el sector privado de la industria 
petrolera es muy sensible a los cambios de política de un Gobierno 
y que estos cambios pueden determinar en ciertos momentos dismi- 
nución de las inversiones. Esta sensibilidad del sector privado se 
comprende cuando se estudia la estrecha interdependencia que hay 
entre las inversiones y el rendimiento del capital en el aparte 4. 


Siendo este el caso y en la seguridad de que la política de “no más 
concesiones” y la creación de la Corporación Venezolana del Pe- 
tróleo merma los incentivos del sector privado de la industria para 
continuar explorando el territorio nacional en busca de áreas con 


1. En síntesis, se observa que con las modificaciones últimas de la Ley de 
Impuesto Sobre la Renta, el Estado ha llegado a un límite máximo de partici- 
pación en los beneficios que se derivan del sector de la industria que explota 
el sector privado, por lo menos dadas las condiciones de la industria en el 
sector privado considerado en general. 
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posibilidades petrolíferas y, en cierta forma, puede también influir 
actividades de desarrollo tales como la perforación, no queda otra al- 
ternativa que darle a la Corporación Venezolana del Petróleo un 
carácter de factor normalizador de estas actividades. De aquí se 
desprende que una de las finalidades de la Corporación será la ex- 
ploración, tanto geológica, como geofísica, para evaluar las posibili- 
dades de la existencia de hidrocarburos en el territorio nacional. 


En su programa de trabajo habrá por consiguiente, una partida 
anual que deberá ser dedicada a este renglón. La cuantía de dicha 
partida y el monto de su aplicación serán determinados por las ca- 
racterísticas específicas de la industria en un monto determinado. 


La perforación tanto exploratoria como de desarrollo de campos 
descubiertos, deberá tener entre otras miras, la de compensar en 
cierta forma y hasta donde lo permitan los recursos monetarios, la 
reducción de estas actividades en el sector del capital privado de 
la industria y su impacto en el medio económico nacional. 


La Corporación estará en mejor posición que ninguna otra entidad 
para efectuar esta labor ya que el Estado, como tal, puede efectuar 
inversiones de las cuales no se espera un rendimiento de capital in- 
mediato, si esto es conveniente al interés público. Las empresas pri- 
vadas, por el contrario, son menos flexibles en este respecto, ya que 
sus accionistas esperan recibir dividendos anuales de los beneficios 
de sus empresas. 


6. Conservación del Petróleo y del Gas: Solución al Problema del 
Drenaje de Tierras no Otorgadas en Concesión. Unificación de Ya- 
cimientos Comunes. 


En materia de petróleo y en las circunstancias de Venezuela, la con- 
servación de este reeurso natural no renovable es cuestión básica. Si la 
conservación de los recursos naturales es una filosofía que cada vez 
adelanta más en la conciencia de los pueblos, para Venezuela tiene 
vigencia inmediata. 


La conservación aplicada al petróleo comprenderá explorar y encon- 
trar todo el petróleo que pueda contener el subsuelo de Venezuela, 
sin comprometerlo en una explotación excesiva y rápida. Se deduce 
de esto que debemos ver aumentar nuestras reservas probadas a una 
tasa mayor de la tasa de producción, y si esto no sucede, reducir esta 
tasa a un volumen cónsono con las reservas existentes. 


Aun aumentando la relación Reservas-Producción, no debemos ex- 
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plotar anualmente mayor cantidad de la que estrictamente se nece- 
sita para atender a los gastos más indispensables del desarrollo 
económico y social previsto. 


De otra parte, la producción no debe forzar los mercados hasta el 
punto de debilitar los precios. Petróleo que se produce por sobre 
los límites de la demanda, constituye un desperdicio económico aten- 
tatorio a la conservación. 


La participación económica que debe dejar al país cada unidad de 
petróleo extraido, tiene que estar bajo constante vigilancia. Cuando 
se recibe menos de lo razonable, después de mantener el incentivo 
de la industria, también se viola el principio de la conservación y 
de la obligación que tiene Venezuela de cuidar su mayor riqueza 
minera. A este respecto, es muy valiosa la labor que puede desarro- 
llar la Corporación Venezolana del Petróleo. 


Dada la naturaleza migratoria de los hidrocarburos, la presencia de 
Zonas Libres, Reservas Nacionales y Sobrantes, vecinas a campos 
de explotación, crea problemas de drenaje que sólo su incorpora- 
ción a las áreas productoras puede resolver de una manera defi- 
nitiva. Lográndose esta incorporación por medio de la empresa na- 
cional de petróleo, se evitaría el drenaje por los concesionarios ve- 
cinos, se permitiría el desarrollo uniforme de los yacimientos y, 
sobre todo, se favorecería la realización de proyectos de recobro * 
secundario. 


Además de lo dicho anteriormente, la Corporación Nacional de Pe- 
tróleo podrá abocarse a estudios tendientes al desarrollo de méto- 
dos eficientes de recobro de petróleos pesados que abundan en áreas 
no cubiertas por concesiones. 


7. Preparación de Técnicos y Expertos Petroleros para el Ser- 
vicio del Estado. — Venezuela ha estado preparando técnicos y ex- 
pertos para la industria del petróleo mediante: 


a) Estudio en los planteles universitarios y en las Escuelas In- 
dustriales. 


b) Ejercicio de la profesión en los cuadros de la Administración 
Pública en lo relativo a Petróleo y en las organizaciones de las 
empresas petroleras. 


Los expertos que prepara el Gobierno han tenido una experiencia 
limitada en la participación directa de las actividades propias de la 
industria por razones específicas de los servicios gubernamentales. 
Por esta razón, aún cuando el número de técnicos disponibles en el 
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Ís ya comienza a ser numeroso, conviene que aquellos que por 
itu público decidan dedicar su actividad profesional en bene-. 
cio del bien común, tengan la suficiente preparación para cono- 
la industria en sus menores detalles. 


Venezuela ha venido desde el descubrimiento del petróleo en su 
elo superando etapas. Primero fue la de fiscalización; luego la 
conservación desde el punto de vista físico. Con ésta se inició 
del mejoramiento de las participaciones y, por último, se ha 
egado a la de la supervisión de todas las fases de la industria, 
ncluyendo el mercadeo. 


on la creación de la Corporación Venezolana del Petróleo, el Es- 
do venezolano espera dar a sus técnicos y expertos toda la expe- 
meia que se necesita para un conocimiento a fondo de la indus- 
tria. De allí saldrán muchos de los hombres que más tarde ejer- 
erán funciones de supervisión de este recurso natural dentro de la 
Administración Pública. 


Facultad del Estado para Ejercer la Explotación Directa.—El 
ecutivo Nacional está facultado por el artículo 32 de la Ley de 
drocarburos, para ejercer directamente los derechos de explorar, 
plotar, refinar y transportar los hidrocarburos. De acuerdo con 
lo anterior, puede encomendar esa tarea a una empresa nacional de 
petróleo, organismo en forma de Instituto Autónomo, especialmente 
do para ello, que al operar no procedería como concesionario, 
o como organismo del Estado, por delegación de éste. Esto se ve 
oborado al observar que el artículo 2? de la Ley de Hidrocar- 
buros de 1938, facultaba al Ejecutivo para ejercer directamente los 
erechos que hoy le confiere el artículo 3? de la vigente Ley. Se 
blecía en la Ley de 1938 que, en el caso de que el Ejecutivo 
lviese ejercer directamente los mencionados derechos, lo acor- 
ía mediante decreto, y que quedaba autorizado para constituir, 
do lo tuviera a bien, las correspondientes empresas o estable- 
mientos industriales en instituciones y establecimientos oficiales 
ónomos. La Exposición de Motivos del Proyecto de Ley de 1943 
que en dicho proyecto se mantiene esta facultad del Ejecutivo 
ederal; pero se suprimen las disposiciones de índole reglamenta- 
sobre el modo de ejercerla. Al ser sancionada la Ley, el artículo - 
del Proyecto no sufrió modificación y es igual al artículo 3* de la 

tual Ley. 


cepción hecha del carácter de “no concesionario” de la empresa 
cional de petróleo, estará sometida en un todo a las disposiciones 
“de la Ley de Hidrocarburos. 


1083 


Con vista a lo anterior, el actual Gobierno, interpretando las aspi- 
raciones populares, ha creído de su deber proceder sin más dila- 
ción a la creación de la empresa nacional de petróleo. A tal objeto 
el Ministerio de Minas e Hidrocarburos preparó un Proyecto de 
Decreto que hizo del conocimiento público a través de la prensa, 
y luego encomendó su revisión y estudio al Consejo Nacional de la 
Energía, organismo consultivo creado por el Gobierno Constitucio- 
nal para que lo asista en la política a seguir en materia de utili- 
zación de los recursos de energía, en el cual están representados 
todos los sectores del país. 
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11 / DECRETO DE CREACIÓN 


El Proyecto de Decreto creando la Corporación Venezolana del Pe- 
tróleo fue aprobado por el Consejo Nacional de Energía el día 8 
de marzo de 1960. Posteriormente el decreto número 260 fue dictado 
por el Presidente de la República en Consejo de Ministros el 19 
de abril de 1960. En él se establece que la Corporación estará 
adscrita al Ministerio de Minas e Hidrocarburos y que tendrá per- 
sonalidad jurídica y patrimonio propio e independiente del Fisco 
Nacional. 


1. Marco de Referencia.—La Corporación comenzará a operar en 
pequeña escala, e irá gradualmente ensanchando su campo de ac- 
ción, hasta constituirse en una empresa que realice todas las fases 
que integran la actividad petrolera. 


En el desarrollo de esas diversas fases, debe ser conveniente la colabo- 
ración de la iniciativa privada. De estimarlo así el Consejo Direc- 
tivo, la Corporación podrá promover empresas, pudiendo contri- 
buir al capital de las mismas. También podrá suscribir o adquirir 
acciones, participaciones o cuotas en empresas que tengan la misma 
finalidad. Por ello, su objeto comprende : 


a) La realización de todas las operaciones de una industria inte- 
grada: exploración, explotación, refinación y transporte de hidro- 
carburos, así como la compra y permuta de los mismos; 


b) La promoción de empresas con el propósito de desarrollar ac- 
tividades industriales o comerciales de hidrocarburos, pudiendo con- 
tribuir al capital de dichas empresas con los aportes que estime 
conveniente, y la suscripción o adquisición de acciones, participa- 
ciones o cuotas en empresas que persigan el mismo fin; y 


e) La realización de cualesquiera Otras actividades que contribu- 
yan al cabal cumplimiento de los fines de la Corporación. 
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2. Patrimonio.—Su patrimonio estará constituido por el derecho 
de explotación de hidrocarburos en las parcelas que le adjudique el 
Ejecutivo Nacional; por los gasductos nacionales que le transfiera 
éste; por los aportes en dinero que le haga; por los bienes muebles 
e inmuebles y otros derechos que le transfiera el Ejecutivo Na- 
cional o que adquiera por cualquier otro medio, y por la parte de 
los beneficios líquidos que conserve para el desarrollo de sus acti- 
vidades. 


El Congreso Nacional de la República de Venezuela autorizó al 
Ejecutivo Nacional, con fecha 18 de julio de 1960, para transferir 
a la Corporación Venezolana del Petróleo el derecho de explorar 
y explotar hidrocarburos en una superficie de concesiones de apro- 
ximadamente 141.000 Has., de las cuales, alrededor de 135.000 es- 
tán en el Lago de Maracaibo. El valor asignado a estas concesio- 
nes es de unos 600 millones de bolívares aproximadamente. Pos- 
teriormente, esta estimación será reajustada de acuerdo con los da- 
tos que se recaben en el curso de la explotación y con las pautas 
que señalen al mercadeo de petróleo para la adquisición de tierras 
con posibilidades petrolíferas. 


En cuanto a la red de gasductos que pasará al patrimonio de la 
Corporación, puede decirse que tiene un valor actual de 153 millo- 
nes de bolívares. Su longitud es de 550 kilómetros, y permite una 
distribución de gas de 220 millones de pies cúbicos diarios. En el 


- renglón de gas, la Corporación habrá de expandirse aceleradamen- 


te, en razón a la política que al respecto seguirá el Gobierno Na- 
cional. 


3. Organización.—Los órganos administrativos serán el Consejo 
Directivo y la Junta Ejecutiva. 


El Consejo Directivo estará integrado por el Ministro de Minas e 
Hidrocarburos o su representante, quien lo presidirá, y por seis 
personas de reconocida competencia en la materia, designadas, junto 
con igual número de suplentes, por el Ejecutivo Nacional. Este Con- 
sejo será el órgano máximo de la Corporación, y tendrá a su cargo 
la elaboración de normas de política general, planes de largo al- 
cance y otras materias atinentes a la cabal realización de los ob- 
jetivos de la Corporación. Deberá -resolver sobre todas las mate- 
rias que requieran la aprobación del Ejecutivo Nacional. 


La Junta Ejecutiva estará integrada por un Director General que 
la presidirá, y tres Directores, que serán nombrados por el Con- 
sejo Directivo, previa aprobación del Ejecutivo Nacional. Esta Jun- 
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Ejecutiva tendrá a su cargo la administración de la Corpora- 
ción, correspondiendo a ella todas las facultades de disposición y 
administración que no estén atribuídas al Consejo Directivo, de- 
biendo cumplir las decisiones y acuerdos de dicho Consejo Direc- 
TIVO. 

1 Director General tendrá la representación legal de la Corpora- 
ión y a su cargo estará la gestión diaria de los negocios. 


Aspectos básicos.—Las cuestiones básicas del Estatuto se es- 
dian a continuación. 


1 Actos y contratos.—Se han concedido amplias facultades a 
la Junta Ejecutiva para que actúe con criterio de empresa privada. 
Los actos y contratos serán celebrados por el Director General, en 
n todo de conformidad con las decisiones del Consejo Directivo y 
e la Junta Ejecutiva. Sin embargo, se establece que los derechos 
explotación de hidrocarburos no podrán ser enajenados ni gra- 
os, y que la adquisición, enajenación o gravamen de activos per- 
nentes con valor superior a Bs. 500.000, deberán ser aprobados 
viamente por el Ministerio de Minas e Hidrocarburos, a solicitud 
Consejo Directivo. 


Contratación de Préstamos y Emisión de Títulos de Crédito 
blico.—La contratación de préstamos y emisión de cédulas o bo- 
hipotecarios, será resuelta por el Consejo Directivo, y para ello 
erán cumplirse las disposiciones pertinentes de la Ley de Cré- 
Público. 


13 Presupuesto General y Programa de Operaciones.—Los pro- 
ectos de Presupuesto General de la Corporación y de Programa 
Operaciones, serán elaborados anualmente por la Junta Ejecu- 
quien deberá someterlos al Consejo Directivo para su acep- 
ión o modificación. La aprobación definitiva del Presupuesto y 
el Programa de Operaciones corresponderá al Ejecutivo Nacional. 


¿1 Reglamentación interna.—La elaboración de la Reglamenta- 
n Interna de la Corporación y la modificación de la misma, co- 
ponderá al Consejo Directivo. 


> Informe Anual, Balance General y Demostración de Gananm- 
is y Pérdidas.—El Informe Anual, Balance General y Demostra- 
ión de Ganancias y Pérdidas, serán presentados por la Junta Eje- 
utiva al Consejo Directivo para su examen y aprobación o modi- 
icación. Los mismos deberán ser sometidos a la consideración del 
ecutivo Nacional dentro de los tres meses siguientes a la termi- 
sión de cada ejercicio anual. 
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El Balance General y la Demostración de Ganancias y Pérdidas se 
formularán en los términos establecidos por el Código de Comercio 
y siguiendo las normas contables generalmente aceptadas en la 
industria; deberán ser certificados por una firma de auditores in- 
dependientes, y publicados, junto con dicha certificación, dentro de 
los tres meses siguientes a la terminación del ejercicio. 


4.6 Promoción de Empresas y Adquisición de Acciones, Partici- 
paciones o Cuotas.—La promoción de empresas y la adquisición o 
suscripción de acciones, participaciones o cuotas, son materias que 
competen al Consejo Directivo. 


4.7 Fondos Especiales. — Los fondos especiales de reserva, de 
previsión o de amortización, o cualesquiera otros que se consideren 
necesarios, serán creados por el Consejo Directivo, a proposición 
de la Junta Ejecutiva o por propia iniciativa, debiendo determinar 
el Consejo la cantidad que a tales efectos se cargará a la cuenta de 
Ganancias y Pérdidas. 


4.8 Reuniones y quorum.—El Consejo Directivo se reunirá una 
vez al mes, por lo menos, o cuando sea convocado por su Presidente 
por propia iniciativa o a petición de tres de sus miembros. El quo- 
rum necesario para que él pueda deliberar, será de cuatro miem- 
bros; en caso de empate, el voto del Presidente decidirá. Si un 
miembro del Consejo dejare de asistir a dos reuniones consecutivas, 
sin causa justificada, perderá su condición de tal. 


La Junta Ejecutiva se reunirá una vez por semana, por lo menos, 
y cuando sea convocada por el Director General, por propia ini- 
ciativa o a petición de dos de sus miembros. El quorum necesario 
para deliberar será de tres miembros; en caso de empate, el voto 
del Director General decidirá. 


4.9 Año Económico.—Comenzará el 1* de enero y terminará el 
31 de diciembre de cada año. El primer ejercicio comenzará en la 
fecha de publicación del Decreto que crea la Corporación, y termi- 
nará el 31 de diciembre del año respectivo. 


4.10 Distribución de los Beneficios Líquidos de cada Ejercicio.— 
Como se ha afirmado anteriormente, uno de los móviles que llevan 
al Estado a constituir la Corporación Venezolana del Petróleo es 
la obtención de mayores beneficios que los que deriva actualmente 
de la explotación de nuestros hidrocarburos por las empresas pri- 
vadas. Atendiendo a ello y a las disposiciones de la Ley Orgánica 
de la Hacienda Nacional, que establecen que los ingresos de los Ins- 
titutos Autónomos no se considerarán como rentas públicas y que 
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sólo se tendrán como tales las cantidades líquidas que conforme a 
su régimen especial deben entregar esos Institutos al Tesoro Na- 
cional, se ha estimado conveniente consagrar en el Proyecto de De- 
creto la siguiente distribución de los beneficios líquidos de cada 
ejercicio: un mínimo de 50 por ciento pasará al Fisco Nacional, 
hasta un máximo de 50 por ciento se destinará al desarrollo de la 
Corporación o al mejoramiento de sus instalaciones; una cantidad 
cuyo monto y términos serán establecidos por el Consejo Directivo, 
se destinará a bonificación de los miembros de la Junta Ejecutiva 
y demás empleados. Las bonificaciones individuales no podrán ex- 
ceder en ningún caso de la sexta parte de la remuneración anual. 


4.11 Disposiciones Finales.—Se ha creido conveniente destacar que 
la Corporación no gozará de las prerrogativas y privilegios que se 
acuerdan al Fisco Nacional en la Ley Orgánica de la Hacienda Na- 
cional, a pesar de ser ese el régimen normal de los Institutos Autó- 
nomos, cuando en la Ley o Decreto que los crea no se establece lo 
contrario. Tal situación, aunada a la aplicación de la disposición 
del Código de Comercio y de las normas generalmente aceptadas 
en la Industria en lo que respecta a la formulación del Balance Ge- 
neral y la Demostración de Ganancias y Pérdidas, así como la cer- 
tificación y publicación de los mismos en la forma ya explicada, 
coloca a la Corporación en un mismo plano de igualdad con las 
empresas privadas, excepción hecha de su carácter de no concesio- 
naria, lo que permitirá su conducción con criterio de empresa pri- 
vada y al mayor conocimiento posible para el Estado de los modos 
de operar la industria petrolera en todos sus aspectos. 
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La creación de la Corporación Venezolana del Petróleo, como ya 
se mencionó, tropezó con innumerables argumentos de oposición. 
Se dijo que debían determinarse los servicios esenciales del Estado 
para formular un plan integral de inversiones de los fondos pú- 
blicos antes de proceder a un desembolso de capital como el que 
requiere la explotación directa del petróleo. En el curso de este tra- 
bajo se ha probado la importancia esencial de la industria petro- 
lera que le da prioridad en la economía venezolana y la necesidad 
de imprimirle una orientación más cónsona con el interés nacional. 
Desde este punto de vista, la Corporación es una necesidad. Se ar- 
guyó también que el Gobierno Nacional debía resolver primero los 
problemas de la Siderúrgica, de la Petroquímica, de la Línea Aero- 
postal Venezolana y de la Compañía de Teléfonos, antes de em- 
barcarse en nuevos proyectos. El argumento ignora, por una parte, 
los éxitos del Instituto de Canalizaciones y de la Compañía Vene- 
zolana de Navegación, y también el de que, tanto la Siderúrgica 
como la Petroquímica, estuvieron mal concebidas y mal planeadas. 
La Corporación Venezolana del Petróleo programará cuidadosamen- 
te sus actividades, tanto a corto como a mediano y a largo plazo 
para que los resultados sean positivos. 


Se apuntó también que los fondos públicos debían utilizarse en el 
desarrollo de otras fuentes de riqueza que disminuyeran la depen- 
dencia de Venezuela de un solo producto. Este argumento desco- 
noce la necesidad que tiene la industria petrolera de continuar un 
desarrollo armónico en todas sus fases para que pueda conservarse 
eficiente y próspera. De no existir la tesis de “no más concesiones”, 
el Estado tendría que seguir poniendo su riqueza petrolera en ma- 
nos del capital foráneo o del nativo, si lo hubiere disponible, sin 
que esto redujera en nada nuestra dependencia de un solo producto. 
A la Corporación del Petróleo le toca ejercer ahora esas funciones, 
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- y es, por tanto, una necesidad. Sus beneficios, como los prevé el 


- Estatuto, serán utilizados por el Estado venezolano para mejorar 


otros niveles de su economía. 


La Corporación Venezolana del Petróleo, aun cuando se le ha dado - 
la estructura de una empresa de operaciones integradas, no podrá 
abarcar desde sus comienzos todas las actividades de la industria 
petrolera. De aquí la obligación de programar estas actividades a 
corto, a mediano y a largo plazo. 


SÁ 


1. A corto plazo la Corporación del Petróleo tenderá a estruc- 
turar una organización realmente funcional. Actuará prudentemen- 
te, creando los Departamentos que necesite para las primeras ope- 
raciones que hayan sido estudiadas y proyectadas. 


1.1 En razón a que algunas de las áreas que le serán transfe- 
ridas son probadas o semi probadas, determinará en ellas los pun- 
tos donde sea conveniente perforar para obtener petróleo, 


1.2 De encontrarse petróleo en estas perforaciones, la Corpora- 
ción deberá utilizarlo, para lo cual se realizarán estudios tendien- 
tes a determinar la forma en que el producto deba ser introducido, 
tanto en el mercado doméstico como en el internacional. El mercado 
doméstico ha venido creciendo progresivamente, y las cifras de de- 
manda interna en los años del 50 al 60, muestran aumentos en los 
renglones de gasolina, kerosene, diesel y gas oil, asfalto y lubri- 
cante. Descontando el combustible utilizado para barcos, la deman- 
da venezolana es de unos 80.000 barriles diarios, siendo el pro- 
ducto de mayor consumo la gasolina, con 43.000 barriles diarios, 
seguido por el diesel y el gas oil, con 22.000 barriles diarios, y 
luego el fuel oil y el kerosene. 


Para cubrir las necesidades locales de estos productos, la Corpo- 
ración deberá refinar petróleo. Esta operación se podría efectuar 
utilizando el exceso de capacidad de refinación existente en las di- 
ferentes instalaciones del país. Cuando la demanda crezca aprecia- 
blemente y sea conveniente desde un punto de vista económico cons- 
truir una refinería, la Corporación, como se indica más adelante, 
en su programa a mediano y a largo plazo, enfocará y resolverá 
este aspecto de la operación. 


En el mercado internacional, de existir excedentes en la produc- 
ción de la Corporación que no deben ser colocados en el mercado 
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doméstico, se exportará un volumen conveniente. La proporción del 
mercado internacional, que deberá cubrir la Corporación, será de- 
terminada posteriormente, pero indudablemente provendrá en parte 
de los aumentos de demanda que experimente el crudo venezolano 
en dicho mercado dentro de los límites señalados por la política 
de defensa de los precios que ha venido siguiendo el Gobierno Na- 
cional. 


1.3 En lo referente a la distribución del gas, la Corporación re- 
cibirá en transferencia los sistemas actualmente administrados por 
el Instituto Venezolano de Petroquímica, y así estará encargada de 
adelantar esta actividad. El programa a mediano y largo plazo es- 
tudiará otras posibilidades en torno a este importante renglón. 


2. Programa a Mediano y Largo Plazo 


2.1 En capítulos anteriores se dijo que el principio de “no más 
concesiones” tiene como efecto disminuir el incentivo de la industria 
privada para efectuar actividades exploratorias fuera de sus conce- 
siones. Se dijo también que la Corporación tendría entonces una 
función normalizadora de estas actividades, por cuanto cualquier con- 
tracción que hubiese en el rubro sería compensada por ésta. Como 
quiera que este tipo de actividad, en escala nacional, podría exigir, 
cuantitativamente, una inversión substancial, la Corporación pro- 
grama su desarrollo a mediano y largo plazo, con fondos derivados 
de la explotación. Sin embargo, se adelantará el momento para estos 
desarrollos cuando el interés nacional y las condiciones de la indus- 
tria lo requieran con fondos suministrados directamente por el 
Estado. 


2.2 Lo mismo se podría decir de las actividades de perforación, 
en lo que se refiere a pozos exploratorios. Se comprende que esta 
actividad tiene un riesgo mayor y no será intentada sin antes haber 
obtenido éxito en operaciones de explotación en las áreas semi-pro- 
badas que parecen tener mejores perspectivas al presente. 


2.3 La construcción de una Refinería por la Corporación será 
también otro de los objetivos a mediano y largo plazo dentro de un 
período que se calcula entre dos a siete años. Hay proposiciones 
concretas de otros países para la instalación de una planta de refi- 
nación, de suerte que podría no estar tan distante el momento de 
su construcción. 


2.4 La integración de los sistemas de transporte y distribución 
del gas se efectuará de acuerdo con factores económicos y de polí- 
tica petrolera. Además de los sistemas que recibirá la Corporación 
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transferencia, existe la posibilidad inmediata de adquirir otros 
Que le han sido ofrecidos por empresas privadas; sin embargo, las 
posibilidades de capital limitan por los momentos esta acción. 


La tendencia para el futuro, que se espera realizar en poco tiempo, 
- será la de asignar este servicio exclusivamente a la Corporación. 
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LA INDUSTRIA PETROLERA DESDE EL PUNTO DE 
VISTA NACIONAL 


Fue el trabajo N? 43, Tema III, del Congreso Centenario del Co- 
legio de Ingenieros de Venezuela, celebrado en octubre de 1961. Casi 
sería superfluo decir que fue piedra controversial de dicho Con- 

greso, y aunque el autor no estuvo presente para defenderlo per- 

sonalmente por estar desempeñando una doble misión diplomática 
y técnica en la República Arabe Unida e Irán, recibió calurosa aten- 
ción hasta el punto de que el Colegio de Ingenieros de Venezuela 
hizo su primer pronunciamiento público respecto a la política pe- 
trolera del Gobierno Nacional. Vale la pena transcribir aquí la Re- 

solución del Congreso Centenario relativa a esta ponencia: 


“Política Petrolera 


41. Apoyar los siguientes puntos relativos a la Industria Petro- E 
lera del país: 


a. La política de no otorgar más concesiones y la urgencia de 
definir nuevas fórmulas contractuales que permitan el desarrollo 
de la Industria. 


b. La filosofía de estabilización de precios de los crudos por im: 
termedio de los organismos pertinentes. 


e. La creación de la Corporación Venezolana del Petróleo como 

instrumento de solución de los problemas de drenaje de reservas 
macionales, industrialización del gas, producción, refinación y dis- 

tribución del petróleo y otras actividades que le son propias. 

d. La regularización y control de precios mediante la Comisión 
Coordinadora de la Conservación y Comercio de los Hidrocarburos. 
e. Los esfuerzos encaminados a eliminar el tratamiento discrimi 

matorio que establecen las medidas restriccionistas de los Estados 
Unidos, que van en detrimento de nuestra economía y en beneficio 
de otros países. 


115 


42. Recomendar al Gobierno Nacional: 


a. Adoptar las medidas que permitan el desarrollo de las activi- 
dades exploratorias, a fin de garantizar un nivel de reservas cón- 
sono con las necesidades de nuestra producción petrolera. 


b. Mantener una permanente vigilancia sobre los mercados, a fin 
de tomar las medidas conducentes a conservar nuestros mercados 
naturales y participar en el crecimiento de los mismos. 


c. Auspiciar el crecimiento de la industria petrolera del país en 
la medida que convenga a los intereses nacionales. 


d. Establecer un programa efectivo de formación de personal téc- 
nico y administrativo, debidamente capacitado para las delicadas 
funciones de control, desarrollo y administración de nuestra riqueza 
petrolera, especialmente en lo que atañe al Ministerio de Minas e 
Hidrocarburos.” ; 


Con todo, olvidó el Congreso Centenario hasta la más mínima dis- 
tinción para el autor al ni siquiera agradecerle la presentación de 
este trabajo tan duramente debatido durante las sesiones de Comi- 
sión y durante la sesión plenaria que le correspondió. Cree el autor 
que este olvido, posiblemente muy merecido si es que se ha de te- 
ner en cuenta que el valor del trabajo apenas si estuvo en haber 
compendiado las ideas expresadas por otros, se debió más bien al 
calor que se puso en las discusiones que hizo perder la perspectiva 
de que el autor debía, al menos, recibir una manifestación de gra- 
titud, que al deseo expreso de no hacerlo. 


Posteriormente, partes resaltantes del trabajo fueron publicadas por 
la prestigiosa revista ARCO, en su número 22, correspondiente al 
mes de junio de 1962. En el número 24 de la misma revista, el se- 
ñor Oscar Hernández, hizo valiosas observaciones críticas a las 
diversas ideas y opiniones expresadas por má en diversas oca- 
siones, pero especialmente a las compendiadas en el trabajo que 
aquí se comenta. Más tarde me referí a esas observaciones en otros 
trabajos, y creo haber aclarado algunos conceptos que, para la épo- 
ca, no estaban suficientemente pulidos, y que, por tanto, podían ha- 
ber creado dudas respecto a su posible veracidad en algunos casos. 
Originalmente el trabajo fue preparado por el suscrito para que 
fuese presentado a través del Ministerio de Minas e Hidrocarbu- 
ros; sin embargo, visto que no hubo tiempo de hacer las consultas 
necesarias con los partidos políticos de Gobierno, a fin de obtener su 
aprobación, el autor decidió presentarlo en forma individual por 
considerar que era necesario obtener alguna expresión del Colegio 
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de Ingenieros de Venezuela respecto a la política petrolera nacional 
y que esta ocasión no podía ser mejor que la brindada por la cele-- 
bración del Congreso Centenario, conmemorativo de la fundación 

de esta entidad. . 


El autor conoce la parte muy importante desempeñada por los in- 
genieros Andrés Sucre, entonces Presidente del Colegio, Luis Lan- 
der, Elías E. Acosta H., Pedro Márquez, Hugo Pérez La Salvia y 
otros en el examen minucioso y defensa de los puntos de vista con- 
tenidos en LA INDUSTRIA PETROLERA DESDE UN PUNTO 
DE VISTA NACIONAL. A ellos les corresponde en muy buena par- 
te el resultado obtenido y las resoluciones aprobadas por el Con- 
greso, y el autor se congratula de haber encontrado tan brillantes 
defensores en momentos en que se encontraba alejado del terruño 
nabivo. 


r 


LA P 


5 e A 


LA INDUSTRIA PETROLERA DESDE EL : 
PUNTO DE VISTA NACIONAL ES 


I. INTRODUCCION 


1 Fuentes y Consumo de Energía en el Mundo. 
2. Petróleo y Gas, Recursos no renovables escasos. 
3. La Industria Petrolera en la Economía Nacional. 
4 


La Industria en el Mundo y Aspectos. 


1. LINEAMIENTOS DE POLITICA PETROLERA 


Preámbulo. 
1. Planteamiento de “No más Concesiones”. 
2. Planteamiento de “Precios Justos en el Mercado”. 
3. Planteamiento de Participación Directa. 
4. Planteamiento de Cooperación con los Países Exportadores Netos de Petróleo. 
5. Planteamiento sobre Restricciones al Comercio Internacional del Petróleo. 


6. Planteamiento sobre el Rendimiento del Capital e Inversiones Petroleras. 


I / INTRODUCCION 


1. Fuentes y consumo de energía en el mundo 


1.1 El consumo de energía en el mundo aumentará 300 por ciento 
entre 1952 y 1975 y otro 300 por ciento entre este año y el año 
2000; es decir, un aumento total de 10 veces el consumo de 1952, 


1.2 En cifras absolutas, las estimaciones de producción de energía 
para 1975 son del orden de 9.650 millones de toneladas de carbón, 
equivalente a unos 39.000 millones de barriles, es decir, 108 millo- 
nes de barriles diarios. Para el año 2000 sería de aproximadamente 
330 millones de barriles diarios. 


1.3 El petróleo tendría que cubrir cerca del 41 por ciento de esta 
producción, unos 44 millones de barriles diarios para 1975 y cerca 
de 130 millones de barriles diarios para el año 2000 si se conserva 
la misma proporción de participación. De crecer ésta como parece 
la tendencia y se hiciera 50 por ciento de la producción total de 
energía, entonces en el año 2000 sería del orden de 165 millones de 
barriles diarios. El consumo total entre 1960 y 1975 sería así de 
178 mil millones de barriles y de un billón a un billón trescientos mil 
millones entre 1960 y el año 2000. 


1.4 La enorme importancia del petróleo y del gas como recursos 
energéticos para los países es enorme, sea que éstos estén en pleno 
desarrollo industrial o que estén comenzando este desarrollo. No 
hay duda que el costo de esta energía y el volumen de su disponibili- 
dad, son factores esenciales para satisfacer debidamente el consumo 
mundial. Existe la tendencia por parte de los países desarrollados, 
grandes consumidores de energía y en quienes reposa el control de 
los capitales invertidos en la industria petrolera del mundo, de man- 
tener precios bajos sobre la energía para producir productos elabo- 
rados suficientes para el consumo propio y para el mercado inter- 
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Nacional. De otra parte, los países en etapa de desarrollo tienen 
que hacer grandes apartados de sus ingresos en divisas extranjeras 
para asegurarse el abastecimiento necesario de energía. 


2. Petróleo y Gas, recursos no renovables escasos 


2.1 La conservación del petróleo y del gas tiene las siguientes ca- 
racterísticas : 


a) Evita el desperdicio físico de las substancias. 


b) Aumenta la recuperación final de los hidrocarburos contenidos 
en los yacimientos. 


c) Salvaguarda los derechos correlativos de terceros. 


d) Procura los mayores beneficios para la colectividad a través de 
precios justos y de un equilibrio racional entre la oferta y la demanda. 


2,2 Vale la pena mencionar ahora la tesis de los combustibles esca- 
sos vs. los combustibles básicos abundantes que establece, en el caso 
del petróleo, que éste por ser mucho más escaso y más factible de 
agotarse rápidamente, no debería ser usado cuando haya fuentes 
- de energía disponibles a un precio igual o aproximadamente igual. 
Así, la producción exagerada del petróleo en competencia con el 
carbón del mismo precio no debe ser permitida. El precio del petró- 
leo debe ser mantenido a un nivel tal que se impida competir con 
el carbón o con la energía hidráulica. 


- 2.3 Los hidrocarburos son recursos no renovables. 


2.4 La conservación de los hidrocarburos es necesaria y cubre 
objetivos tanto técnicos como económicos. 


2.5 Los hidrocarburos son recursos singulares cuya tasa de pro- 
ducción no puede estar gobernada por el libre juego de la oferta y 
la demanda ni depender de la decisión del interés privado solamente. 


2.6 La interferencia gubernamental es necesaria en el caso de 
los hidrocarburos a fin de procurar el correcto balance entre la 
oferta y la demanda. 


2.7 La Conservación se podría definir como “El esfuerzo por 
asegurar a la colectividad los máximos beneficios presentes y futu- 
ros del uso de los recursos naturales. Implica el inventario y eva- 
luación de los recursos naturales, requiere el mantenimiento de 
éstos a un nivel cónsono con las necesidades de la colectividad, y 
exige la substitución hasta donde sea posible de los recursos no 
renovables por lo menos abundantes. No solamente busca eliminar 
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producción y del uso. Así, la conservación involucra el balance de 
los recursos naturales vs. los recursos humanos y los derechos de 
la generación presente vs. los de la generación futura. Necesita 
armonizar, además, los procedimientos y objetivos de la conserva- 
ción con las condiciones del orden económico presente y futuro y 
requiere una cuidadosa delimitación de deberes y poderes entre las 
entidades privadas y públicas. (C.t. Seith, Conservation of Minerals, 
Science, p. 109-110). 


3. La Industria Petrolera en la Economía Nacional 


3.1 Los ingresos ocasionados por la explotación de hidrocarburos 
en el país representan para 1960 el 60,5 por ciento de los ingresos 
fiscales totales. 


3.2 El valor bruto de la producción de hidrocarburos es el 29,9 
por ciento del P. N.B. 


3.3 El valor de las exportaciones petroleras es el 79,4 por ciento 
del valor total de las exportaciones del país para el mismo año. 


3.4 La Balanza Internacional de Pagos en el sector de Cuentas 
Corrientes muestra déficit a través de los últimos 10 años. 


3.5 La dependencia de la economía venezolana de la explotación 
de los hidrocarburos es indiscutible. Sin embargo, debe propiciarse 
una política económica que tienda a disminuir esa dependencia ha- 
ciendo que el desarrollo en otros sectores contribuya equilibrada- 
mente a la expansión económica y que la industria petrolera pueda 
continuarse desarrollando en forma racional y pausada. 


4. La Industria, en el Mundo y aspectos 


4.1 Desde principios del siglo XIX el petróleo es considerado como 
un material estratégico. 


4.2 Los países desarrollados, grandes consumidores de energía, 
controlan a la industria petrolera del mundo, especialmente EE. UU. 
e Inglaterra que, entre ambos, tienen más del 50 por ciento de las - 
reservas probadas del petróleo del mundo. Descontando las reservas 
de EE. UU. y de los países socialistas, el dominio petrolero anglo- 


el desperdicio físico sino el económico y mejorar la técnica de la 


norteamericano sería de más del 70 por ciento. Individualmente,. 


EE. UU. controla cerca del 45 por ciento de las reservas foráneas 
e Inglaterra el 25 por ciento, aproximadamente. El resto está en 
manos de los franceses y de los holandeses y recientemente bajo 
control de los japoneses. 
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4.3 En 1955 existe la situación de que sólo ocho compañías inte- 
gradas poseen más del 50 por ciento de la producción mundial y 
80 por ciento de las reservas probadas. 


4.4 Hubo en los EE. UU. una condición especial de desperdicio 
del petróleo en los primeros años del desarrollo de la Industria 
que llevó, finalmente, a la intervención y al control federal y estatal 
de las actividades de ésta a fin de conservar y proteger un recurso 
de tanta importancia para el desarrollo industrial y por ende eco- 
nómico de EE. UU. 


4.5 En la industria petrolera se reconoce que los precios son “ad- 
ministrados” (Zimmermann, pág. 30), y que las solas leyes de la 
oferta y de la demanda que en otros renglones del libre comercio 
Se reconocen como automáticas en la regulación de los precios, no 
son aplicables. 


4.6 El petróleo es un recurso tal que tiene que ubicarse fuera del 
campo de los productos cuyo mercado está sometido a las leyes 
automáticas de la oferta y la demanda. Así, recibe tratamiento 
especial en los países altamente desarrollados que lo poseen, en don- 
de su precio y su utilización son protegidos al máximo. 


124 


11 / LINEAMIENTOS DE POLITICA PETROLERA 


Preámbulo 


Al comenzar su gestión el nuevo Gobierno Constitucional en 1958, 
se reanuda, como era de esperarse, el estudio de las cuestiones bá- 
sicas de la economía venezolana. Entre esas cuestiones está la in- 
dustria del petróleo, cuyo análisis se venía haciendo con un criterio 
más amplio, más avanzado y más equitativo desde el punto de vista 
nacional por los venezolanos que sentían la preocupación de que 
nuestra mayor riqueza no fuese debidamente atendida por el Estado. 


Con el Gobierno que se instala después de los comicios de diciembre 
de 1958 —mes en que el Gobierno Provisional pone el ejecútese a 
la modificación de la Ley de Impuesto sobre la Renta que sube la 
participación de la Nación al denominado 60-40— forzosamente se 
empiezan a examinar cuidadosamente la situación de la industria 
petrolera en el país y las políticas que sobre el petróleo viene apli- 
cando el Estado venezolano. 


Poco a poco se adquiere una nueva visión de conjunto de la industria 
y entonces se ponen de relieve algunos hechos importantes que llevan 
al Gobierno, a través del Ministerio de Minas e Hidrocarburos, a 
expresar sus lineamientos de política petrolera que, aunque califi- 
cados de dogmáticos en muchas oportunidades, han estado, por el 
contrario, bajo el celoso escrutinio del Despacho, para irlos adap- 
tando a las circunstancias o situaciones del momento. Con todo, la 
opinión pública debe aceptar la posición de que el Gobierno en cier- 
tas cuestiones tiene que programar a largo plazo y adelantar prin- 
cipios básicos de política, única forma de que se pueda impulsar 
inteligentemente el proceso económico del país. 


Después de estudiada la industria, el Gobierno ha expuesto sus li- 
neamientos de política petrolera, de entre los cuales pasamos a 
exponer los siguientes : 
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1. Planteamiento de “No más concesiones”. 
2. Planteamiento de “Precios justos en el mercado”. 
3. Planteamiento de “Participación Directa”. 


4. Planteamiento de “Cooperación con los Países Exportadores 
Netos de Petróleo”. 


5. Planteamiento sobre “Restricciones al comercio internacional del 
petróleo”. 


6. Planteamiento en relación a “Los rendimientos de las inversiones 
petroleras en Venezuela”. 


1. Planteamiento de “no más concesiones” 


Este principio tiene un fundamento técnico bien cimentado. Sus 
raíces se han de buscar desde antes de la aprobación de la Ley de 
Hidrocarburos de 1943 y, posteriormente, en la actuación del Go- 
bierno del período 1945-1948. Desde este punto de vista técnico, el 
examen de la industria arroja los siguientes resultados: 


a) En el período 1949-1957 las reservas petroleras del sector pri- 
vado de la industria aumentan de 7.650 millones de barriles a 
15.600 millones de barriles, es decir, se duplican. Más aún, si a 
las reservas probadas para el 31 de diciembre de 1957 se agregan las 
descubiertas en los años subsiguientes al otorgamiento de las nue- 
vas concesiones de 1956 y 1957, el total sería del orden de los 17.200 
millones, que representan el 225 por ciento de las reservas probadas 
para el 1* de enero de 1949. Todavía más, si a las reservas de petró- 
leo se agregan las de gas natural, asociado o no al petróleo, las 
reservas suben a cerca de 19.600 millones en 1957 y a 23.000 mi- 
llones de barriles en 1959. Para el año 1960 la cifra se eleva un 
poco más, hasta llegar a unos 24.000 millones de barriles. 


b) A fines de 1957 el área de concesiones en manos del sector 
privado de la industria era alrededor de 6,7 millones de hectáreas. 
De esta superficie el área probada era de 465 mil hectáreas, es 
decir, 10 por ciento del total, pero además de dicha área probada 
quedaban alrededor de 125 mil hectáreas no explotadas que repre- 
sentaban el 27 por ciento del total respectivo, 


Para fines de 1960 el área de concesiones es ya de unos 4,7 millones 
de hectáreas, disminución que se produce evidentemente por razo- 
nes técnicas y económicas, es decir, porque exploradas una parte de 
ellas se había llegado a la conclusión de que no era conveniente 
retenerlas y, por otra parte, porque aun en los casos en que podía 
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haber duda, las empresas las renunciaron para poder hacer deduc- 
ciones correspondientes en los años respectivos al Impuesto sobre 
la Renta, a fin de disminuir su capitalización y aumentar la rentabi- 
lidad del capital. 


ce) Si se estudian las áreas otorgadas en concesión desde los co- 
mienzos de la industria se encuentra que las empresas petroleras 
han ocupado en una época u otra, una superficie aproximada de 
las cuencas sedimentarias de más o menos 22 millones de hectáreas 
de las mejores tierras, o sea casi el 50 por ciento del total de éstas, 
que es de 44.580.000 hectáreas, sin incluir las extraterritoriales. 
En todo el proceso de adquisición y renuncia de concesiones, las 
empresas han ido seleccionando y guardando lo más prometedor de 
estas áreas. Además, a medida que progresa la explotación del 
petróleo en una región dada, más arduo resulta encontrar nuevas 
reservas, de donde se deduce que será evidentemente mucho más 
difícil encontrar yacimientos similares a los que están siendo opera- 
dos por el sector privado de la industria. 


d) Es evidente que el mundo petrolero entró en una etapa en que 
la concesión petrolera, tal como se conoce hoy en día, es anacrónica. 
Se argiiirá que esto no es cierto, puesto que en el Medio Oriente 
algunos países todavía otorgan concesiones, como en el caso re- 
ciente de Kuwait o el de la Zona Neutral entre este país y Arabia 
Saudita. Sin embargo, al observador poco apercibido se le escapa 
la motivación de estos otorgamientos. Quien crea que estos países 
solamente les interesa descubrir mayores reservas u obtener un 
potencial mayor de producción anda errado, porque Kuwait y Saudi 
Arabia tienen amplio y satisfactorio volumen de ambas cosas. La 
razón tiene que buscarse en otras dos direcciones distintas: o bien 
estos países tratan —obligados por las circunstancias especiales que 
gobiernan sus industrias— de otorgar concesiones en condiciones 
más ventajosas que obliguen a una revisión de las existentes, o bien 
existe alguna motivación política, como lo es el reconocimiento del 
nuevo estado político como nación independiente en el caso de Kuwait. 


Ñ S 
Estos países, por lo demás, tienen más amplias posibilidades petro- 
leras que Venezuela, En Venezuela la situación es distinta. Como 
se ha mencionado, el área por explorar con posibilidades petrolífe- 
ras está seriamente disminuida —lo que obliga a una consideración 
más pausada y seria del asunto—; además, dispone el país de medios 
que le permiten llegar a una participación justa, distintos al otor- 
gamiento de concesiones. No está, ni siquiera remotamente justi- 
ficado que Venezuela comprometa a largo plazo el desarrollo de 
las áreas restantes que quedan. 
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e) La política de “no más concesiones” no significa política de 
“no concesiones”. Estas ya existen en manos del sector privado de 
la industria en buena parte, pero sí cabe una política dinámica y 
flexible que, en un momento dado y bajo determinadas circunstancias, 
exija que la política de “no más concesiones” se substituya por una de 
“más inversiones en el sector petrolero”. Este tipo de situación ya fue 
considerado, cuando en el Estatuto de la Corporación Venezolana 
del Petróleo se dio la necesaria flexibilidad para permitir una 
expansión de la industria cuando ésta lo requiriese. Sólo falta que 
las empresas se adapten a esta nueva modalidad de negociar cuando 
crean llegado el momento oportuno de hacer nuevas inversiones. 


2. Planteamiento de “Precios Justos en el Mercado” 


2.1. El planteamiento de los precios justos encuentra gran justi- 
ficación económica en el hecho de que la renovación de las reservas 
exige nuevas inversiones de capital. De aquí que el precio del pro- 
ducto deba incluir la parte de aumento de costos que dicha renova- 
ción requerirá. De otro modo se iría a la liquidación progresiva del 
negocio sin que se hubiese previsto su renovación o reemplazo. En 
la actualidad, en los Estados Unidos el costo de reemplazo por cada 
barril utilizado es mayor que el precio de venta, lo que indica que 
éste está por debajo de su nivel conveniente. Igual cosa se puede 
decir del petróleo de los países exportadores, de donde se concluye 
que el precio debe subir a un nivel apropiado. 


2.2. Se sabe cuál es la influencia del petróleo en la economía del 
país. A esto se une la circunstancia de ser los hidrocarburos recursos 
no renovables de relativa escasez. Está pues ampliamente justi- 
ficado que el país busque la mejor utilización del recurso y su mejor 
rendimiento económico y social. 


Para ello no solamente tiene que tender a evitar el desperdicio en 
el sentido físico, sino también el desperdicio económico. En defti- 
nitiva, se trata de obtener un precio justo y razonable por la subs- 
tancia y tender hacia un equilibrio racional entre producción y 
demanda que impida el deterioro de los precios debido a super- 
producción. 


2.8. Desde sus comienzos la industria ha estado bajo el control de 
capitales foráneos, primordialmente interesados en obtener ganan- 
cias sobre las inversiones realizadas. Es función del Estado mirar 
por el interés colectivo, que no tiene que estar, necesariamente y 
cada vez, identificado con el anterior. Por esto, el Estado tiene que 
entrar a supervisar y dirigir esta industria básica. 
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2.4. A pesar de estas circunstancias, Venezuela no había sido re- 
conocida internacionalmente como país que tuviese el control de 
su industria petrolera. De otro modo no se puede entender que 
nunca estuviera presente en las reuniones de ciertos países que 
tenían que ver directamente con nuestra industria. Así, el Foreign 
Petroleum Supplies Committee de los Estados Unidos se reúne 
muchas veces con la asistencia de Inglaterra y Canadá en calidad 
de observadores para determinar la orientación que se le debe dar 
a los suministros de petróleos dominados por estos países. 


Ante esta situación, y visto que después de la crisis de Suez se 
tiende a normalizar la producción de Venezuela a niveles cónsonos: 
con la demanda —aunque la superproducción es tal que se empieza 
a ocasionar un serio deterioro del precio en el mercado inter- 
nacional— Venezuela decide crear un organismo que tendrá como 
doble finalidad vigilar la conservación del recurso y supervisar y 
controlar su exportación. 


Esto quiere decir que el país toma por primera vez la iniciativa 
y va, a través de la Comisión Coordinadora de la Conservación 
y el Comercio de los Hidrocarburos, del Ministerio de Minas e 
Hidrocarburos, a regularizar las exportaciones de petróleo vene- 
zolano para remediar la situación de deterioro de los precios que 
no han podido evitar las empresas. 


2.5. La creación de la Comisión se realiza en momentos en que 
Venezuela asiste al Primer Congreso Petrolero Arabe, que se cele- 
bra en El Cairo en abril de 1959, y con ella da el primer paso en 
la política internacional que llevará al nacimiento de la Organización 
de Países Exportadores de Petróleo (OPEP), ya que la idea es 
recibida con beneplácito y aprobación por los técnicos árabes que 
concurrieron a dicho Congreso. Bajo este signo se efectuó el “pacto 
de caballeros” de El Cairo que fuera firmado por Saudi Arabia, 
Kuwait, la RAU, Irán y Venezuela y que en buena parte sirviera 
de base para las Resoluciones del 1 Congreso Arabe. 


2.6. La Comisión Coordinadora se organiza con cinco miembros 
—seis en la actualidad— que se abocan a estructurar el organismo 
y a estudiar la manera de alcanzar los objetivos perseguidos. Así 
crea grupos de trabajo para mantener la información requerida 
e instruye a las empresas para que éstas, periódicamente (cada 
seis meses) notifiquen a la Comisión sus programas de venta de 
petróleo, incluyendo los volúmenes exportados, el precio de la nego- 
ciación, los nombres de los clientes, el tipo de petróleo vendido 
y otros datos pertinentes. 


En sus comienzos, la Comisión tropezó con las reticencias del caso, 
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pero gradualmente fue imponiendo su manera de operar que al fin 
se acepta como característica normal de la industria. En el camino 
tiene que ordenar el cierre de la producción de dos empresas que 
no parecían muy dispuestas a acatar las instrucciones recibidas, 
“impase” que termina por solucionarse satisfactoriamente. 

2.7. En su primera etapa la Comisión establece dos principios bá- 
sicos: uno el de que el Estado puede controlar la exportación del 
petróleo para balancear la oferta y la demanda y evitar la compe- 
tencia en el mercado internacional con otros productores mundiales; 
el segundo, el de que los precios de exportación deben ser autorizados 
por la Comisión. Además, instruye a las empresas para que éstas 
notifiquen a la Comisión las pérdidas de mercado que pudiera 
experimentar el crudo venezolano como consecuencia de la compe- 
tencia en los mercados internacionales, especialmente en sus mer- 
cados naturales. 


2.8. Como resultado la Comisión impide en Venezuela la baja de 
precios que iniciara la Esso Standard en el Golfo Pérsico en agosto 
de 1960 y de otra parte contribuye a hacer que esta rebaja sea 
menos acentuada cuando la B.P. anuncia cotizaciones más altas que 
las de la Esso Standard. Además, logra mejorar los precios de venta 
del petróleo venezolano en 5 centavos para el primer semestre de 
1960 e interviene en treinta y seis negociaciones de petróleo haciendo 
que los precios sean efectivamente mejorados. Su labor continúa 
reflejando mejorías en el año de 1961. En cuanto a los mercados 
naturales de otros países hace saber a las empresas que es política 
de Venezuela no enviar petróleo a la región al oeste de Montreal 
por considerarla mercado natural del Canadá; igual declaración hace 
con relación a Israel que lo considera mercado del Medio Oriente. 


2.9. La actuación de la Comisión en la defensa de los precios del 
petróleo y el control del binomio oferta-demanda originó cierta reper- 
cusión en la producción del país como era de esperarse y, también, 
una cierta disminución en algunos mercados del petróleo venezolano. 
Concretamente, el incremento de producción bajó en 1960 al 3 por 
ciento de 6,5 por ciento que había sido en 1959, previéndose un 
aumento por lo menos igual (3 por ciento) para 1961. Sin embargo, 
este efecto se verá compensado en 1961 por otro de magnitud mayor 
y de sentido contrario que se encuentra en los ingresos fiscales 
por concepto de petróleo que se estima aumentarán en un 4,5 por 
ciento. 

Como se observa este efecto es opuesto al fenómeno que se aprecia 
en el Medio Oriente en donde con un 12 por ciento de aumento de 
la producción en 1960 los ingresos apenas aumentaron en un 3 por 
ciento. En cuanto a los mercados naturales venezolanos tendría que 
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hacerse notar que se han visto afectados los del Canadá, Brasil 
y Uruguay debido a la política de la Comisión; cabe mencionar que 
la única manera de proceder a la defensa de los precios en el caso 
de Venezuela es a través de la Comisión y que de estos precios 
va a depender el monto del Impuesto Sobre la Renta que pagan los 
contribuyentes petroleros. En los países del Medio Oriente los con- 
tratos petroleros tienen la particularidad de que dicho impuesto es 
calculado con base a los precios cotizados y desde este punto de vista 
los precios de venta bajos no afectarían el monto del Impuesto 
Sobre la Renta. Sentado esto se dirá que en el caso del Canadá las 
importaciones del petróleo venezolano disminuyeron en 3.000 b./d. 
en 1960 mientras que las provenientes de empresas que operan en 
el Medio Oriente aumentaron en 35.000 b./d. 


Para el primer semestre de 1961 la participación de Venezuela en 
el mercado canadiense baja de 65,7 por ciento a 58,2 por ciento 
en comparación con igual época del año anterior. Los aumentos del 
Medio Oriente se deben a las empresas que operan en Kuwait y en 
Saudi Arabia principalmente. 


En el caso del Brasil se observa que Venezuela experimentó una 
disminución en 1959 al bajar de 65.000 b./d. exportados a 57.000 
b./d.; sin embargo, en 1960 aumentó nuevamente hasta 64.000 b./d. 
En términos porcentajes bajó del 60 por ciento del total en 1958 
a 51 por ciento en 1960. El Medio Oriente subió del 38 por ciento 
en 1958 al 47 por ciento en 1959 para bajar al 41 por ciento del 
total en 1960 que equivale a 46.000 b./d. Con todo, este mercado 
está sometido a fuertes presiones por las empresas que operan en 
el Medio Oriente y por Rusia y se teme una fuerte competencia que 
lleve al deterioro de los precios. 


En cuanto a Uruguay la participación de Venezuela en 1960 fue 
del 81 por ciento del petróleo importado, pero para 1961 se espera 
baje al 75 por ciento. Para resolver este problema Venezuela cuenta 
con la acción mancomunada de los países que forman la OPEP; sin 
embargo, pasará algún tiempo antes de que se pueda corregir esta 
situación mientras la OPEP termina de organizarse y de consolidar 
posiciones para ejercer suficiente control sobre sus exportaciones 
petroleras. No es ningún secreto que no todos los países que forman 
la OPEP tienen el mismo grado de control sobre sus propias indus- 
trias y se hace necesario fortalecer sus- sistemas administrativos 
para llegar a efectos definitivos. Una de las medidas que se tomarán, 
celebrada la III Conferencia de la OPEP en Teherán, será la de 
establecer en cada país miembro Comisiones similares a la que 
existe en Venezuela para así ejercer el debido control sobre las 
exportaciones y sobre los precios. 
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3. Planteamiento de participación directa por medio del Estado 


3.1. La participación directa del Estado en la explotación petrolera 
ha sido desde hace muchos años una ambición firme de los vene- 
zolanos. Cuando la nación otorgó una concesión a Manuel Pulido 
en 1878 y éste formó la Compañía Nacional Minera Petrolia del 
Táchira, los venezolanos dieron el primer paso en la explotación del 
petróleo. Si esta empresa hubiere tenido el éxito que se merecía, 
el desarrollo de la industria en Venezuela hubiera estado orientado 
básicamente por los venezolanos y posiblemente buena porción de 
la industria estaría ahora en manos del capital privado. Sin em- 
bargo, como se sucedieron las cosas la industria vino finalmente a 
desarrollarse por inversiones foráneas que dominaban el sector 
petrolero en el mundo. Con el tiempo la industria ha crecido hasta 
y hacerse industria básica en el desarrollo industrial y económico. 
Ante esto la nación se ve obligada a estudiar cuidadosamente la 
| situación y a tomar medidas que resulten en protección del patri- 
monio del país. En la masa de los venezolanos y especialmente en 
la de técnicos y trabajadores que laboran en la industria nació y 
creció la ambición de conocer a fondo los secretos de este importante 
sector industrial y más de uno soñó con fundar empresas venezolanas 
«para la explotación petrolera. 


3.2. A esta razón de índole algo efectiva se agregaron otras resul- 
tantes del análisis cuidadoso de las condiciones de lá industria hechas 
por los que con sentido nacionalista estaban realmente interesados 
en el bienestar del país. Así entre ellas la consideración de que las 
mejores áreas con posibilidades petrolíferas y las que contenían 
posiblemente las mayores reservas de hidrocarburos del país estaban 
ya en manos del capital foráneo y que debía protegerse las res- 
tantes; de que era necesario que los técnicos venezolanos aprendieran 
a fondo el manejo de la industria para su mejor orientación y des- 
arrollo futuro; de que existía peligro de drenaje del petróleo con- 
tenido en el subsuelo de las Reservas Nacionales, Zonas Libres y 
Sobrantes vecinos a campos petroleros en explotación que se evitaba 
en lo posible con restricciones en la distancia mínima que debían 
conservar los pozos de los concesionarios de los límites de sus con- 
cesiones ahora eliminada por el Ministerio de Minas, lo que determinó 
la substitución de una política anacrónica de “más concesiones petro- 
leras” por otra a realizarse a través de una empresa estatal más 
cónsona con la época, de aquí la creación de la Corporación Venezo- 
lana del Petróleo el 19 de abril de 1960. 


3.3. La Corporación Venezolana del Petróleo produce, de necesidad, 
un cierto impacto en el ambiente petrolero. Se toma por algunos 


132 


como el primer paso hacia la nacionalización que tendrá que pro- 
ducirse en plazo más o menos largo. Se presume que competirá 
con superioridad con las empresas del sector privado debido a las 
ventajas muy especiales que le daría el Estado. Se arguye que será 
un fracaso porque el Estado es un mal administrador y porque 
no hay suficientes venezolanos capaces de organizarla y conducirla. 
En definitiva se hacen todos los enfoques negativos imaginables 
y son pocos los que, estudiándola a fondo, tratan de llegar a con- 
clusiones positivas y programen sus actividades de acuerdo con ellas. 


3.4. Estas conclusiones positivas son muchas. El Estatuto de la 
Corporación Venezolana del Petróleo abre la ruta para la sustitución 
de la política anacrónica y poco nacionalista de “más concesiones”. 
Las estipulaciones 1 y 5 del Estatuto de la Corporación Venezolana 
del Petróleo rezan así: 


“Que la experiencia y los conocimientos adquiridos durante el largo 
tiempo que tiene establecida la industria petrolera en el país unido 
a que el petróleo continuará siendo por muchos años base de nuestra 
economía, justifican la creación de una empresa nacional de pe- 
tróleo”; 


“Que es política definida del Gobierno Nacional. no otorgar nuevas 
concesiones, por lo cual conviene atender al aumento de los recursos 
petrolíferos del país en relación con el desarrollo económico, no 
obstante que la industria privada mantiene bajo su administración 
extensas áreas que permiten un crecimiento normal de esos re- 
cursos”. 


En su discurso inaugural de la 11 Conferencia de la OPEP en 
Caracas, en enero de 1961, el Presidente de la República dijo textual- 
mente: “Mantenemos una política de no-expropiación de la com- 
pañías petroleras, pero también de no otorgamiento de nuevas 
concesiones. La Corporación Venezolana del Petróleo podrá con- 
tratar con particulares servicios de exploración, explotación y mer- 
cado de los crudos que puedan extraerse de las zonas a ella adscritos 
por el Estado”. Este tipo de declaración es en otras oportunidades 
adelantada por el Ministro de Minas e Hidrocarburos. Ante ella 
grupos petroleros interesados en el negocio que al mismo tiempo 
comprenden la necesidad de que éste se conforme a las modalidades 
de la nación venezolana, reaccionan favorablemente y se acercan 
a la Corporación Venezolana del Petróleo para hacer los primeros 
contactos. Desde hace meses la Corporación Venezolana del Petróleo 
viene estudiando no menos de diez proposiciones de grupos dife- 
rentes y se esperan otras antes de que termine el presente año 
de 1961. 
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Debe hacerse hincapié en este punto de que la vía para negociar 
con el Estado venezolano es a través de la Corporación Venezolana 
del Petróleo, a excepción de los casos que sean considerados directa- 
mente por el Ministro de Minas. La insistencia sobre más conce- 
siones del tipo que contempla la Ley de Hidrocarburos se considera 
absurda e improcedente. Si se ha de deletrear la política presente 
de desarrollo de la industria debe repetirse que ésta abre vías 
expeditas para las negociaciones del Gobierno Nacional directamente 
o a través de la Corporación Venezolana del Petróleo en las áreas 
adscritas o por adscribirse a ella. Cualquier proposición puede 
hacerse menos la de solicitar “concesiones” petroleras; con esto 
queda dicho todo y es el turno del sector privado de la industria 
proponer y exponer sus ideas al Gobierno Nacional en consonancia 
con los lineamientos de su política. 


3.5. Los resultados obtenidos por la Corporación Venezolana del 
Petróleo hasta el presente —octubre de 1961— se resumen fácil 
y claramente: 


a) Creación de una organización compacta y eficiente. 

b) Perforación exitosa de tres pozos que garantizan un potencial 
de producción de alrededor de 15.000 b./d. y de más reservas de 
gas y petróleo del orden de los 40 a 50 millones de barriles. 


c) Recepción y estudio de varias proposiciones de grupos privados 
en relación al desarrollo de áreas diversas en el país. 


De ellas se desprende que la Corporación Venezolana del Petróleo 
no ha fracasado como se esperaba sino que ha desarrollado una 
labor efectiva en la conducción de las actividades que le fueron 
encomendadas. Esto en cuanto a los logros a corto plazo. De otra 
parte se mantienen en constante estudio los programas a mediano 
y a largo plazo a fin de hacer las correcciones del caso. Vale la 
pena significar aquí que aunque se ha voceado la opinión por 
algunos de que la Corporación Venezolana del Petróleo ha fracasado 
en la colocación del petróleo obtenido y de que los pozos están 
cerrados, sólo existe desconocimiento de los programas y de la polí- 
tica de la Corporación Venezolana del Petróleo. Ni uno ni otro 
obligan a la venta inmediata del petróleo si no se encuentran cir- 
cunstancias favorables de precio o si éstas se oponen a los linea- 
mientos de política de la nación. Además, antes de que se pueda 
proceder a la venta después de perforados los Pozos y asegurado 
un potencial de producción dado, debe darse consideración econó- 
mica a la construcción de las instalaciones necesarias para proceder 
a las operaciones de producción, recolección, almacenamiento y em- 
barque. 
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4. Planteamiento de cooperación con los países exportadores netos 
de petróleo 


4.1. Como se ha explicado en otros capítulos, nunca habían inter- 
venido los países exportadores en la fijación de los precios inter- 
nacionales del petróleo. Era esta una cuestión siempre decidida por 
las empresas productoras o exportadoras aunque existían expresas 
disposiciones al respecto contenidas en las leyes y contratos que 
rigen los desarrollos petroleros de los países grandes exportadores 
netos. Esta falta de intervención hace que los precios del Golfo 
Pérsico y del Caribe con los años se vean gradualmente desligados 
entre sí y de los que se usaban al principio como punto de referencia 
en el Golfo de Méjico. La situación se hace aun más perjudicial 
para los países dueños del petróleo con las reducciones de precio 
de 1959 y de 1960, estas últimas sólo parcialmente aplicadas. 


4.2. Ante esta situación los países de Iraq, Irán, Arabia Saudita, 
Kuwait y Venezuela se reúnen en Bagdad en septiembre de 1960 
y forman la Organización de Países Exportadores de Petróleo 
—OPEP—. A la Conferencia también asiste Qatar como obser- 
vador. Los propósitos de la organización son claros y definidos y su 
fundamentación ampliamente justificada y razonable. La Declaración 
de Bagdad establece: 


a) Que los programas de desarrollo de los países dueños del petróleo 
están principalmente financiados por los ingresos petroleros. 


b) Que el presupuesto nacional depende de estos ingresos. 


ce) Que el petróleo es una riqueza perecedera y que a largo plazo 
tendrá que ser reemplazada por otras riquezas. 


d) Que el petróleo —los hidrocarburos— es fuente primaria como 
recurso energético para el mundo, y 


e) Que las fluctuaciones del precio afectan profundamente a los 
países productores grandes exportadores desquiciando sus economías 
y la de los países consumidores. 


En consecuencia concluye lo siguiente: 


a) Los países miembros no pueden permanecer al margen de los 
cambios de precios del petróleo. 


b) Los precios se mantendrán estables y los países miembros tra- 
tarán de restablecer los precios a sus niveles antes de las rebajas. 


e) Las empresas petroleras deberán consultar con los países cuando 
consideren justificada una modificación del precio. 
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d) Los países miembros formularán un sistema para asegurar: la 
estabilización de los precios a través de la regulación de la produc- 
ción, dando debida atención a los intereses de los países productores, 
asegurándoles entradas estables; a los consumidores garantizándoles 
un suministro regular de petróleo y a los inversionistas unas ganan- 
cias apropiadas al capital invertido. 


e) Los países miembros rechazarán las ofertas de tratamiento es- 
pecial de las empresas cuando vengan como medidas para desalentar 
las decisiones tomadas individualmente o en conjunto en el seno 
de la OPEP. 


4.8. Para implementar estas decisiones, la Conferencia de Bagdad 
acuerda la formación de la OPEP, que tenderá a la unificación 
de las políticas petroleras de los países miembros y a las medidas 
de conjunto que vayan en salvaguarda de los intereses de estos 
países. La Organización se reunirá dos veces por año y tendrá un 
Secretario General que será su órgano ejecutor asesorado por una 
Junta de Gobernadores. 


4.4. En la Conferencia de Caracas la OPEP acepta a Qatar como 
país miembro y después de aprobar el Estatuto de la Organización 
acuerda: 


a) Establecerse en Ginebra, Suiza. 


b) Preparar un estudio comparativo sobre las inversiones petro- 
leras y su rendimiento vis a vis otras industrias para la 111 Con- 
ferencia en Teherán. 


c) El Secretario General envía para su estudio por cada país 
un informe sobre la posición de éstos en la determinación de los 
precios, su basamento legal y los medios previstos para dirimir 
diferencias. y 


d) Estudio de una justa fórmula de precios basada en el prorrateo 
internacional si fuese necesario. 


e) Recomendación a los países que oponen restricciones al comercio 
internacional del petróleo, de consultar estas situaciones con los 
países miembros involucrados. 


f) Estudio por la Junta de Gobernadores de la reducción de acti- 
vidades en Venezuela y proponer medidas correctivas. 


g) Recomendación a las empresas que negocian con países miem- 
bros asuntos de alto interés de éstos para que lo hagan con espíritu 
de comprensión para asegurar su cabal solución. 


4.5. Los resultados obtenidos por la OPEP hasta el presente son 
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realmente prometedores si se considera el poco tiempo de actuación 
que la organización lleva. Estos resultados se pueden sumarizar así: 


1. Organización del Secretariado General en Ginebra con' las si- 
guientes dependencias : 


a) Departamento Técnico. 


a.l Sección de Geología. 

a.2 Sección de Producción. 

a.3 Sección de Mercados. 

a.d4 Sección Jurídica. 

a.5 Sección Económica y Financiera. 


b) Departamento de Administración. 
e) Departamento de Relaciones Públicas. 
d) Departamento de Ejecución. 


Este Secretariado ya está funcionando con bastante regularidad y 
mejorará su actuación en poco tiempo. 


2. Establecimiento de la Junta de Gobernadores formada de seis 
miembros, que ya efectuó su primera reunión en Ginebra en abril 
de 1961 y la segunda que se realizará en Teherán en octubre. La 
Junta llevará varios estudios y ponencias a la III Conferencia de 
la OPEP, relacionados con las Resoluciones de Caracas. 


3. Realización de dos Conferencias de alto nivel en Bagdad y en 
Caracas, y de una tercera que se efectuará en Teherán en octubre. 
Esta última revestirá particular importancia porque estudiará y 
recomendará medidas en relación con las Resoluciones 11.11, 11.12, 
11.13, 11.15 y 11.16 de la II Conferencia. 


4.6. Con todo, los efectos que la OPEP pueda tener sobre la deter- 
minación de un justo precio para el petróleo y sobre la regulariza- 
ción de la oferta y la demanda sólo pueden ser esperados a mediano 
o a largo plazo. Pensar que se pueda llegar a ello a corto plazo 
sería absurdo ya que se tienen que vencer muchas dificultades ini- 
ciales, de las cuales sólo pocas pueden ser vencidas a corto plazo. 
Los mayores obstáculos se encontrarán en la resistencia del sector 
privado o de las empresas que por estar acostumbradas a situa- 
ciones más fáciles, tienden a oponerse a la intervención estatal en 
lo que ellos consideran como prerrogativas fundamentales del sis- 
tema de libre empresa, vale decir, la decisión final de lo que debe 
hacerse con el petróleo para su venta en los mercados mundiales. 
Situaciones como ésta fueron confrontadas por el Gobierno Federal 
y los Gobiernos Estatales de Estados Unidos en épocas pasadas 
bajo cireunstancias similares. 
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Esta primera dificultad no podrá resolverse sino a mediano o a 
largo plazo, aunque bien podría facilitarse la labor de la OPEP si 
los grandes consorcios internacionales estuviesen dispuestos a con- 
versar sobre la materia de precios y regulación de los suministros 
con los representantes de los países exportadores netos en la OPEP. 
Hasta el presente ninguna de estas empresas ha manifestado esta 
disposición de negociar con la OPEP, pero sería altamente inte- 
ligente de su parte que lo hiciesen porque tarde o temprano estos 
criterios nacionalistas de los países exportadores que buscan el bien 
común habrán de imponerse como se impusieron en los Estados 
Unidos. 


4.7. De otra parte, la OPEP confronta la dificultad de que no 
todos los países miembros tienen el mismo grado de control sobre 
sus respectivas industrias. Algunos porque el basamento legal no 
es suficientemente claro, otros porque la formación técnica es in- 
eficiente cuantitativamente y, también, porque la influencia política 
y económica ejercida sobre algunos países ha presionado tanto 
que existe cierto temor a sanciones de tipo político o económico 
impuestas desde afuera. Existen precedentes en todos estos casos 
que prueban lo expresado y que son conocidos de los estudiosos de 
la materia. Cabe pensar que tomará tiempo despejar estas incóg- 
nitas pero que en definitiva las políticas petroleras de los países de 
la OPEP se irán haciendo cada vez más similares, con lo que la 
Organización irá ganando fortaleza y sus decisiones serán también 
más influyentes en lo doméstico y en lo internacional. No vale ni 
siquiera la pena discutir aquí la murmuración de que los países del 
Medio Oriente miembros de la OPEP abusarán de la buena fe de 
Venezuela traicionando sus pactos y alianzas con éste; esta Opinión 
es simplemente absurda e infantil. Venezuela en todos sus pactos 
internacionales mantiene una actitud permanente de estudio y de 
análisis, no parece ni siquiera remotamente posible que abandone 
esta actitud en el caso de la OPEP. De otra parte, hasta el presente 
los países miembros de la OPEP han cumplido fielmente sus com- 
promisos con la Organización. El primero fue la ratificación de la 
Declaración de Bagdad, que fue hecha en su debida oportunidad 
y que permitió la creación de la OPEP como organismo. La segunda 
fue la carta enviada por los países miembros del Medio Oriente 
a las empresas desconociendo la rebaja de precios de agosto de 1960, 
carta que no fue enviada por Venezuela a las compañías que 
Operan en el país ya que dicha rebaja no se extendió hasta el Caribe. 
La tercera fue la celebración de la II Conferencia en Caracas. La 
cuarta, el pago de las cuotas establecidas por el Estatuto para esta- 
blecer el Secretariado General en Ginebra. La quinta, la Reunión 
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de Gobernadores de abril de 1961 en Ginebra, y la sexta será la 
111 Conferencia en Teherán. Hasta el presente la OPEP no ha 
tomado una decisión final sobre los precios del petróleo a excepción 
de las declaraciones de tipo general correspondiente a Bagdad y 
Caracas, de suerte que las gestiones de Venezuela en este sentido, 
que se comenzaron a tomar antes de la existencia de la OPEP, 
tienen como uno de sus objetivos mostrar la posibilidad de que los 
precios y el binomio producción- demanda pueden ser controlados 
efectivamente por los Gobiernos de los países productores. 


5. Plamteamiento sobre restricciones al comercio internacional del 
petróleo 


5.1. Esta política se refiere específicamente a las medidas sobre 
importación de petróleo y derivados seguida por los Estados Unidos 
después de la crisis de Suez. Se comprende que siendo este país 
el mayor mercado del crudo venezolano tenga por fuerza que ser 
considerado y estudiado con la mayor dedicación. 


5.2. La situación en los Estados Unidos respecto al mercado petro- 
lero interno y respecto a la industria pasa a ser en 1958 de un 
mercado de libre competencia entre el petróleo doméstico y el pe- 
tróleo foráneo, a uno en donde el volumen de petróleo extranjero 
que entra al país queda limitado. Con esto buscan los Estados Unidos 
varias finalidades, entre otras, la de impedir que el precio del 
petróleo doméstico se deteriore y ocasione una dislocación grave 
en la economía petrolera del país; del otro, se busca darle a los 
refineros estadounidenses que no tienen operaciones en ultramar 
que les aseguren petróleo más barato, la posibilidad de obtenerlo 
para mejorar su posición económica. Además, en cierta forma se 
tiende a proteger a la poderosa e influyente industria carbonera 
que ve invadido su mercado de consumo cada vez más por el petró- 
leo y el gas. 


Las restricciones en Estados Unidos sobre el petróleo y derivados, 
se hacen discriminatorias para Venezuela en 1959 cuando se excluye 
del programa de importaciones el petróleo y derivados que lleguen 
al país por vía terrestre, vale decir, el petróleo del Canadá y de 
Méjico. 

5.3. Antes del año 1958 la política de Venezuela vis a vis los Estados 
Unidos en relación al petróleo había sido bastante tímida y con 
objetivos confusos. Parecería que no se tenía en Venezuela una idea 
exacta del valor del país desde el punto de vista petrolero en el 
medio internacional y se creyó que la defensa de la tesis de crecientes 
exportaciones de petróleo hacia los Estados Unidos era suficiente 
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para defender nuestra posición. Pronto se vio la necesidad de con- 
cretar y definir la política exterior del petróleo con respecto a los 
Estados Unidos que se puede resumir en los siguientes postulados : 


a) Venezuela piensa que las restricciones de Estados Unidos a la 
importación indiscriminada de petróleo y derivados baratos es con- 
veniente para proteger el precio de estas substancias dentro de dicho 
país y, por ende, en el resto del mundo. Por eso las acepta, 


b) Las restricciones no pueden ser discriminatorias ya que el pe- 
tróleo sea del Canadá, de Méjico o de Venezuela es hemisférico y 
tiene la misma importancia para el desarrollo económico de los 
países de América. Su importancia estratégica yace en su ubicación 
geográfica que lo hace accesible constantemente a todos los países 
del hemisferio. La tesis de que Estados Unidos ha de dar trato 
especial al Canadá para evitar que se construya el oleoducto de las 
provincias Occidentales a las Orientales ocasionando la pérdida del 
mercado para el petróleo de Venezuela en esa área es falaz. Vene- 
zuela tiene que arriesgar esa posibilidad por defender el principio 
de igual tratamiento para iguales circunstancias. 


c) Venezuela piensa que las bases utilizadas para determinar los 
límites permisibles de las importaciones son injustas, porque en 
parte pretenden dar a los refineros del interior de los Estados 
Unidos un subsidio que proviene de los productores de petróleo 
foráneo, con el consiguiente daño para la economía de estos pro- 
ductores y para los ingresos fiscales petroleros de los países expor- 
tadores de petróleo. En el caso de Venezuela estos perjuicios han 
sido cuantiosos, ya que el petróleo venezolano ha tenido que pagar 
primas hasta de más de un dólar para poder llegar al mercado 
de Estados Unidos. Este subsidio a los refineros norteamericanos 
debía ser cubierto por los mismos Estados Unidos directamente 
y no dejar que su pago gravite íntegramente sobre un país sub- 
desarrollado como Venezuela, que no puede ver disminuidos sus 
ingresos petroleros sin estar obligada a tomar medidas que contra- 
rresten estos efectos. 


d) Las medidas tomadas por Estados Unidos al incluir en su 
programa de restricciones al petróleo combustible y a los petróleos 
asfálticos venezolanos son también perjudiciales para la nación ve- 
nezolana. El priméro impide el aumento del precio del combustible 
en el mercado de energía a niveles más adecuados, cuando los Estados 
Unidos son ya productores marginales del producto. El segundo cas- 
tiga los petróleos asfálticos que son realmente escasos en Estados 
Unidos. 
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e) Venezuela cree que un programa de restricciones que corrija 
el tratamiento preferencial dado al petróleo recibido por tierra en 
los Estados Unidos y a los refineros que no utilizan petróleo im- 
portado, sería más justo especialmente si tomara en cuenta la 
posición tradicional de los importadores en los Estados Unidos y 
dan posibilidad a los nuevos con operaciones en ultramar. 


6. Planteamiento sobre el rendimiento del capital e inversiones 
petroleras 


6.1. La Tabla 1 da una idea de la participación de Venezuela en los 
beneficios de la industria petrolera desde 1947. En ella se observa 
como esta participación ha venido aumentando, hasta llegar teórica- 
mente a lo que se denomina 60-40 pero que en la práctica sube 
al 68-32 en 1959 y al 66-34 en 1961. Con la modificación a la 
Ley del Impuesto Sobre la Renta que se realiza en diciembre de 1958 
termina pues el régimen del 50-50. 


TABLA I 


PORCENTAJES DE PARTICIPACION 


z % en relación % en relación 
Año a los ingresos brutos a los ingresos netos 
1947 34,2 52,0 
1948 36,5 55,0 
1949 34,8 60,0 
1950 27,3 51,0 
1951 32,8 55,0 
1952 33,1 55,0 
1953 30,7 54,0 
1954 29,6 53,0 
1955 31,3 52,0 
1956 33,4 52,0 
1957 35,4 52,0 
1958 40,1 65,0 
1959 39,3 68,0 
1960 je 37,3 68,0 
1961 38,8 66,0 
1962 41,6 66,0 
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6.2. La Tabla 11 muestra las cifras correspondientes al rendimiento 
del capital invertido en la industria. Se nota una disminución en los 
años posteriores a 1948 y una recuperación a partir de 1956 ó 1957, 
pero vuelve a acentuarse la tendencia a la baja desde 1958 con una 
ligera recuperación. hacia 1961 en la proporción porcentual de uti- 


TABLA HU 
po % utilidad neta % depreciación Rendimiento 
Año vs. total ingresos amortización agotamiento capital 
1947 31,1 7,9 21,2 
1948 30,0 7,0 24,1 
1949 22,6 10,4 13,2 
1950 25,9 11,2 16,5 
1951 27,3 11,2 20,0 
1952 27,0 11,3 20,1 
1953 25,8 11,4 19,0 
1954 26,5 o 11,5 20,5 
1955 29,1 11,6 24,8 
1956 31,0 10,7 29,0 
1957 32,8 9,6 31,9 
1958 21,1 10,9 16,8 
1959 18,3 12,9 13,1 
1960 17,6 13,1 12,1 
1961 19,8 12,4 14,5 
1962 21,3 11,5 17,8 


lidad neta del sector privado de la industria con respecto al total 
de ingresos petroleros. Con respecto a la cuenta Depreciación- 
Amortización-Agotamiento se nota que comienza a subir gradual- 
mente a excepción de 1957, después de las nuevas inversiones reali- 
zadas en ese año y en el anterior, y suben a un máximo en 1960 
y 1961, debido en buena parte a la renuncia de concesiones, cuyos 
haberes son deducidos en el mismo año de su renuncia. En cuanto 
a los rendimientos todavía muy altos en 1947 y 1948, sufren en 1949 
y 1950 el efecto de las medidas que se venían tomando en años 
anteriores, pero luego en el largo período 1948-1958 comienzan a 
subir hasta un máximo de casi el 32 por ciento en 1957. Con los 
cambios impositivos de 1958 empiezan a bajar hasta llegar a un 
mínimo de 12,1 por ciento en 1960 y subir nuevamente al 14,5 por 
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ciento en 1961. En general, este rendimiento es extraordinario en 
el período 1947-1961 con un valor promedio del 19,7 por ciento. 


6.3. Ante los resultados observados en estos renglones hasta el año 
de 1957, el Gobierno llega a la conclusión de que es conveniente 
llegar a una mayor participación en las ganancias de la industria 
y determina la modificación de la Ley del Impuesto Sobre la Renta 
en 1958, que aparentemente se realizó sin oír la opinión de los 
inversionistas, debido a que era necesario obtener ingresos adicio- 
nales para 1958, que no hubieran sido aceptados de ninguna manera 
por el sector privado de la industria. A partir de allí se reducen 
la utilidad neta de la industria y el rendimiento del capital en el 
sector mencionado. Como estas variaciones son importantes porque 
determinan las tendencias de mayor o menor inversión, es necesario 
mantener una actitud constante de examen y estudio para deter- 
minar el momento en que se haya llegado a un punto peligroso que 
tienda a frenar las inversiones. La tesis en este aspecto consiste 
en permitir al inversionista un rendimiento cónsono con los riesgos 
que toma y que sea mayor en cierta medida que el que obtendría 
en su propio país. En el sector petrolero los rendimientos en regio- 
nes competitivas del Medio Oriente o Africa se consideran exa- 
gerados y no pueden ser usados como punto de referencia hasta 
tanto se haya llegado a un reajuste que los haga comparables. En 
el momento presente, tomando en cuenta que la estimación del 
rendimiento hecha para 1961 arroja la cifra del 14,5 por ciento ya 
mencionada, obliga a reexaminar la situación para determinar los 
motivos del cambio anotado y las medidas que deben adoptarse para 
conservar un clima propicio a la inversión. 
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LA COMISION COORDINADORA DE LA CONSERVACION 
Y COMERCIO DE LOS HIDROCARBUROS DE VENEZUELA 


Presentado al 111 Congreso Petrolero Arabe reunido en Alejandría, 
República Arabe Unida, en octubre de 1961. Todos los trabajos leídos 
por la Delegación Venezolana en esa oportunidad fueron calificados 
de serios y valiosos por la prensa internacional, especialmente por los 
severos críticos ingleses. Para esta ocasión el Director de la División 
de Petróleos de la Liga Arabe, Mohamed Salman, ya había sido nom- 
brado Ministro de Petróleos del Irak por el Gobierno de Abdul Karim 
Kasem, y se notaba su ausencia a la reunión, por cuanto había sido 
uno de los arquitectos de la OPEP y de los Congresos Arabes. Tampoco 
estuvo presente a los comienzos de las sesiones Abdullah Tariki, tam- 
bién en posición igual a la de Salman en su propio país de Saudi 
Arabia. El Ministro Pérez Alfonzo, de Venezuela, observaba el 
desarrollo de los acontecimientos desde el Cairo, esperando ocasión 
propicia para hacer acto de presencia con el Sheik Tariki. 


En el fondo de las actividades, la Delegación Venezolana prestaba 
especial atención a los observadores de Indonesia, encabezados por 
Ibnu Sutowo, entonces Director de la Oficina de Petróleos de ese 
país, buscando la manera de hacer contactos que permitieran explo- 
rar la posición de Indonesia respecto a la OPEP, cuya III Conferencia 
había de comenzar en Teherán en los primeros días de noviembre. 
Aparentemente, la Delegación Indonesia también andaba a la caza de 
una oportunidad similar, ya que, cuando los delegados venezolanos pro- 
pusieron una conversación preliminar encontraron una actitud recep- 
tiva y una respuesta de rápida aceptación. Esta conversación se 
realizó alrededor de una larga mesa, durante almuerzo informal 
entre los indonesios, los sauditas y los venezolanos, en donde los pri- 
meros recibieron invitación para asistir como observadores a las 
reuniones de Teherán. Esta invitación fue ratificada oficialmente 


1. Depuesto y muerto en 1963. 
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por el Secretario General Rouhani, mediante cablegrama al Director 
Sutowo. Se había dado otro paso firme hacia la consolidación de 
la OPEP. 


Pero hubo también la clásica anécdota de buen humor durante la 
celebración de este 111 Congreso Arabe. De regreso de una de las 
importantes sesiones que se celebraran en la antigua Universidad 
de Alejandría, los delegados venezolanos Pedro Miguel Pareles, Aní- 
bal Martínez, Humberto Peñaloza y el autor, tropezaron con un 
imponente paredón blanco en donde contrastaban fuertemente signos 
árabes, en color negro, semejantes a las escrituras que adornan las 
paredes caraqueñas voceando consignas políticas. Creo que fue el 
doctor Pareles quien ingenuamente preguntó al autor si sus conoci- 
mientos de árabe, muy pocos a decir verdad, llegaban tan lejos como 
para saber el significado del letrero. A lo que respondió éste rápida- 
mente: ese garabateado lo que dice es “Abajo Rómulo”, y se oyó 
una carcajada estentórea en el taxi, que todavía debe estar viajando 
hacia el desierto árabe y hacia la serranía del Sinaí. Cabe mencionar 
que Pareles y Peñaloza eran entonces connotados miembros de AD 
y de Copei el doctor Martínez. El autor es ahora miembro del partido 
Copei. i 


Este trabajo sobre la Comisión Coordinadora fue escrito también 
con la intención de llevar datos ciertos sobre su funcionamiento, que 
ño aparecían sino en la versión a la OPEP, y sobre los buenos resul- 
tados obtenidos sobre el control de las exportaciones y de los precios 
del petróleo venezolano, a fin de proponer la formación de organismos 
similares en los países miembros de la OPEP. La proposición fue 
recibida con gran beneplácito por los miembros, mereciendo la apro- 
bación de la Resolución II1.20, mediante la cual se ordenaba un 
estudio de la Junta de Gobernadores sobre la conveniencia de adoptar 
el procedimiento, informe que fue presentado durante la IV Confe- 
rencia en Ginebra, con el resultado de que se adoptó una nueva reso- 
lución, la IV.35, mediante la cual se recomendaba la creación de 
organismos capacitados para desempeñar funciones similares a las 
correspondientes a la Comisión Coordinadora Venezolana. 
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1. Antecedentes 


1.1 Por múltiples razones, el Gobierno venezolano consideró conve- 
niente establecer un mecanismo que controlará los suministros pe- 
troleros venezolanos. 


Durante los años de guerra y aún en tiempo de paz, el Foreign 
Petroleum Supply Committee en los Estados Unidos, tuvo la función 
primordial de asegurar los requerimientos petroleros del país. A sus 
reuniones fueron observadores de algunos países consumidores, tales 
como Inglaterra, Francia y Canadá. Ninguno de los principales 
países productores y exportadores del Medio Oriente y del Caribe 
estuvieron presentes en estas reuniones. De aquí que el Gobierno de 
Venezuela considerara incongruente que existiera esta situación y 
que los suplidores naturales de petróleo no fueran nunca consultados 
en cuestiones que eran de extrema importancia. 


Esta situación se agudizó con la caída de precios en 1959, cuando 
Venezuela se alistaba para asistir al Primer Congreso Petrolero 
Arabe en El Cairo. Debido a las circunstancias anotadas, el Go- 
bierno de Venezuela, a través del Ministerio de Minas e Hidrocar- 
buros, consideró que era imperativo crear una Organización que 
pudiera supervisar la conservación del petróleo en el país, haciendo 
al mismo tiempo un control serio de las exportaciones de petróleo 
venezolano a los mercados mundiales. Con este fin se creó la Comi- 
sión Coordinadora de la Conservación y el Comercio de los Hidro- 
carburos, por Resolución 557 del 9 de abril de 1959 del Ministerio 
de Minas e Hidrocarburos. (Véase Anexo N* 1). 


1.2 No fue sino hasta el 14 de septiembre de 1960, que los princi- 
pales países productores y exportadores del Medio Oriente y del 
Caribe, que confrontaban entonces una seria caída de precios en 
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el Golfo Pérsico que también amenazaba al Caribe, se agruparon 
en una organización que se denominó Organización de Países Expor- 
tadores de Petróleo (OPEP). En las Resoluciones acordadas en esa 
oportunidad por los representantes de los países que asistieron, se 
declaró, enfáticamente, que éstos no permanecerían indiferentes a 
las reducciones de precios que habían sido hechas por las Compañías 
Petroleras y que los Países Miembros recurrirían a todos los medios 
necesarios para restaurar los niveles de precios existentes antes de 
las reducciones. 


Además, se declaró que las Compañías Petroleras habían de consul- 
tar con los países productores cualquier ajuste de precio que pudiese 
ser requerido de acuerdo con las circunstancias imperantes en el 
mercado. La Resolución 1. 1, parágrafo III, de Bagdad, también 
expresaba que los Países Miembros estudiarían y formularían un 
sistema que garantizase la estabilización de los precios a través del 
control de la producción. 


La respuesta inmediata a estas primeras estipulaciones de la Con- 
ferencia de Bagdad se encuentran, por lo que concierne a Venezuela, 
en las funciones atribuidas a la Comisión Coordinadora. Esta Comi- 
sión ha sido el único instrumento positivo en prevenir caídas en los 
precios del petróleo en el Caribe y hasta cierto punto en frenar las 
del Golfo Pérsico, 


1.3 La Resolución 11.12, emanada de la Conferencia de Caracas 
de la OPEP, de forma específica y también la Resolución 11.13, 
aunque en forma menos directa, trataron la cuestión de precios del 
petróleo, de su determinación y de las aclaraciones de desacuerdo 
sobre la materia por las partes interesadas. Estas Resoluciones po- 
nen aún más énfasis en las funciones de la Comisión Coordinadora 
Venezolana. La autoridad de la Nación venezolana para controlar 
sus exportaciones, así como también los precios del petróleo, no ha 
sido discutida por las Compañías Petroleras, aunque fue recibida 
por ellas con cierto grado de reserva. Algunas de las compañías 
mayores y todas las compañías menores, así como también las más 
huevas, han aceptado totalmente la acción de la Comisión. No se 
debe pensar, sin embargo, que la creación de un cuerpo de esta 
naturaleza no vaya a encontrar fuerte oposición. Con todo, el mismo 
hecho de que esta oposición exista indica que la medida tiene sus 
méritos y que es un buen instrumento para procurar la estabiliza- 
ción de los precios. 


1.4 Los resultados obtenidos por Venezuela a través de la Comisión 
Coordinadora son notables. Con ella se han prevenido posibles re- 
ducciones de precios y se han frenado los descuentos sobre éstos. 
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Que no se haya podido interrumpir la práctica de conceder descuen- 
tos sobre el precio cotizado, se debe a que los compradores tienen, 
en el mercado internacional, la posibilidad de escoger petróleos 
baratos de las Compañías que operan en el Medio Oriente y también, 
aunque en menos proporción, de Rusia. De hecho, la Comisión ha 
sido tan eficiente en impedir la competencia ruinosa, que petróleo 
del Medio Oriente y también de Rusia han penetrado algunos mer- 
cados venezolanos, tales como los de Estados Unidos, Canadá, Brasil, 
Uruguay y aun Trinidad, donde los precios ofrecidos por las com- 
pañías que operan en el Medio Oriente y los de Rusia han sido 
substancialmente menores que los de Venezuela, resultando así pro- 
tegido el precio venezolano. 


Se espera que en el futuro los países exportadores, a través del 
control gubernamental, puedan encontrar la manera de llegar a un 
equilibrio apropiado entre la oferta y la demanda con el objeto de 
no verse envueltos en una competencia riesgosa, que lleva, como 
siempre, al deterioro de los precios. 


2. Organización 


2.1 La Comisión Coordinadora está formada así al presente: 


a) Del Director de la Oficina Técnica de Hidrocarburos del Minis- 
terio del ramo. 


b) Del Jefe de la División de Producción de la Oficina Técnica de 
Hidrocarburos. 


ce) Del Jefe de la División de Conservación de la Oficina Técnica 
de Hidrocarburos. 


d) Del Jefe de la División de Economía Petrolera de la Dirección 
de Economía. 


e) Del Secretario Ejecutivo. 
f) Del Coordinador Técnico. 


Debajo de este nivel, la Comisión ha establecido grupos de trabajos 
que se dan la necesaria existencia cuando ésta es requerida. Estos 
grupos están formados por técnicos al servicio del Gobierno, bien 
| sea en el Ministerio de Minas o en otras Oficinas Públicas. 


2.2 Aunque la Comisión ha estado funcionando relativamente bien 
con la organización presente, se cree que sería preferible darle una 
estructura algo diferente. El Secretario Ejecutivo debería trabajar 
a tiempo completo por ser el Ejecutivo de más alto rango de la 
Comisión. Debería presidir las reuniones e informar al Ministro o al 
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que haga sus veces, los criterios y recomendaciones de la Comisión. 
El Coordinador Técnico actuaría como Secretario en las reuniones, 
estando, al mismo tiempo, a cargo de la Oficina de Administración 
de la Comisión, para lo cual recibiría ayuda de un asistente y del 
personal administrativo correspondiente. El resto de los Miembros 
actuará como Asesores y podrán ser seleccionados del personal de 
alto nivel existente dentro del Ministerio. 


2.83 Siguiendo este orden de ideas los integrantes de la Comisión 
deberán tener las siguientes calificaciones : 


Secretario Ejecutivo: Tiempo completo. Título universitario. Por 
lo menos 15 años de experiencia petrolera. Conocimientos adecuados 
de la OPEP y de sus objetivos. Buenos conocimientos de la industria 
petrolera en todos sus aspectos, en especial del mercadeo. Indispen- 
sable estar identificado con los objetivos petroleros de la Adminis- 
tración Pública. Debe hablar y escribir inglés fluentemente. 


Coordinador Técnico: Tiempo completo. Título universitario. 10 
años de experiencia con el Gobierno o con una compañía petrolera. 
Buenos conocimientos de la industria petrolera, especialmente del 
mercado y de los precios del petróleo. Debe estar identificado con 
los objetivos petroleros de la Administración Pública. Buen conoci- 
miento de la OPEP. Inglés requerido. 


Coordinador Asistente: Tiempo completo. Título universitario. 5 
años de experiencia con el Gobierno o con una compañía petrolera. 
Familiarizado con la OPEP y con sus objetivos. 


Directores: De 10 a 15 años de experiencia en la industria petro- 
lera con el Gobierno. Es conveniente seleccionar para estos cargos 
a funcionarios responsables de la formulación de políticos petroleros 
de la Administración Pública para asegurarse identidad de propó- 
sitos. Buenos conocimientos de la OPEP. Inglés aconsejable. 


2.4 Todos los funcionarios ejecutivos de la Comisión deberán tener 
una remuneración satisfactoria, posiblemente al nivel de un Jefe de 
División de la Oficina Técnica de Hidrocarburos por lo menos. Los 
Directores y todo otro funcionario gubernamental que actúa como 
Asesor temporal, ocuparán una posición honorífica. Para Venezuela, 
el salario del Secretario Ejecutivo deberá ser de U.S. $1.500. Para 
el Coordinador Técnico U.S. $ 1.000, y para el Asistente, U.S. $ 750. 


2.5 El volumen del personal existente debe corresponder al volumen 
del trabajo atendido por la Comisión, sin embargo, los requerimien- 
tos mínimos serían: una secretaria bilingiie Inglés-Español y un 
Archivero. 
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2.6 La estructura de la Comisión -sería así: 


Comisión 


Secretario 
Ejecutivo 


Secretaria 


3. Funciones y autoridad 


3.1 La Resolución 557 del 9 de abril de 1959 del Ministerio de 
Minas e Hidrocarburos justifica la creación de la Comisión Coordi- 
nadora del modo siguiente: 


a) Venezuela es el primer país exportador de petróleo del mundo 
y en ocasiones su economía es afectada, desfavorablemente, por 
cambios en la estructuración de los precios del petróleo y de sus 
productos que no obedecen a la relación Consumo-Producción, y que 
no toman en cuenta el aumento creciente del costo del reemplazo 
del petróleo consumido por el mundo. 


b) Los países productores han reconocido la necesidad de adoptar 
medidas para la conservación del petróleo y del gas, que son recursos 
irreemplazables y también para proteger la estabilidad de los pre- 
cios y de los mercados. 


c) La estabilidad de los precios y de los mercados es una condición 
indispensable para el mantenimiento de una industria petrolera salu- 
dable, capaz de garantizar las crecientes necesidades energéticas y de 
materias primas básicas que pide la demanda, para que todos los 
países, tanto consumidores como exportadores de petróleo, pero muy 
especialmente estos últimos, puedan atender a su desarrollo económico 
y al mejoramiento de sus condiciones de vida. 
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De manera que se puede decir que la Comisión tiene un interés 
básico con los aspectos económicos de la conservación del petróleo 
y del gas, esto es, la prevención del desperdicio de los hidrocarburos 
que existen en el subsuelo y la utilización y manejo de estos recursos 
en la superficie. En Venezuela, la prevención del desperdicio está 
íntimamente relacionada con el crecimiento normal de la producción 
y con la defensa de los precios de venta del petróleo. 


3.2 Como resultado de estas consideraciones, la Comisión se dirigió 
a las Compañías Petroleras que operan en el país con el fin de que 
los programas de exportación elaborados 'por éstas fuesen enviados 
a la Comisión para su estudio y aprobación. Estos programas cubren 
períodos de seis meses y son enviados a la Comisión con un mes 
de anticipación por lo menos y la información es remitida en for- 
mularios apropiados. 


3.3 La Comisión ha desarrollado ciertas técnicas para el estudio 
de estos programas. Se celebran reuniones periódicas con las Com- 
pañías Petroleras para discutir el precio de venta del petróleo y de 
los productos exportados, así como la conveniencia de enviar sumi- 
nistros de petróleo a mercados que Venezuela considera como mer- 
cados naturales de otros países exportadores. Tal como ha sido el 
caso del Canadá en el Hemisferio Occidental y de Israel en el Medio 
Oriente. Una vez estudiado el programa, la Comisión lo aprueba 
Oo imprueba, notificándoselo a la parte interesada. 


3.4 Hasta el presente no se han tomado medidas en relación con el 
volumen de petróleo exportado, puesto que la producción del país 
ha estado creciendo a una tasa baja de aumento. 6 por ciento en 
1959, 3 por ciento en 1960 y posiblemente menos del 3 por ciento 
para 1961. 


3.5 La Comisión también celebra reuniones periódicas de rutina 
para discutir las actividades petroleras de cada año, haciéndose re- 
uniones de control a mediados de cada año y dándose especial aten- 
ción al progreso de la perforación, de la conservación y de las 
inversiones. 


3.6 A través de la Circular 3343-H, por medio de la cual'se instruyó 
a las partes interesadas en relación a las notificaciones que deben 
hacer a la Comisión de las pérdidas de mercado debido a la com- 
petencia u otras razones (véase Anexo 2), se quería disponer de un 
medio para detectar cualquier maniobra dirigida a modificar el 
patrón del comercio petrolero en el mercado mundial en detrimento 
de los países exportadores. De esta forma Venezuela pudo detener 
la penetración de petróleo venezolano en mercados considerados como 
naturales de otros países exportadores. 
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3.7 La autoridad de la Comisión proviene de la Resolución 557 ya 
mencionada, aunque la raíz de ella debe considerarse en la Soberanía 
del Estado, que puede en cualquier momento legislar con el objeto 
de efectuar un mayor control de las exportaciones de los recursos 
del país, de un modo que sean beneficiosos para el superior interés 
de la Nación. Esta autoridad no ha sido discutida por las Compañías 
Petroleras sino en una ocasión que obligó a la Comisión a tomar 
medidas serias. En esa oportunidad se emitió la Resolución 994 
(véase Anexo 3), mediante la cual se establece que el Ministerio de 
Minas e Hidrocarburos podrá recurrir a la suspensión de la produc- 
ción de una Compañía determinada cuando las circunstancias exis- 
tentes lo recomendaren así. Se considera que esta Resolución marca 
una etapa importante en el proceso del control de las exportaciones 
de petróleo por parte de Venezuela, y podría decirse, con toda pro- 
piedad, que constituye una innovación en el campo de la necesaria 
intervención que debe hacer la Administración Pública cuando está 
en «juego el interés nacional. Pero, los principios básicos de esta 
autoridad se encuentran consagrados en la Constitución Nacional 
y en la Ley de Hidrocarburos, que son más que suficientes para 
establecerla definitivamente. 


4. Resultados 


4.1 En forma general los siguientes resultados pueden ser atribui- 
dos a la Comisión : 


a) Establecimiento del principio de la autoridad del Estado para 
controlar las exportaciones de petróleo y los precios de venta de éste. 


b) Amortiguación de la tendencia a la reducción de precios en el 
Caribe y de las posibles repercusiones en el Golfo Pérsico. 


e) Reconocimiento, por parte de las empresas petroleras, de que el 
control de la Administración Pública es necesario para evitar la 
competencia ruinosa y el deterioro de los precios. 


d) Obligó a las empresas por este período de tiempo a vender a. 
precios próximos a los precios cotizados. 


e) Mantuvo los mercados naturales de otras regiones libres de 
interferencia indebida de petróleo venezolano, como ejemplo de lo 
que se puede hacer en escala internacional. 


£) Bajo su guía se logró mejorar los precios de venta de treinta 
y seis contratos que cubrían un volumen de exportación de más de 
quince millones de barriles. 
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5. Conclusiones 


En resumen, se debe dar consideración a las siguientes ideas: 


a) El petróleo es un recurso no renovable, escaso y de corta du- 
ración. Por ello, no puede ser negociado de acuerdo con la clásica 
regla de la oferta y la demanda, que parece funcionar bien en el 
caso de productos renovables. En este aspecto algunos expertos de 
renombre han expresado la seguridad de que es realmente lógico 
defender la posición de la interferencia de la Administración Pú- 
blica para ajustar el equilibrio entre la oferta y la demanda petrolera, 
necesaria para que el proceso de la venta y del mercadeo pueda 
operar constructivamente. Esta tesis ha sido seguida por los Go- 
biernos Estatales y por el Gobierno Federal en los Estados Unidos, 
que han hecho enmiendas legales dirigidas a colocar al petróleo y 
a sus productos fuera de la categoría general de recursos cuyas tasas 
de producción están gobernadas exclusivamente por el interés comer- 
cial, colocándolo, entonces, bajo reglamentación severa para modifi- 
car y controlar estas tasas de producción. 


b) Es reconocido, en la industria petrolera, que los precios del 
petróleo han sido y son “administrados” para evitar la competencia 
ruinosa que llevaría al deterioro de la estructura de los precios. La 
administración de este petróleo, que estaba en manos de intereses 
privados, tiene que ser la función primordial de la Administración 
Pública, por ser ésta la más alta y legítima autoridad que puede 
hacer respetar y asegurar mayores beneficios para la sociedad. 


c) La Administración Pública, como se ha comprobado en el caso 
de Estados Unidos, Venezuela y otros países, ha probado, fuera de 
toda duda, la necesidad de recurrir a estos mecanismos de control 
para proteger las tasas de producción y, con ello, los suministros y 
los precios del petróleo. La Texas Railroad Commission en Estados 
Unidos y la Comisión Coordinadora en Venezuela son ejemplos 
clásicos. 


Parece conveniente, a esta altura, como lo prueba la experiencia en 
otros sitios, que se establezcan organismos oficiales para controlar 
las exportaciones petroleras y los precios del petróleo, siendo esto 
una necesidad urgente para los países exportadores de petróleo cuyas 
industrias están siendo operadas por capital no nativo, primordial- 
mente interesado en el beneficio de sus accionistas. 
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ANEXO 1 
GACETA OFICIAL DE LA REPUBLICA DE VENEZUELA 
Año LXXXVII - Mes VI Caracas: jueves 9 de abril de 1959 N* 25.931 

Ministerio de Minas e Hidrocarburos 


Resolución por la cual se crea en el Ministerio de Minas e Hidro- 
carburos la Comisión Coordinadora de la Conservación y el Co- 
mercio de los Hidrocarburos integrada por el Director de la Oficina 
Técnica de Hidrocarburos, el Director de Economía, los Jefes de 
las Divisiones Técnicas de Producción y de Conservación, y el Jefe 
de la División de Economía Petrolera. 


MINISTERIO DE MINAS E HIDROCARBUROS 


República de Venezuela - Ministerio de Minas e Hidrocarburos - 
Oficina Técnica de Hidrocarburos 


Número 557 — Caracas, 9 de abril de 1959 — 149% *y 1019 
Resuelto: 


Por cuanto la explotación de los hidrocarburos constituye la base 
casi exclusiva de la economía de Venezuela y todo lo relacionado con 
la industria que extrae y comercia los hidrocarburos es de interés 
fundamental. 


Por cuanto Venezuela es el principal país exportador de petróleo del 
mundo y en ocasiones su posición económica se ve desfavorecida por 
cambios en la estructura de los precios del petróleo crudo y sus de- 
rivados que no obedecen a la relación Consumo-Producción ni toman 
debida cuenta de las continuas alzas de los costos de las operaciones 
para reemplazar el petróleo consumido por la humanidad. 


Por cuanto los países productores han reconocido la necesidad de 
tomar medidas de conservación del petróleo y del gas, riquezas 
naturales no renovables y también medidas de restricción de la 
producción y del comercio, con miras a una razonable estabilidad 
de precios y mercados. 


Por cuanto la estabilidad de previos y mercados es condición indis- 
pensable para el mantenimiento de una industria petrolera econó- 
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micamente sana, capaz de satisfacer con seguridad los requerimien- 
tos de energía y materia prima que cada vez reclaman en mayores 
cantidades el bienestar y el desarrollo económico de los pueblos. 


Por cuanto se considera conveniente crear una organización que 
estudie y recomiende las regulaciones sobre el comercio de los hidro- 
carburos y las coordine con la política de conservación aconsejada 
por los supremos intereses nacionales. 


1. Se crea en el Ministerio de Minas e Hidrocarburos la Comisión 
Coordinadora de la Conservación y el Comercio de los Hidrocarbu- 
ros integrada por el Director de la Oficina Técnica de Hidrocarburos, 
el Director de Economía, los Jefes de las Divisiones Técnicas de 
Producción y Fiscalización y de Conservación, y el Jefe de la Divi- 
sión de Economía Petrolera. 


2. Para el mejor cumplimiento de sus funciones, la Comisión queda 
facultada para solicitar toda la información que fuere necesaria de 
las empresas que trabajan la industria de hidrocarburos, muy espe- 
cialmente las relativas a sus programas de producción y ventas. 
También podrá la Comisión, cuando lo recomienden las circunstan- 
cias, solicitar el asesoramiento y colaboración de otras personas o 
entidades extrañas a su seno. 


Comuníquese y publíquese. 


Por el Ejecutivo Nacional, 
JUAN P. PEREZ A. 
Ministro de Minas e Hidrocarburos 


ANEXO 2 
CIRCULAR 
N+* 3343-H 
Caracas, 1? de diciembre de 1960 
151* y 1022 
Señor 


Representante de la 


Ciudad 


Con el fin de proteger los mercados abastecidos por petróleo vene- 
zolano, que interesa, tanto a la Nación como a las compañías que 
operan en Venezuela, su representada deberá notificar a la Comisión 


156 


Edi 
$ 


Coordinadora la pérdida de cualesquiera de sus mercados, 


cación de la procedencia del crudo que lo desplaza y las probables 


condiciones de venta. 


Este tipo de información agilizará el funcionamiento de los Acuerdos 
de la OPEP y beneficiará a la industria petrolera de los países ex- 
portadores. 


Eduardo A. Acosta H. 
Presidente 


Comisión Coordinadora de la Conservación 
y Comercio de los Hidrocarburos 


ANEXO 3 
GACETA OFICIAL DE LA REPUBLICA DE VENEZUELA 
Año LXXXVIII-Mes X Caracas: martes 9 de agosto de 1960 N* 26.826 


Ministerio de Minas e Hidrocarburos 


Resolución por la cual se ordenará la suspensión de la producción , 


que los concesionarios destinen a ventas con descuentos anormales, 
a juicio de la Comisión Coordinadora de la Conservación y del 
Comercio de Hidrocarburos. 


MINISTERIO DE MINAS E HIDROCARBUROS 


República de Venezuela - Ministerio de Minas e Hidrocarburos - 
Oficina Técnica de Hidrocarburos 


Número 994 — Caracas, 9 de agosto de 1960 — 151* y 1020 
Resuelto: 


Por cuanto la Constitución Nacional establece que el Estado podrá 
dictar medidas de orden económico para racionalizar y fomentar 
la producción y regular la circulación y el consumo de la riqueza; 
por cuanto la Ley de Hidrocarburos establece el carácter de utilidad 
pública para todo cuanto se refiere a los hidrocarburos y en el 
numeral 52, del artículo 59 impone la obligación a los concesionarios 
de ejecutar sus operaciones de modo que no ocurra desperdicio de 
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esas sustancias; por cuanto el Ejecutivo Nacional tiene establecido 
como uno de los principios básicos de la política sobre hidrocarburos 
el mantenimiento de los precios del mercado que garanticen la 
participación equitativa en esta riqueza nacional no renovable; por 
cuanto las ventas de hidrocarburos deben efectuarse a los precios 
publicados vigentes, sin que los descuentos excedan los límites nor- 
males en el comercio; por cuanto los descuentos anormales en las 
ventas de hidrocarburos constituyen desperdicio económico contrario 
al interés nacional y podrían provocar el deterioro de los precios 
del petróleo en el mercado internacional; por tanto, este Ministerio 
ordenará la suspensión de la producción que los concesionarios des- 
tinen a ventas con descuentos anormales, a juicio de la Comisión 
Coordinadora de la Conservación y del Comercio de los Hidrocar- 
buros, quien hará las recomendaciones después de analizar los res- 
pectivos casos. 


Comuníquese y publíquese. 
Por el Ejecutivo Nacional, 


JUAN P. PEREZ A, 
Ministro de Minas e Hidrocarburos 
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LA CONCESION PETROLERA: 


ORIGEN, DEFINICIONES, SU VALOR EN EL DESARROLLO 
PETROLERO VENEZOLANO, SU VALOR ACTUAL 


Fue presentado a las deliberaciones del Primer Congreso Venezolano 
de Petróleo que se realizaron en marzo de 1962 en el Círculo Militar 
de la ciudad de Caracas. Su elaboración corresponde a la época 
en que el autor ejercía libremente la profesión después de haber 
renunciado al cargo de Director de Hidrocarburos en el Ministerio 
de Minas e Hidrocarburos en octubre de 1961. La idea de escri- 
birlo vino de conversaciones con colegas, entre las cuales se contó, 
especialmente, una sostenida con el doctor Juan Jones Parra, enton- 
ces al servicio de la Mobil Oil Company of Venezuela. El estimado 
colega, compañero de trabajo del autor por muchos años en el 
Ministerio de Fomento y posteriormente en el Ministerio de Minas, 
alegaba que las argumentaciones en apoyo de la tesis de “no más 
concesiones” no eran suficientemente convincentes y que era evi- 
dentemente necesario estudiar mejor el problema. El autor sabía 
que los enfoques de los trabajos previos sobre La Industria Petrolera 
desde un punto de vista nacional y sobre La Corporación Venezolana 
de Petróleo estaban incompletos y decidió, entonces, siguiendo el 
consejo de Jones Parra hijo, hacer un planteamiento más profundo 
todavía del problema. El resultado fue La Concesión Petrolera. 


Como en todos los casos anteriores, el autor no cree agotada la 
materia y sabe que caben toda clase de mejoras y de adiciones y, 
muevamente en esta oportunidad, sólo deseó presentar ideas para 
que éstas fuesen estudiadas, discutidas y corregidas en la medida 
de lo conveniente, siempre en persecución de la verdad y teniendo 
como punto de mira el mayor beneficio de la colectividad venezolana. 


El trabajo fue, como de costumbre, altamente controversial, y su 
discusión tomó la mejor parte de dos horas en sesión regular del 
Congreso. Sorprendió que sólo una escasa minoría de los ingenieros 
venezolanos y personas que laboran en el sector privado de la indus- 
tria petrolera defendiera los puntos de vista expresados en el trabajo. 
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El autor lo atribuye, con toda sinceridad, a la poca profundización 
que se hace, en general, de los problemas petroleros. Es verdad que 
las voces que, con todo derecho, se levantaron para impugnar las. 
ideas expresadas por el autor, no fueron tampoco numerosas. No se 
vio entre los asistentes, que ese día pasaron del centenar, un deseo 
de intervenir en las cuestiones debatidas. Por eso, se debe concluir 
o que nos las interpretaron cabalmente o que de no ser así tampoco 
existió suficiente coraje para promover su defemsa o su impug- 
nación. 

Con todo, La Concesión Petrolera mereció la distinción de ser reco- 
mendada para su publicación en los anales del Congreso y ha sido 
traducida al inglés para su presentación en el IV Congreso Petrolero 
Arabe que está por celebrarse en Beirut, Líbano, en el presente 
año de 1963. Cabe hacer notar que el trabajo recomendaba el man- 
tenimiento de la tesis de “no más concesiones” en la forma original, 
señalando que su aplicación marcaba el cierre de una etapa supe- 
rada por el país. Sugería que, la nueva etapa, debía prever la 
expansión de la industria petrolera vernácula, por vías que habían 
de garantizar la máxima administración por parte del Estado y la 
máxima participación de los beneficios económicos compatibles con 
un rendimiento justo para el inversionista. Expresaban que, aparte 
de la gestión directa, el Estado disponía de otras modalidades como 
los Contratos de Operación, los de Servicio, los de Asociación en 
Participación y las Empresas Mixtas que debían ser estudiadas 
y examinadas cuidadosamente antes de ser adoptadas. Esta recomen- 
dación se apoyaba, por otra parte, en las Resoluciones del Congreso 
Centenario del Colegio de Ingenieros de Venezuela originadas por 
el trabajo del autor intitulado La Industria Petrolera desde un punto 
de vista nacional. 


Desde entonces el autor ha venido profundizando y meditando las 
recomendaciones hechas. De este modo, el trabajo elaborado por 
Aníbal Martínez sobre los Recursos Petroleros de Venezuela actua- 
lizado y presentado por éste a la reunión de Teherán de la ECAFE 
en 1962, ha servido de base para algunas apreciaciones sobre el 
volumen final de estos recursos y sobre la manera de encarar la 
futura expansión del país. En el prólogo del libro de Aníbal Martínez 
intitulado Nuestro Petróleo, el autor de La Concesión Petrolera ya 
había hecho algumas consideraciones sobre la cuestión. Posterior- 
mente, en la oportunidad de discutir con los periodistas de Estados 
Unidos que visitaron el país en enero de 1963, se estableció que 
los recursos petroleros, sin contar el gas, del país calculados por 
Martínez y utilizados para explicar las curvas de producción del 
Plan Cuatrienal de la nación para el período 1963-1966, indicaban 
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que, de un posible total de 70 mil millones de barriles de petróle 
en Venezuela alrededor de 40 mil millones ya estaban bajo control 
del capital foráneo, volumen éste que representa el 57 por ciento 
de los recursos totales y casi el 100 por ciento de los recursos 
conocidos hasta el presente. Esta observación hecha a la luz de las 
estimaciones de Martínez, obliga a la Administración Pública a 
estudiar la cuestión de la expansión de la industria petrolera aún 
con más cuidado, especialmente si se considera que, de incluirse 
como estimación de los recursos de gas la cantidad de 12 mil millones 
de barriles de petróleo equivalente, el sector privado contaría con 
el control del 58,5 por ciento de los recursos totales. 


La disyuntiva que se presenta a la Administración Pública no es, 
sin embargo, sencilla. De una parte, se debe mantener a la Industria 
Petrolera en un nivel adecuado de desarrollo que concuerde con 
los programas de producción establecidos en los Planes Cuatrienales, 
a su vez basados en las necesidades presupuestarias de la nación. 
Por otra parte, el sector privado de la industria, las empresas petro- ' 
leras foráneas, siguen interesadas en mantener el control sobre 
las reservas nuevas que se vayan descubriendo para alimentar, con 
seguridad y a largo plazo, a sus organizaciones integradas y a sus 
mercados. Las tesis son, entonces, divergentes. Pero se puede esta- 
blecer, de un modo general, que el país no debe realizar ningún 
compromiso que no beneficie al máximo a la colectividad venezolana 
y que, para ello, se deben estudiar exhaustivamente los instrumentos 
para lograrlo, Pareciera, sin embargo, llegado el momento de decir 
que, fuera de los contratos de servicio mediante los cuales la nación 
se asegura la expansión de sus actividades directas, no es aconse- 
jable ahora recurrir a otros tipos de contratos que involucren un 
control determinante sobre el petróleo descubierto o añadido a las 
reservas conocidas. Debe mantenerse presente en todo momento que, 
según el Plan Cuatrienal correspondiente al período 1963-1966, se 
espera comenzar a disminuir la producción antes del año de 1970, 
por lo que decrecerá la necesidad de descubrir o añadir grandes 
volúmenes de reservas. 


Las adiciones o descubrimientos requeridos deben encontrar un justo 
balance entre el sector tradicional de concesiones ya existente, y 
el sector público de la Corporación Venezolana de Petróleo en buena 
parte regulado por la necesidad de cubrir, en primer lugar, al mer- 
cado interno. Quedan estas ideas sobre el tapete para su libre 
discusión. : 
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LA CONCESION PETROLERA: ORIGEN. DEFINICIONES 
SU VALOR EN EL DESARROLLO PETROLERO VENEZOLANO 
SU VALOR ACTUAL 


La concesión petrolera ha sido por muchos años instrumento utili- 
zado por la industria petrolera en el mundo. Por esta razón interesa 
hacer su análisis a objeto de señalar su ubicación en el desarrollo 
de la industria venezolana. Este análisis tiene, por consiguiente, 
que cubrir tanto el terreno legal como el económico, sin que por 
ello se descuiden los aspectos sociales necesariamente involucra- 
dos. La ubicación de la Concesión Petrolera dentro del marco actual 
de la industria es de necesidad especialmente para nuestro país que 
se asoma ahora a lo que parece ser la etapa final de desarrollo de su 
industria petrolera doméstica. 


Sentadas estas premisas de orden general, conviene establecer las 
bases sobre las cuales ha de resolverse el análisis. Antes que todo 
parece adecuado definir el término Concesión en sus sentidos más 
genéricos, bucear en sus raíces originales y encontrar su aplicación 
en el caso concreto del petróleo. Luego, se tendrá que buscar su 
explicación como figura jurídica, estudiando los factores del caso 
y la influencia que el ámbito social existente tuvo en su nacimiento. 
Por último, habrá que establecer su fundamento económico en sus 
comienzos y los que la tipifican en la actualidad y los resultados 
que le son atribuibles. Finalmente, las ventajas e inconvenientes 
del sistema. 


La concesión. Su origen. Definiciones 


El término Concesión tiene una historia dilatada. Con él se identi- 
ficaron otorgamientos de tierras por los príncipes y reyes, durante 
la época feudal, a título gratuito o con ciertas obligaciones por parte 
del concesionario. Generalmente se le reconocía como el acto del 
Soberano que otorgaba algún favor o beneficio. Más tarde se utilizó 
para calificar franquicias o estatutos reales, para referirse a licen- 
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cias provenientes de autoridades locales o centrales y también con 
respecto a los convenios o contratos con Estados soberanos. Algunos 
opinan que la figura puede ser aplicable al otorgamiento de títulos 
nobiliarios y a las funciones públicas que envuelven el derecho de 
regular o de expropiar. Se observa que primitivamente el concepto 
de Concesión estaba íntimamente ligado a ciertos elementos de pri- 
vilegio, favor o gracia, y así algunos de los otorgamientos más anti- 


- guos comienzan con la expresión “concedemos”. 


Más modernamente se habla de dos tipos de Concesión, la Concesión 
Política y la Concesión Económica. La primera evolucionó hacia 
la forma de Tratados entre países, y la segunda, conservando su 
basamento original, viene a cubrir diversas materias como el agua, 
la electricidad, la banca, los canales, los ferrocarriles y carreteras, 
y las minas, caso este último que interesa fundamentalmente al 
presente trabajo. La Concesión Económica tiene así usualmente la 
forma de una licencia que otorga el Estado a un particular, persona 
natural o jurídica, nacional o extranjera, para ejecutar ciertos 
trabajos de carácter público por períodos largos de tiempo, que 
involucran la inversión de capitales más o menos grandes. 


Se podría identificar la Concesión Económica con la Concesión 
Administrativa que se califica así porque depende y se otorga por 
un Acto de la Administración Pública. De esta forma se define: 
“Como la autoridad que se concede a una empresa o a un particular 
para la construcción o explotación de una obra a la que queda obli- 
gado, pudiendo disfrutar de su uso y beneficio”. Como ejemplos 
se citan la ejecución de ciertas obras públicas que involucran la 
cesión por la nación de los productos y rendimientos de las mismas 
a cambio de la obligación de construirlas que adquiere el concesio- 
nario. Se aplica también, desde este punto de vista, a la explotación 
de los criaderos de peces, de los depósitos de arena y de las minas, 
bajo condición de pago de un canon anual o de participación de 
la nación en los beneficios. Se comprende que, para un recurso 
básico como el petróleo, esto ya no sea suficiente. El Estado está 
obligado a ejercer el control de la industria petrolera en defensa 
del interés público, y sólo cuando esté exclusivamente protegido 
podrá entonces darse consideración al estímulo económico que deba 
ofrecerse al inversionista para que contribuya con su capital a la 
expansión de la industria. 


La definición de la Concesión Administrativa en su sentido más 
amplio parece venir bien definida por Fernández de Velasco así: 
“Es la gracia, merced o reconocimiento, expreso o tácito, que se 
otorga por la Administración Pública mediante ciertos requisitos 
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o formalidades, confirmando un derecho, permitiendo su ejercicio o 
creándolo, bien a solicitud de un particular, bien por oferta admi- 
nistrativa”. Conviene explicar que, desde un punto de vista teórico, 
es de la jurisdicción de la nación atender a las necesidades de carác- 
ter general que se admiten como involucradas en las atribuciones 
del Poder Público. Pero la variedad y número de los requerimientos 
a los cuales debe atender la Administración Pública y lo pesado 
de las entidades burocráticas, aparte de la naturaleza especial de 
ciertos servicios, exigen que algunos de ellos provengan no de una 
gestión directa de la Administración sino de modo indirecto por 
delegación o encomienda a los particulares. Esto obliga a la nación 
a estudiar y clasificar los requerimientos estatales para determinar 
cuáles son los que pueden caer en esta categoría. Este análisis y 
clasificación tienen que mantener la fluidez suficiente para per- 
mitir que se puedan hacer las correcciones necesarias para proteger 
al Interés Público o Bien Común de acuerdo con las circunstancias 
imperantes, haciendo al mismo tiempo, que las modificaciones que 
se produzcan no interrumpan el proceso de desarrollo económico 
y social mediante cambios bruscos, sino a través de un proceso de 
evolución equilibrada. 


Conviene explicar ahora que, generalmente, se admite que algunos 
Servicios Públicos le corresponden directamente al Estado, porque 
vienen ligados a aspectos esenciales del Bien Común como son, por 
ejemplo, los Servicios de Policía, la Defensa Nacional y la Admi- 
nistración de Justicia. ¿Estaría amplia y definitivamente justificado 
que se incluyera ahora en esta categoría a la Explotación de las 
Minas y, más específicamente, a la Explotación de los Yacimientos 
de Hidrocarburos y de bienes que son recursos básicos no renovables 
del patrimonio venezolano? En la época y bajo las circunstancias 
presentes parece que la respuesta debe venir por lo afirmativo, 


cuestión que quedará más clara cuando se estudien las características 
más fundamentales de la “Concesión”. 


En segundo término, aparecen los denominados “Servicios Públicos 
Industriales”, en los cuales los beneficiarios cubren su importe y que 
no se consideran como “atribuciones esenciales del Estado”; entonces 
la Administración Pública puede prescindir de su gestión directa y 
otorgar a particulares, naturales o jurídicos, nativos o extranjeros, 
el desarrollo de esta actividad para que la realicen en nombre del 
Estado mediante una remuneración o contrapartida que podría in- 
volucrar, entre otras cosas, una participación en los productos obte- 
nidos de la actividad. Como se ve es el Estado el único que puede 
determinar, en un momento dado, cuáles son esos “Servicios públicos 


165 


industriales” que pueden ser objeto de delegación del poder de eje- 
cución. Nuevamente cabe aquí la pregunta referente a la conve- 
niencia de continuar colocando en esta categoría a las industrias 
que se ocupan de la explotación de yacimientos de hidrocarburos 
o de otros minerales básicos. Pareciera como si, aparte de que esto 
está íntimamente relacionado con el desarrollo económico y social 
del país que, en el caso concreto de Venezuela, muestra ya que la 
etapa de la Concesión esté superada, es de otra parte, obligatorio 

para el Estado, salvaguardar el “Interés Común”, a él encomendado 
involucrado en la actividad cuya gestión se delega. Se comprende 
que si el Interés Colectivo o Bien Común resulta disminuido por la 
“Concesión” con grave perjuicio para la vida nacional, entonces 
ésta no podrá ser en conciencia utilizada. 


Por último, existe una tercera categoría de actividades que sin ser 
de la completa o exclusiva atribución del Estado, son de naturaleza 
tan especial por comprometer a intereses de grupos externos de la 
colectividad o de terceros que no se pueden defender por sí mismos, 
que exigen la intervención o control estatal para garantizar su 
equidad. Tales son las actividades económicas de las Instituciones 
de Crédito y Banca y las Compañías de Seguros. Este caso está fuera 
del objeto del presente trabajo. 


Esto en cuanto a la fundamentación administrativa de la Concesión. 
Desde el punto de vista jurídico se la clasifica de tres modos: 


A) Como contrato de derecho público. 
B) Como acto unilateral. 
C) Como acto mixto. 


Aun cuando este aspecto de la cuestión no interesa básicamente a 
la presente discusión, parece conveniente aclarar agunos conceptos. 
Por ejemplo, García Oviedo expresa que: “Las cosas y la compe- 
tencia (autoridad o derecho) pueden ser traspasados de un sujeto 
a otro a través de: 


A) Incautación de un superior en virtud de su fuerza. 
B) Contrato o cesión por acuerdo de libre voluntad entre iguales. 
C) Concesión o cesión a un inferior por un superior. 


Se desprende que, por ser el Estado el dueño o propietario del 
subsuelo 'en Venezuela en lo tocante a las minas, según lo estipula 
la Constitución, viene a ser por tanto el superior en caso de que 
desee compartir o ceder la gestión de una actividad referente a este 
patrimonio nacional. De suerte que la gestión no puede venir por 
vía de un contrato entre iguales sino por el de uno que establezca 
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la relación entre la nación como superior y el particular como 
inferior. 


Como acto de Derecho Público que es, de él no pueden derivarse 
derechos en favor del particular que vayan en contra del Estado. 
Por lo demás, es un acto unilateral porque la regulación de las 
actividades que se ejecutan bajo su forma están contempladas y 
determinadas en todas las leyes y reglamentos aplicables y no hay 
posibilidad de que el particular los modifique. La soberanía del 
Estado reclama esta condición como indispensable en el caso de 
la “Concesión”, pero si el Estado decidiere acudir a la forma del 
contrato o a otra forma cualquiera para compartir, en la medida 
que convenga al Interés Público, su obligación de ejercer exclusiva 
y directamente actividades propias de la Administración Pública, 
lo haría conservando siempre su posición de Superior, de manera 
que no sufra menoscabo la Soberanía Nacional. Por eso, tanto en 
la “Concesión” como en el “Contrato”, las diferencias que surjan 
entre las partes tienen que ser dirimidas por fuerza en los tribunales 
domésticos que son los únicos que tienen jurisdicción. 


Hoy en día ante las circunstancias que caracterizan a la proble- 
mática social y económica de Venezuela, no parece aconsejable 
recurrir a la “concesión” como recurso para la expansión petrolera, 
a menos que el particular interesado en adquirir concesiones nacio- 
nalizase sus actividades hasta el punto de que en lo económico, se 
obligare a dejar en el país el producto bruto de los ingresos prove- 
nientes de su actividad y que en lo administrativo se identificara 
absolutamente con el Interés Nacional. Estas son las condiciones 
que llena la industria petrolera en países del mundo de gran des- 
arrollo económico. 


De todo lo anterior, quedan perfiladas las características de la 
Concesión que más interesan a la coyuntura actual del país: 


a) Es una figura primitiva aunque evolucionada. 


b)  Involucra la cesión de una gestión que el Estado ahora debe 
tender a ejercer directamente dada su importancia para el Bien 
Común. 


c) Se justificó en Venezuela en su época de poco desarrollo polí- 
tico, social y económico, cuando había escasez de capitales y de 
recursos humanos. 


o E 
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LA CONCESION EN EL DESARROLLO PETROLERO 
DE VENEZUELA 


1. Fundamento y evolución del sistema de concesiones 


Desde el punto de vista legal Venezuela basa su tesis sobre el 
derecho de propiedad del subsuelo por el Estado en la Ordenanza 
de Minería de Nueva España vigente para la colonia española 
en 1783, del Decreto del Libertador de 1829 y de la Resolución 
del Congreso que lo ratifica en 1932. Con el concepto Venezuela 
hereda del sistema “regalista” que lo regía mediante el cual se 
otorgaba el derecho de explotación de las minas o denuncios a 
través de la “concesión”. La característica más esencial del sistema 
era la de que, una vez hecho el denuncio, la Corona y el Estado 
se veían obligados a otorgar la “concesión”. Este sistema termina, 
según algunos juristas, con el Código de Minas de 1904 que señala 
el comienzo del sistema dominial. Con este nuevo sistema, el otor- 
gamiento de “concesiones” no va a ser obligatorio sino facultativo 
del Estado en función del Interés Nacional. Se aprecia inmediata- 
mente que el elemento de obligación que existía en el sistema rega- 
lista desaparece para dar paso a uno de libre arbitrio por parte del 
Estado, que entonces entraba a juzgar la conveniencia o inconve- 
niencia del otorgamiento según que fuese favorable o no a la nación. 
Al sistema dominial pertenecen las leyes relativas al petróleo —hidro- 
carburos— desde la promulgada en 1909 que ratificó los prin- 
cipios del sistema contenidos en el Código de 1904, pasando por 
el Código de 1915 y por la Ley de Hidrocarburos y demás Minerales 
Combustibles de 1920, hasta llegar a la Ley de 1943 modificada 
en 1955 aún vigente. Durante todo este tiempo Venezuela va a usar 
la “Concesión petrolera” como elemento de desarrollo básico de la 
industria petrolera del país, algunas veces bajo el sistema regalista, 
otras siguiendo el sistema dominial. 


De lo anterior se observa cómo se desprende la figura jurídica 
de la “concesión petrolera” en Venezuela de las Ordenanzas, Decre- 
tos, Códigos y Leyes que le sirvieron de fundamento. Parece ahora 
conveniente explicar su desarrollo histórico tanto desde el punto 
de vista social como económico. Así, en el “Período Previo” de la 
Industria Petrolera se otorgan concesiones sobre una base eco- 
nómica de corto alcance que sólo miraba a la obtención de ciertos 
y limitados beneficios de orden impositivo y de escasa cuantía. Para 
entonces, la economía venezolana, como tantas veces se ha repetido, 
descansaba sobre la agricultura y la cría y sobre el comercio de 
estos y otros productos escasamente rendidores. Si es verdad que tam- 
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bién con el otorgamiento de concesiones se pretendía el desarrollo de 


recursos entonces inaprovechados, poca o ninguna idea se tenía 
del valor de los hidrocarburos en la expansión económica del país 
y del modo de hacer que su influencia fuese más decisiva. La visión 
económica de los gobiernos de la época era, por lo tanto, muy escasa 
y miope. El “Período de Desarrollo”, en su primera etapa, continúa 
acusando una situación bastante similar de parte del Estado. El 
único jalón de importancia viene posiblemente señalado por la Ley 
de Hidrocarburos de 1920. Se concibe entonces la idea de tender 
a una mayor participación por parte del Estado mediante el esta- 
blecimiento de un impuesto especial que gravara las ganancias 
mayores del 12 por ciento del capital invertido. Pero esta idea no 
va a cristalizar. El Estado sigue manteniendo sus cortos puntos de 
mira en materia económica porque le faltan ojos para seguir el 
desarrollo del poder político que retienen grupos hegemónicos, y se 
limita a cobrar sus impuestos sobre hidrocarburos sin intentar si- 
quiera mayores controles sobre los concesionarios. Esta primera etapa 
se extiende hasta un poco antes de la muerte de Gómez y de la des- 
aparición de su régimen político de fuerza en 1935. 


La etapa que sigue y que llega hasta 1945 se caracteriza porque 
durante ella surgen los otros dos apoyos del sistema legal petrolero 
y minero venezolanos que son la Ley del Trabajo de 1936 y la Ley 
del Impuesto sobre la Renta de 1942. Para entonces se conoce 
mejor el valor de los hidrocarburos y se ha ganado la batalla de la 
fiscalización que había comenzado en 1930 con el regreso de las 
primeras promociones de técnicos venezolanos graduados en el exte- 
rior. Sin embargo, el país está todavía inmaduro desde el punto de 
vista social, político y económico, dificultad que obstaculiza los 
cambios de política petrolera. La mayor preocupación del momento 
era todavía la de recabar con exactitud la tributación debida al 
Estado, para lo cual éste tenía que medir y fiscalizar debidamente 
los volúmenes de petróleo y gas producidos por los concesionarios. 
Con todo, en 1936 se intenta una nueva orientación de la política pe- 
trolera en beneficio de la nación, pero la Ley correspondiente es 
calificada de “adefesio” y queda archivada hasta su modificación 
en 1943. Con esta modificación, que elimina el sistema de tablero 
de ajedrez en la selección de parcelas de explotación y las previ- 
siones que se habían tomado respecto a la cuestión laboral, en cierta 
forma superiores a las de la Ley respectiva, se convierten todas 
las concesiones que estaban bajo regímenes legales diferentes y se 
negocian las diferencias existentes entre la nación y los concesio- 
narios, pero esto al alto precio de renovar por cuarenta años más 
concesiones que estaban próximas a expirar y bajo el tácito com- 
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promiso de que el Gobierno otorgaría más concesiones al sector 
privado de la industria. Esto fue un grave error de la época. 


En la tercera etapa del período, el Estado comienza a preocuparse 
por la Administración de su recurso básico y, al mismo tiempo, 
comienza la batalla de la conservación y la fase final de la batalla 
por mayor participación. Así, a partir de 1945, se realizan algunos 
aspectos y encauzan otros con el conocido Decreto de los 100 millo- 
nes, la participación del 50-50, que copiarán más tarde como fórmula 
básica los países del Medio Oriente, y la formación de cuerpos téc- 

- nicos para la Conservación dentro de la Oficina Técnica de Hidro- 
carburos. Durante este período también se discuten ideas en torno 
a la explotación directa por parte del Estado. Sin embargo, la 
batalla de la conservación no va a terminar sino posteriormente 
cuando se contratan los servicios del Jefe de ingenieros de la Texas 
Railroad Commission y del Director del Texas Petroleum Research 
Committee que vienen como asesores de la Oficina Técnica de Hidro- 
carburos. Cuando estas políticas van ya en vías de realización y 
cuando empiezan a ser entendidas, surge el movimiento regresionista 
que echa por tierra buena parte de estos lineamientos, obstaculi- 
zando de paso los que iban encaminados. En esta oportunidad se 
comete otro serio error con la utilización del sistema clásico de 
concesiones en 1956 y 1957. 


Finalmente se llega al último período, el período que se podría 
denominar “Período de Administración y Control” de la industria 
por parte del Estado. Este período viene inspirado por las gestiones 
similares adoptadas en otros países productores como los Estados 
Unidos, habida cuenta de las diferencias esenciales existentes entre 
las dos regiones. En este período se modifica la Ley de Impuesto 
sobre la Renta que lleva la participación de la nación al 60-40 y se 
establecen postulados de política petrolera que se pueden resumir así: 


a) No otorgamiento de más concesiones o política de “no más 
concesiones” como se le conoce comúnmente. 


b) Creación de mecanismos de control de la exportación y de los 
precios de los hidrocarburos como son la Comisión Coordinadora y la 
Organización de Países Exportadores de Petróleo. 


ec) Creación de un mecanismo consultivo del Estado como el Con- 
sejo Nacional de Energía. 


d) Creación de una Empresa Estatal de Petróleo para la explo- 
tación directa por medio del Estado y para substituir al mecanismo 
de la concesión. 
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2. Su Justificación Económica en el Pasado y el Enfoque Actual 


La utilización de la “concesión petrolera” en todo su largo período 
de ciento tres años que va desde la concesión otorgada a D. B. Hallyer 
en septiembre de 1854 hasta las de 1957, como medio de desarrollo 
de la industria, sólo encuentra su explicación económica en la nece- 
sidad que tenía el Estado de recurrir a capitales que no podía 
generar dentro de sus fronteras y a las seguridades, nunca bajo 
otro sistema que fuera distinto al de la concesión, que ese capital 
iba a exigir para garantizarse la recuperación y las ganancias sobre 
las sumas invertidas. El escaso y anémico desarrollo político y social 
del país en el período señalado, hacía casi imposible la utilización 
de otros sistemas. Por épocas, se trató de poner fin al otorgamiento 
de concesiones para ir en busca de algún mecanismo, como el de la 
explotación directa por parte del Estado, que permitiera continuar 
un ritmo de expansión sostenido y conveniente para la industria. 
Sin embargo, se tenía que chocar contra la idea de la concesión 
profundamente arraigada en el ámbito petrolero del país. La “con- 
cesión” petrolera era la figura ideal para el inversionista puesto 
que reunía para éste requisitos muy favorables tales como: 


a) Otorgaba derechos por períodos largos de tiempo —cuarenta 
y más años en Venezuela y muchos más en otros países— que el 
concesionario consideraba indispensables para la recuperación del 
capital. 


b) Alto rendimiento del capital invertido. 


c) Control casi absoluto por parte del concesionario para orientar 
y conducir sus actividades, dejando al Estado el papel de cobrador 
de impuestos y supervisor lejano. 


Los mismos gobiernos venezolanos, en su mayoría, y los niveles 
económicos, aún los más profundos, estaban acostumbrados a tran- 
sitar por el sistema de concesiones que parecía el más viable. Es 
verdad que el sector privado de la industria rehusó en ocasiones 
hacer uso del sistema, pero esto fue debido a razones ajenas a la 
figura misma de la concesión y más bien atribuibles a ciertas carac- 
terísticas del momento que dicho sector privado de la industria 
consideró inconvenientes e inaceptables como los de la Ley del 38. 
Pero no se podía esperar que continuara sucediendo esto después 
que el país hubiese logrado un nivel mayor de desarrollo y cuando 
se entendiese que el camino más fácil no tenía que ser necesaria- 
mente el más conveniente. Este momento llegó después de ter- 
minada la dictadura del decenio. Entonces se dio el fenómeno par- 
ticularmente interesante de que el sector privado de la industria 
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pareció no estar preparado ni psicológicamente ni filosóficamente 
para los nuevos lineamientos de política petrolera del Estado. El 
mismo fenómeno se observó en muchos de los niveles sociales y 
económicos del país. Cuando en otras latitudes petroleras menos 
avanzadas políticamente los inversionistas audazmente celebraban 
negociaciones de un nuevo tipo con los países productores, el sector 
petrolero privado de Venezuela y algunos sectores económicos se 
dejaban impresionar por algunos de los aspectos de la política 
petrolera como el clásico de “no más concesiones”. Se exageró la 
nota y se atribuyó la contracción de las actividades de explotación 
y aún de las de producción a esta política. Se estaba yendo, argiían 
algunos, a la liquidación de la industria. Ni siquiera se le quería 
conceder a la nación un período de “segundo aire” para considerar 
con pausa y para corregir, cuando fuese necesario, los lineamientos 
de política que había establecido. Se pretendía la rectificación in- 
mediata de esos lineamientos, pero muy especialmente en la parte 
referente a “concesiones”. Se insinuaba que éstas eran los únicos 
pulmones de la industria y que sin ellas no podría haber expansión 
posible. Se olvidaba, que en las declaraciones oficiales y dentro del 
Estatuto de la Corporación de Petróleo se preveían situaciones para 
esa expansión para los grupos que estuvieran interesados en nNego- 
ciar sobre bases distintas. Por tanto, estos grupos todavía habían 
de conservar el incentivo para efectuar exploraciones libres en el 
territorio nacional puesto que éstas les iban a servir de punto de 
partida para sus negociaciones con la CVP. La nueva composición 
de lugar y tiempo causaba gran temor, avalancha, que había comen- 
zado con la fuga del capital inversionista, que operaba en Venezuela 
durante la dictadura y más tarde seguida por parte del capital 
nativo. Si esta situación podía explicarse, en este último caso pa- 
recía no tenerla en el del capital internacional, acostumbrado a 
situaciones mucho más serias. Entonces, aparecía aquí un ele- 
mento distinto al cual tenía el Estado que dar seria consideración. 
Era factible que los nuevos enfoques de Venezuela vis a vis al 
negocio petrolero estuviesen nuevamente contribuyendo a cambiar la 
estructura de la industria en el mundo. Como prueba la OPEP 
había surgido en gran parte por iniciativa de Venezuela. De igual 
modo ésta había sido la primera en modificar la fórmula del 50-50 
para llevarla al 60-40 en beneficio mayor de la colectividad. Resul- 
taba entonces que Venezuela, era algo así como el eje de todos estos 
cambios. Si éstas eran también las consideraciones de las partes 
que se consideraban afectadas, entonces cabía la posibilidad que se 
quisiera demostrar como ejemplo que Venezuela podía fracasar en 
sus postulados principales de política petrolera. La falta de sufi- 
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cientes proposiciones, de sentido verdaderamente amplio y apartado 
del concepto de la concesión, por parte de grupos petroleros im- 
portantes que operan en el país para negociar con la CVP, hace 
pensar de su aparente necesidad de áreas para la expansión, parecen 
continuar basadas en la concesión petrolera o en algo que se le 
asemeje mucho. 


En este aspecto, punto central del presente trabajo, Venezuela tiene 
una amplísima experiencia. No se puede aceptar el argumento 
simplista de que el desarrollo actual de la industria y los ingresos 
petroleros que obtiene el Estado son prueba suficiente de la bondad 
del sistema. Se trata de analizar debidamente el sistema de conce- 
siones, con sus ventajas y desventajas y su posibilidad de aplicación 
en la Venezuela de hoy. Venezuela es un país que está en una etapa 
de transición entre el subdesarrollo y la industrialización, está por 
tanto, obligada a estudiar profundamente las posibilidades de expan- 
sión económica que se le ofrecen. Y como ésta afecta básicamente 
a la colectividad entonces mayor será la obligación y mayor la 
responsabilidad. No se pueden establecer bases de política petrolera 
a la ligera ni mucho menos desecharlas sin haber tratado de esta- 
blecer sus resultados a corto, a mediano y a largo plazo. 


8. Aspectos Económicos 


Desde el punto de vista económico vale la pena dar una ojeada 
al papel desempeñado por la “concesión petrolera” dentro de la 
industria. Parecen interesantes los siguientes datos: 


a) Los primeros contratos regidos por los Códigos de Minas de 1905, 
1910 y 1915 estipulaban impuestos superficiales de 1 a 2 bolívares 
por hectárea por año. El impuesto de explotación variaba entre 
1 y 4 bolívares por tonelada, y el de exportación entre 2 y 4 bolívares 
por tonelada, con excepción del contrato Valladares que estipulaba 
el 5 por ciento del producto bruto exportado. 


b) A partir de 1920 los impuestos sobre hidrocarburos van va- 
riando para los de exploración desde 0,50 bolívares por hectárea 
y 0,10 bolívares por hectárea entre 1922 y 1935, hasta 4 bolívares 
por hectárea en 1938 y 6 bolívares por hectárea en las leyes de 1943 
y 1955. El de explotación iba desde uno inicial de 5 bolívares a 10 
bolívares por hectárea, 2 bolívares por hectárea entre 1922 y 1935, 
hasta 8 bolívares por hectárea en 1938 y 1943. El superficial variaba 
entre 5 y 7 bolívares por hectárea en 1920, 2 y 5 bolívares entre 1922 
y 1935, hasta otro también variable entre 5 y 30 bolívares por 
hectárea en 1943 y 1955. El de explotación propiamente varió entre 
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15 por ciento del valor mercantil del petróleo en 1920, 10 por ciento 
entre 1922 y 1936 y de nuevo al 15 por ciento del mismo en 1938 
para subir al 163 por ciento en 1943 y 1955. 


c) En la Tabla 1 aparecen los datos sobre población, ingresos fis- 
cales e ingresos petroleros y producción acumulada que fueron 
utilizados para preparar la Tabla 11 en donde se agrupan los ingre- 
sos petroleros y la producción en tres períodos: 1917 a 1937, 1938 
a 1945 y 1946 a 1961. De los números 1 y 2 se nota, en general, 
la escasa cuantía de los impuestos y, por consiguiente, el volumen 
proporcional de los ingresos de la Tabla 1I que se aplicaron y 
obtuvieron en los primeros años de la explotación petrolera en el 
país. Afortunadamente, los menores impuestos fueron aplicados a 
una producción acumulada de petróleo entre 1917 y fines de 1937 
de sólo un mil cuatrocientos ochenta y ocho millones de barriles 
(1.488) que representa el 9,95 por ciento de la producción total 
acumulada hasta el 31 de diciembre de 1961 y el 4,7 por ciento de 
las reservas fiscales recuperables para la misma fecha. A ella corres- 
pondieron ingresos por valor de 689,6 millones de bolívares. Mayores 
impuestos de hidrocraburos, a los cuales se deben sumar los obte- 
nidos por impuesto sobre la renta, fueron utilizados entre 1938 
y 1945 y así, en este período los ingresos petroleros suben a 1.154,7 
millones de bolívares. Pero la fórmula 50-50 sólo será aplicada pos- 
teriormente, pudiéndose decir que ésta cubre aproximadamente al 
78 por ciento de la producción total acumulada para el 31 de 
diciembre de 1961 que es de unos 15.000 millones de barriles y al 
35 por ciento de las reservas fiscales recuperables descubiertas hasta 
la misma fecha estimadas en unos 32.000 millones de barriles de 
petróleo sin contar el gas equivalente. Los ingresos en este período 
que va desde 1946 hasta 1961 suben entonces a 30.000 millones de 
bolívares. 
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TABLA I* 


INGRESOS FISCALES 


INGRESOS PETROLEROS 


Producción 


as Población Total Per cápita Total Per cápita acumulada*** 
Año fiscal millones millones bolívares millones bolívares millones/bls. 
1916-1917 2,75 72,1 26,2 — = 0,12 
1917-1918 2,17 53,3 19,3 0,35 0,13 0,44 
1919-1920 2,82 101,1 35,8 0,68 0,23 1,21 
1920-1921 2,84 81,6 28,8 1,16 0,41 2,66 
1923-1924 2,93 102,3 34,9 3,81 1,30 18,3 
1928-1929 3,08 230,4 76,0 48,10 15,60 376,4 
1929-1930 3,12 155,5 49,6 51,80 16,60 511,6 
1930-1931 3,15 210,3 66,6 53,80 17,10 628,5 
1931-1932 3,19 185,1 58,0 48,80 15,30 745,2 
1936-1937 3,40 274,0 80,8 75,80 22,30 1.488,6 
1937-1938 3,45 330,8 95,6 102,50 38,80 1.676,7 
1943-1944 4,10 445,3 107,8 226,13 55,10 2.876,4 
1944-1945 4,20 614,1 146,0 373,50 89,10 3.199,8 
1945-1946 4,40 713,3 162,2 484,70 110,00 3.588,83 
1946-1947 4,55 1.099,5 242,0 665,80 145,00 4.023,2 
1947-1948 4,69 1.552,1 333,0 1.087,31 237,00 4.513,2 
1948-1949 4,83 1.963,3 407,0 1.210,20 250,00 4.995,5 
1949-1950 4,97 1.896,3 382,0 1.040,83 209,50 5.542,2 
1954-1955 5,78 2.826,3 488,0 1.578,81 272,00 8.948,1 
1956-1957 ** 6,13 5.526,7 902,0 3.495,31 570,00 10.861,7 
1957-1958 6,32 4.881,5 774,0 3.299,10 522,00 11.812,4 
1958-1959 6,51 5.600,83 860,0 2.841,20 436,00 12.823,9 
1959-1960 7,30 6.140,2 841,0 3.002,00 438,00 13.865,5 
1960-1961 7,60 7.071,4 932,0 14.931,3 


3.200,00 1 


en cuestión. 
1 Cifra exacta 3,267,640 millones. 


Datos del Ministerio de Minas e Hidrocarburos. 
Datos que incluyen ingresos extras por concesiones otorgadas en período. 
Esta producción corresponde al período comprendido entre 1917 y el año 


TABLA II 
(1) (2) 
Ingresos Producción Relación 
Período Aumente Total Aumento 
O A A IE 
1917-1937 689,6 = 1.488 10,20 0,464 = 
1938-1945 1.154,7 67,5 1.711 11,80 0,681 14,7 
1946-1961 30.053,0 * 2.600,0 11.343 78,00 2,690 395,00 
1917-1961 31.897,3 = 14.542 = 2,20 = 
* Cifra estimada porque incluye al año 1961 que viene también estimado. 
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Se aprecia mejor esta situación si se considera que el ingreso fiscal 
petrolero fue de apenas 0,464 bolívares por barril producido entre 
1917 y 1937 cuando la producción acumulada era entonces el 10 por 
ciento del total hasta el 31 de diciembre de 1961. Luego, estos 
ingresos suben a 0,681 bolívares por barril en el período siguiente 
mostrando un aumento neto de apenas 0,217 bolívares por barril, 
o sea el 14,7 por ciento para una producción acumulada equivalente 
al 12 por ciento del total sobre la base antes señalada. En cambio, 
para el último período comprendido entre 1946 y 1961 cuando se 
aplica la fórmula del 50-50 y cuando se modifica la Ley de Impuesto 
sobre la Renta en 1958, el ingreso por barril sube a la cifra de 
2,69 bolívares mostrando así un incremento de 2 bolívares por barril 
producido equivalente al 395 por ciento, ineremento que se va a apli- 
car al 78 por ciento de la producción acumulada hasta el 31 de 
diciembre de 1961. 


Se nota que estos mayores ingresos fueron obtenidos en su mayor 
parte a través de la Ley de Impuesto sobre la Renta y no de los 
impuestos regulares de hidrocarburos con excepción de los prove- 
nientes de los aumentos correspondientes de producción. De no 
haberse modificado sucesivamente la Ley de Impuesto sobre la 
Renta, los ingresos petroleros, tomando como base cualesquiera 
de los dos períodos iniciales de la Tabla IL, hubieran sido del orden 
de los 5.300 y 7.700 millones de bolívares respectivamente para el 
período 1946-1961. Es decir, la nación habría percibido 25.000 mi- 
llones menos en el primer caso y 23.000 millones en el segundo 
y los impuestos regulares de hidrocarburos habrían generado sola- 
mente el 25 por ciento de los ingresos petroleros totales que se 
recabaron durante el período siendo así que estos son los impuestos 
propiamente inherentes a la “Concesión”. Los mayores ingresos pe- 
troleros del último período y los que se obtengan en el futuro 
no son pues atribuibles al sistema de la “concesión”, sino más bien 
a la habilidad conque Venezuela confrontó y resolvió el problema 
de la baja participación en los beneficios que sí es propio de esta 
última. Este es el caso de los países petroleros menos protegidos 
que Venezuela en donde el rendimiento del capital llega a niveles 
“sumamente altos, aunque aquí también intervenga el factor costo 
de producción vs. precio de venta. 


Valor Actual de la Concesión como Sistema 


En los capítulos anteriores se analizaron a grandes rasgos las carac- 
terísticas jurídicas, socio-políticas y económicas de la “concesión” 
petrolera en su aplicación en Venezuela; conviene ahora examinar 
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más detalladamente algunos aspectos que se quieren adelantar a 
modo de conclusiones en el presente estudio. De este modo dividi- 
remos las conclusiones en Ventajas y Desventajas del sistema de 
concesiones : 


Ventajas: 


1. Es el sistema más atractivo para el inversionista por las siguien- 
tes razones: 


a) Mayores beneficios económicos. 
b) Recuperación del capital a más corto plazo. 


c) Máxima garantía para la recuperación de las inversiones desde 
el punto de vista del control y dirección de las operaciones. 


d) Se adapta más a la manera tradicional de negociar del inver- 
sionista extranjero. 


e) Concede largos plazos que dan un margen satisfactorio de ga- 
rantía en asegurar el éxito económico del riesgo tomado. 


2. Para el Estado sería más fácil negociar con base a la concesión en 
cuanto a que así podría obtener la colaboración inmediata de los 
inversionistas más grandes. La política de éstos aparece por los mo- 
mentos teñida de cierto abstencionismo, pero con toda seguridad 
adquirirían concesiones si éstas fuesen ofrecidas en condiciones sa- 
tisfactorias para ellos. 


Desventajas: 


1. Da un poder demasiado amplio al concesionario. Ya se ha ido 
explicando cómo el país ha tenido que ir ganando batallas en dife- 
rentes frentes del sector petrolero. Batallas que han sido largas y 
penosas con todas sus secuelas desde el punto de vista social, político 
y económico. Venezuela heredó un sistema legal y jurídico que le 
ha permitido manejar con más facilidad que otros países el sistema 
de concesiones, pero aún así ha estado en desventaja. Aún hoy en 
día en que la situación ha cambiado básicamente, todavía existen 
ciertas dificultades, de las que tipifican al sistema, que amortiguan 
el control de la Nación sobre la industria a pesar de los esfuerzos 
realizados. Dificultades que no pueden ser superadas sino con mu- 
chos años más de labor perseverante por parte de la Administración 
Pública. En los países del Medio Oriente la situación es aún más 
seria y grave. Allí todavía se discute la superioridad de la Soberanía 
del Estado sobre el interés minoritario de un Grupo. Se discute si 
la Ley que gobierna los Contratos y Convenios entre el Gobierno y 
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la Empresa es la Ley Municipal o la Ley Internacional de Derecho 
Privado. En otras palabras, si los conflictos que se pueden originar 
entre el Gobierno y la Empresa tienen que ser dilucidados en los 
tribunales y cortes domésticos del país o en los tribunales interna- 
cionales correspondientes. Con esto se quiere equiparar el interés 
Nacional con el interés menor de la Empresa que, en muchas oca- 
siones, ha resultado favorecido a la larga. Este fue el caso de Irán 
que tuvo que rendirse, si no a los tribunales internacionales que le 
reconocieron sus derechos, sí al bloqueo y a la estrangulación econó- 
mica que le fueron aplicados desde afuera durante el álgido período 
de la nacionalización de Mossadegh. Esta enorme desventaja de dar 
tan amplios poderes al concesionario dificulta de tal manera el con- 
trol y orientación de la Industria que es deber primordial del Estado, 
desechar el sistema de concesiones. 


2. Pone las operaciones de la Industria enteramente en manos del 
concesionario. Esta afirmación no es, en términos generales, exage- 
rada. Ni siquiera en el caso de Venezuela que tiene un alto nivel 
de control a través de los mecanismos administrativos que dedica a 
estas funciones. Si esto podía, en otras épocas, estar justificado 
porque era una ventaja y un atractivo más para el inversionista 
potencial, en la hora presente no es de ninguna manera aceptable. 
Ni siquiera en el caso de los países del Medio Oriente. Sería inclusive 
discutible en las regiones de Africa, en donde comienza el desarrollo 
de la Industria, contentarse con este status que en Venezuela sería 
reducir el Estado a la situación de un mero cobrador de impuestos 
y de participaciones con relativa ingerencia en la conducción de una 
Industria tan básica. Es obvio que interesa a la Nación de un modo 
fundamental, la programación de las actividades de la Industria 
Petrolera para que éstas estén inspiradas en el mejor y más alto 
beneficio de la colectividad. El inversionista extranjero, el conce- 
sionario, por más bien intencionado o inclinado que esté hacia la 
colectividad, siempre tendrá que seguir los lineamientos de política 
que le impongan sus accionistas ante quienes tiene que responder, 
y si buena parte de la decisión queda en sus manos porque se le da 
o porque el Estado no puede llegar a todos los rincones de la Indus- 
tria, entonces ésta habrá de inclinarse por favorecer a la Empresa 
y al Accionista. Este razonamiento se ha oído de boca del mismo 
concesionario. 


3. El concesionario se hace, en definitiva, el dueño de un importan- 
te sector de las operaciones que es el Mercado. Además, abarca y 
domina otro sector que es casi tan importante como lo es el del 
Transporte Interregional. La cuestión en este aspecto se complica 
si se observa que los inversionistas petroleros de estas latitudes son 
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también, por lo regular, los mismos que operan y manejan las In- 
dustrias Petroleras de otros países, poseyendo empresas y organiza- 
ciones de distribución que se encargan del mercadeo de los hidro- 
carburos explotados por el Grupo. Esto significa que, al producirse 
alguna circunstancia anómala en la explotación de un determinado 
petróleo que no lo haga suficientemente atractivo o rentable para el 
Grupo, éste lo substituya en el mercado por petróleo de otras regio- 
nes. En otras palabras, el Mercado es del distribuidor —concesiona- 
rio— y no del país que produce el petróleo, condición ésta que lo 
coloca en evidente desventaja. La situación provocada por esta ca- 
racterística es tan seria, que el desplazamiento de crudos en estos 
mercados semi-controlados o controlados lleva inmediatamente a la 
erosión del precio y a su caída definitiva cuando el crudo que despla- 
za es de menor precio. 


Esta ha sido una de las razones fundamentales para la creación de 
la OPEP en el frente internacional y de la Comisión Coordinadora 
en el frente doméstico. Se comprende que no es conveniente una 
situación como ésta, que dificulta y en ocasiones impide una política 
de mantenimiento de precios justos para el propietario de los hidro- 
carburos. Además, destruye o minimiza el poder de la Nación para 
ejercer los debidos controles desde un punto de vista internacional. 
El ejemplo más típico de esto se encuentra en el sistema de control 
de las importaciones petroleras impuesto por los Estados Unidos 
de América. Allí no se ha podido lograr el reconocimiento de la 
posición tradicional de Venezuela como exportador, sino que las 
cuotas de importación le han sido asignadas a los refinadores do- 
mésticos que, a pesar de incluir a los del interior del país, resultan 
en su gran mayoría los mismos importadores tradicionales, es decir, 
las empresas. O sea, que explícitamente se reconoce como dueños 
del mercado a los importadores y no al país en donde se originan las 
exportaciones. Esto no sucedería en el caso de que Venezuela estuviese 
explotando y distribuyendo sus hidrocarburos a través de instru- 
mentos con una base legal y económica más conveniente. 


4. No permite adquirir el conocimiento a fondo a la Nación del 
negocio y del manejo de la Industria, puesto que la responsabilidad 
inmediata de las operaciones recae sobre el concesionario. La Nación 
interviene a posteriori en muchas situaciones con lo que sólo ejerce 
una función de control en esos casos. Esto es particularmente ver- 
dadero en las fases del mercadeo y del transporte, como se indicó. 
Por lo demás, resulta también arduo el control de ciertos aspectos 
técnicos de las actividades, tales como la refinación que tiene que 
estudiarse y establecerse con base a los mercados, o de la conserva- 
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ción y unificación de yacimientos comunes, e introduce factores 
externos en el campo de la determinación de los impuestos que 
obligan al Estado a efectuar largas investigaciones y mantener en- 
gorrosos sistemas de control que no son absolutamente eficientes 
pese a los esfuerzos que se realicen. 


5. Origina ciertas dificultades en cuanto a la forma en que pasarán 
a propiedad del Estado las instalaciones petroleras. En la Ley se 
especifica que sólo las obras de tipo permanente que hayan sido 
construidas dentro de las áreas respectivas pasan a manos de la 
Nación cuando se extinga el título. El legislador con seguridad pensó 
referirse también a las concesiones renunciadas o caducas y a las 
obras que, existiendo fuera de las áreas señaladas, hayan sido cons- 
truidas para atender a la explotación de las concesiones. Sin embargo, 
no es esta la única interpretación que se le puede dar al asunto y 
con ello se puede llegar a posiciones que dificulten la acción del 
Estado en determinados momentos. 


6. En una época u otra el inversionista petrolero establecido en 
Venezuela ha tenido un área acumulada de concesiones en las cuencas 
sedimentarias del país que excede a los 20 millones de hectáreas 
de las mejores tierras con posibilidades petrolíferas, o sea, casi el 
50 por ciento del área total de éstas que se estima ahora en algo 
más de 44 millones de hectáreas. En todo el proceso de adquisición, 
renuncia de concesiones, los concesionarios han ido seleccionando y 
conservando lo más prometedor. De aquí que a medida que se 
adelanta la expansión de la Industria, sea más dificultoso y arduo 
encontrar nuevas reservas. Dada esta circunstancia no se justifica 
que la Nación comprometa a largo plazo y bajo condiciones inferio- 
res las disminuidas áreas potenciales que le puedan quedar. 


Recomendación: 


La política de “no más concesiones” señala para Venezuela el cierre 
de una etapa superada. La Nación no puede intentar el manteni- 
miento de la expansión de la Industria Petrolera con base a la figura 
obsoleta de la concesión. De hacerlo estaría arriesgando en buena 
parte su porvenir económico así como también el político. Con el 
cierre de esta etapa se abre una nueva, la de la expansión de la 
Industria por vías que garanticen el máximo control por parte del 
Estado y el máximo de participación en los beneficios económicos 
compatible con un rendimiento justo para el inversionista. Aparte 
de la gestión directa del Estado, se le presentan a éste otras modali- 
dades de negociar como el Contrato de Servicios, el Contrato de 
Asociación en Participación y las Empresas Mixtas. 
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Estas vías tendrán que ser examinadas cuidadosamente, pero segu: 


ramente brindarán las oportunidades necesarias para que no se 
interrumpa el proceso de expansión de la Industria Petrolera que 
ahora tiene que orientarse sobre la nueva coyuntura política, social 
y económica que vive el país. 


Esta recomendación viene, por lo demás, apoyada por las resolu- 
ciones adoptadas por el Congreso Centenario del Colegio de Ingenie- 
ros de Venezuela en sus sesiones celebradas entre el 21 y 28 de 
octubre de 1961 que, en esta materia, expresan textualmente lo 
siguiente : 


Política Petrolera 


41. Apoyar los siguientes puntos relativos a la Industria Petrolera 
del país: 


a) La política de no otorgar más concesiones y la urgencia de 
definir nuevas fórmulas contractuales que permitan el desarrollo 
de la Industria. 


b) La creación de la Corporación Venezolana del Petróleo como 
instrumento de solución de los problemas de drenaje de reservas 
nacionales, industrialización del gas, producción, refinación, y dis- 
tribución del petróleo y otras actividades que le sean propias. 


42, Recomendar al Gobierno Nacional: 


a) Adoptar las medidas que permitan el desarrollo de las activida- 
des exploratorias a fin de garantizar un nivel de reservas cónsono 
con las necesidades de nuestra producción petrolera. 


b) Mantener una permanente vigilancia sobre los mercados, a fin 
de tomar las medidas conducentes a conservar nuestros mercados 
naturales y participar en el crecimiento de los mismos. 


c) Auspiciar el crecimiento de la Industria Petrolera del país en 
la medida que convenga a los intereses nacionales. 


d) Establecer un programa efectivo de formación de personal téc- 
nico y administrativo, debidamente capacitado para las delicadas 
funciones de control, desarrollo y administración de nuestra riqueza 
petrolera, especialmente en lo que atañe al Ministerio de Minas. e 
Hidrocarburos. 
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